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IGNORANCIA DE LAS LEYES 


Es sabido que uno de los más firmes sostenes 
de las sociedades civilizadas viene siendo, desde 
hace más de dos mil años, una presunción juris 
0 t de jure que constituye un verdadero escarnio 
y la más grande tiranía que se haya ejercido 
jamás en la historia: esa base, ese cimiento de 
las sociedades humanas es eí que se encierra en 
estos dos conocidos aforismos, heredados de los 
antiguos romanistas: i.” A nadie le es permitido 
ignorar las leyes ( nemini licei ignorare jum}: 
2.® En su consecuencia, se presume que todo al 
mundo las conoce; por lo cual, aunque resulte 
que uno las ignoraba, le obligan lo mismo que si 
las hubiese conocido (nema jus ignorare censetur: 
(gnoraniia legia neminem excusai). Esta presun- 
ción se mantiene á sabiendas de que es contraria 
á la realidad de las cosas; á sabiendas de que es 
una ficción, á sabiendas de que es una falsedad, 
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á sabiendas: Primero^ de que nadie conoce todo 
el derecho, de que sólo una insignificante mino- 
ría de hombres sabe una parto, y no grande, de 
las leyes vigentes en un momento dado; Segundo^ 
de que es "imposible que la mayoría, y aun esa 
minoría misma, las conozca, todas; y Tercero, de 
que la presunción conforme á la verdad de los 
hechos, conforme, por tanto, á la razón, á la jus- 
ticia y á la lógica, sería cabalmente la inversa, 
que nadie conoce las leyes como no se pruebe lo 
contrario. No faltan escritores que reconocen lo 
falso y convencional de aquella presunción, des- 
mentida á cada paso por la realidad; pero pien- 
san, como Ambrosoli, como nuestro Vicente y 
Caravantes, que una tal ficción es absolutamente 
necesaria para la conservación del orden social. 
Por manera que el orden social, en las naciones 
modernas, no puede asentarse sobre la verdad; 
necesita de una abstracción, necesita de un arti- 
ficio gigante, monstruoso, que condena á los 
hombres á caminar á ciegas por el mundo; que 
los condana á regir su vida por criterios que 
les son y que fatalmente han de serles igno- 
rados. 

Ya, por lo pronto, el legislador promulga las 
leyes en una forma convencional ignorada de la 
multitud, y con la cual es imposible que lleguen 
á conocimiento de los obligados por ellas. Entre 
las circunstancias de la ley contaban los antiguos 
doctores la de que había de promulgarse poi\es- 
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crUo fundándose en la definición de ella dada 
por Aristóteles, Cicerón. San Isidoro, Santo To- 
mas y otras autoridades; llegando algunos, nues- 
Torquemada por ejemplo, á considerar la es- 
critura como de la esencia misma de la ley MV v 
es maravilla no se les ocurriese que la promuí- 
gac.ón por escrito donde la mayoría no sabe leer, 
s an incongruente como lo seria «pregonar las 
eyes en un pueblo de sordos, ó fijar en las es- 


lorquemada y demás aludidos .iuriscousultos, diciendo que si 
1 escritura acompaña ordinariamente á U\ ley esto no 

hacerse “I": 
memoria d! , i ^■'«Koiiero, j- arraigar en la 

que se confunda ^ la tradicidu, sin 

que se confunda por eso con la costumbre. 

era*inriX^^“f”’’ P“<io haber añadido que ésa 

Jnru T P'^h^hlKaciéu en su tiempo y desde 

ñau aai de las Cortes de y MSO lo orde- 

üuesfró r términos: -E desto maudaraos dar este 

noXesr.^irr ® ordenanzas, firmado de nuestros 

nombres e sellado con nuestro sello; é mandamos á los del núes- 

de rarl’r''" ^ ^ ordenanzas é 

muestras cartas é quadernos para las cibda- 
des e Tillas e logares de nuestros Reynos donde viere que cum- 

Lr-f/ pregonar püMicaments en la nuestra 

non.- puntualiaa más: .Que las fagau apre- 

acosftimh ^ piezas é mercados é otros lugares 

acostumbrados.— Eu las de 1523 y posteriores se expresa la ra- 

® noticia de lodos é ninguno detto pueda pre- 

tender ignorancia», ^ 
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quinas los bandos á que debiera atemperar su 

conducta una nación de ciegos» (1). 

Una de las cuestiones que planteaban los trata- 
distas en centurias pasadas era la clase de lengua 
en que deben ser redactadas las leyes: si en latín, 
como lo estaban el derecho civil ^rornano^ y los 
glosadores, ó en el habla viva, entendida y ha- 
blada de la muchedumbre. El buen sentido del 

licenciado Castillo de Bovadilla le decidió, contra 

■ 

otros, por la lengua romance, fundado en que, 
«siendo el fin del derecho civil dar orden á los 
hombres para vivir y no dañar á otros, ¿cómo 
podrán alcanzarle no entendiendo lo que las leyes 
les mandan y lo que Ies prohíben?» (2). Pero el 
problema era y es mucho más hondo que todo 
eso; pueblos que hablan castellano, como Ara- 

(I) Alfredo CalderÓD, Efectos jurídicos de la ignorancia, en é\ 
«BoletíQ de ía Institución Libre de Enseñanza», tomo IV, 1880, 
páj^. 187. 

El mismo eminente publicista refiere á tal propósito el hecho 
siguiente, realmente acaecido: ^Recibió un sujeto una herencia, 
sin acogerse al beneficio de inventario; acudieron los acreedores, 
y practicada la liqtiidacitín, resulto en definitiva alcanzado el 
heredero en una cuantiosa suma. Mal avenido con esto y desean- 
do salir de la dificultad, consultó á un letrado. «—Pero ¿cómo no 
aceptó usted la herencia, le dijo éste, á beneficio de inven tariol» 
«—Porque no sabia que existiera semejante cosa», replicó la víc- 
tima. « — Pues debia usted haberlo sabido, porque todo ciudadano 
tiene obligación legal de conocer las* leyes.» « — Pues mire usted, 
tampoco eso lo sabia.» ¿Qué contestación más elocuente (añade el 
) autor) puede dar el sentido cornün á todas las íiccíones de la ley 
y á todas las abstracciones y sofismas de la escuela? 

(2) JPoíiííca para corregidores, etc.; proemio, § 15; Amberes, 
1750, pág. 3, 
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gón, tienen leyes redactadas en latín y leyes 
redactadas en castellano; pueblos que no hablan 
más que catalán, tienen leyes escritas en catalán, 
leyes escritas en castellano y leyes escritas en 
latín; pero, para el caso, viene á ser igual, resul- 
tando la cuestión de idioma casi del todo indife- 
rente: el pueblo ignora y tiene que ignorar las 
leyes castellanas ó las catalanas lo mismo que las 
latinas, fuera de aquello que vive en las prácti- 
cas de las familias, de las localidades ó de las 

regiones. En eso estriba verdaderamente la cues- 

■» 

tión: en que aun redactadas las leyes en la len- 
gua nativa del pueblo, el pueblo no puede apren- 
derlas, y ni siquiera leerlas, y ni aun enterarse 
de su existencia, cuanto menos dominarlas, con- 
cordarlas y retenerlas en. la memoria: añádase 
que aun cuando tuviera noticia de su existencia 
y tiempo y gusto para leerlas, no las entendería, 
porque su léxico es seis ú ocho veces más rico 
que el del «sermo plebeius», formando por esto 
sólo — aun omitidas otras circunstancias, tales 
como la del tecnicismo — como una habla dife- 
rente. En suma de todo: que para la gran masa 
de los castellanos, asturianos, extremeños, ara- 
goneses, murcianos ó andaluces, lo mismo que 
para la gran masa de la región catalana y levan- 
tina ó del país vasco y gallego, escribir las leyes 
en castellano vale tanto corno escribirlas en grie- 
go, en chino ó en latín. Hace más de diez y ocho 
siglos que los hombres vienen lanzando su ana- 
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tema sobre aquel execrable emperador romano 
que, habiendo exigido obediencia á ciertos decre- 
tos fiscales promulgados «en secreto», como se 
quejaran y protestaran de ello los ciudadanos, 
burló indirectamente el requisito de la publici- 
dad, haciendo grabar lo decretado en caracteres 
muy diminutos y fijarlo á gran altura sobre el 
suelo, para que no pudieran enterarse y fuesen 
muchos, por tanto, los transgresores y muchas 
las multas que imponer; y somos tan ciegos, 
que todavía no hemos caído en la cuenta de que 
Calígula no es simplemente una individualidad 
desequilibrada que pasa por el escenario del mun- 
do en una hora; que es toda una humanidad, que 
son sesenta generaciones de legistas renovando 
y multiplicando sus tablas de preceptos, hasta 
formar pirámides egipcias de cuya existencia no 
han de llegar á enterarse, cuánto menos de su 
texto, los pueblos á quienes van dirigidas por el 
Poder. ¡Con cuánta verdad nuestro Juan Luis Vives 
veía en ellas, más que normas de justicia para 
vivir según ley de razón, emboscadas y lazos ar- 
mados á la ignorancia del pueblo! 


^ Uno de los civilistas más geniales que ha pro- 
ducido España en este siglo encuentra que es una 
injusticia el que las instituciones de derecho se 
den al público, en el Código, articuladas en forma 
de reglas ó preceptos, sin determinársele al pro- 
pio tiempo el concepto que de cada una de ellas 
tiene el legislador, sin que se defina su naturale- 
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za, el espíritu que las anima, las funciones que 
están llamadas á desempeñar; porque faltando en 
el Código este criterio de juicio para la adapta- 
ción de la regla á la diversidad de casos que ofre- 
ce la vida, necesitan los particulares, al acomodar 
su conducta al derecho positivo, y los tribunales 
al juzgar del acierto ó del error con que aquéllos 
hayan procedido, echar mano de un elemento 
extraño al Código, cual es la ciencia del derecho, 
y entonces nos resulta una desigualdad, porque 
la ciencia del derecho la posee, debe poseerla para 
desempeñar su misión, el juzgador, mientras que 
el particular es extraño á ella. Para el Sr. Co- 
mas, la conservación del orden social impone el 
supuesto de que todos los ciudadanos conocen á 
la perfección las leyes; exige que al frente de los 
Códigos se estampe el principio de que á nadie 
aprovecha la ignorancia de las leyes ó de que la 
ignorancia de las leyes no excusa de su cumpli- 
miento; pero ya no serí-a igualmente justo que el 
Estado declarase obligatorio, además del conoci- 
miento de las leyes, el conocimiento de la ciencia 
del derecho, y por esto en ningún pueblo se ha 
declarad© ni impuesto tal obligación. Resulta de 
aquí (dice) una desigualdad, un desequilibrio, que 
engendra á las veces un verdadero antagonismo 
entre la inteligencia que el particular dió á la 
regla al aplicarla en su vida privada y la que lo da 
el tribunal, siendo la consecuencia que la vida del 
derecho se realice de un modo anormal é irregu- 
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lar. Consiste el remedio, á juicio suyo, en que el 
legislador coloque á ambos en igualdad de condi^ 
ciones, dándoles un criterio idéntico; ¿de qué 
modo? imprimiendo á ia ley una estructura cien- 
tífica, distinta del agrupamiento arbitrario ó inor- 
gánico que a! presente ofrecen los Códigos; des- 
envolviendo cada institución en un orden lógico y 
sistemático, que revele el criterio del legislador 
respecto de la naturaleza^ concepto y funciones de 
ella y revista de una forma tangible y corpórea el 
espíritu que presidió á cada una de las reglas 
jurídicas y que anima su letra (1). 

Como se ve, el sabio profesor iba derecho al 
bulto, pero se detuvo á la mitad del camino: — lo 
uno, porque todo cuanto dice sobre la injusti- 
cia que envuelve esa desigualdad en que se ven 
colocados los juzgadores y los particulares por el 
hecho de que los primeros posean ia ciencia del 
derecho (ó, de otro modo, el criterio para entender 
las leyes) y los segundos no, es aplicable con mu- 
chísima más razón al contenido mismo de tales 
leyes, ó más claro, á la desigualdad nacida de que 
los primeros las conozcan y no las conozcan los 
segundos; y luego, porque si se considera racio- 
nal y tolerable la ficción en lo principal, no se ve 


t revisión del Código civil español, por Augusto Comas, 

. . Madrid, 1805, págs. 108 y sigs. -Jeremías Bentham quería 
lue as eyes fuesen acompañadas de un comentario razonado, 
para que se entiendan mejor, se conserven más fácilmente en la 
memoria y se interese en ellas el amor de la multitud. 
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por qué deba escrupulearse en lo accesorio; por 
qué,' si se admite la injusticia respecto de lo más 
(que todos conocen las leyes), no ha de admitirse 
respecto de lo menos (que todos las saben enten- 
der y aplicar). Esta segunda ficción es tan minús- 
cula en comparación de aquélla, que apenas si 
añade á la dificultad. 

Para mí, no vale tragar el camello y colar el 
mosquito. Antes de ventilar la forma en que debe 
servirse la ley al pueblo, hay que decidir si es 
justo y si es forzoso servírsela en alguna forma. 
No es lícito al científico resolver un problema de 
tanto bulto por el cómodo sistema de suprimirlo; 
no le es permitido pasar por alto sobre esa inmen- 
sa iniquidad, que no exige del juez, que no exige 
del empleado otra cosa sino, cuando más, estudiar 
derecho, pero que al particular, al hombre del 
pueblo, lo condena á trabajar en la agriculrura, en 
la pesca, en la minería, en las construcciones, 
en las manufacturas, en la navegación, para (|ue 
sustente y vista y regale al empleado y al juez, y 
además á estudiar y saber tanto derecho como 
ellos. Si pudo esto admitirse cuando el derecho 
oficial cabía en una docena de Tablas, en manera 
alguna cuando vino á formar un Código volumi- 
noso, haciéndose materia de una profesión: el 
mismo derecho romano admitió excepciones al 
nemíni jus ignorare íicet (1), y siguiéndole el có- 

fc 


(1) Vid. en Saviguy, Tratado de Derecho romano, apéndice 
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digo castellano de las Partidas, declaró exentos 
de la obligación de conocer las leyes, en ciertas 
circunstancias, á los militares cjue andan en gue- 
rra, á los aldeanos que labran la tierra ó moran 
en lugares fuera de poblado, á ios pastores que 
corren con los ganados por yermos y por montes, 
y en general á las mujeres que habitan en esas 
ciases de lugares^ dando por razón, en sustancia, 
que no sería bien obligarles á que estudiasen 
leyes abandonando oficios tan necesarios y tan 
meritorios (1). Debió evolucionarse en el sentido 
de esta,tendencia, que cuando menos tenía senti- 


VIII, §§30-34 (trad. fr. de Gueuoux, t. III, París, 1845, págs. 412 
y sigs.)i personas qwibusjus ignorare permissum est, 

(1 ) Respecto de! caballero que anda en la guerra, dispone que 
no le perjudique la ignorancia de las leyes, «ca bien et derecho 
et razón es que aquel que su cuerpo aventura en peligro de pri- 
sión ó de muerte, que non le den otro embargo, porque aquello se 
destorhe, nin él que se non meta á estudiar nin aprender leyes, porque 
el fecho de las armas decce». Y aplicando el mismo razonamiento á 
otras clases sociales, dice: *Eso mesmo decimos de los aldeanos que 
labran la tierra et moran en los logares do non hay poblado; et 
de los pastores que andan con los ganados en los montes ó en los 
yermos, et de las mugeres que morasen en tales lugares como 
éstos.» (Part. I, tit. l.o, ley 21.) En cuyo punto Gregorio López 
hace esta observación: «Adverte quia lex ista Partitarum, aequa 
re videtur in hoc rústicos railitibus ut excuset eos ignorantia 
juris, cum dioit Eso mesmo decimos de los aldeanos, et sic videtur 
reprobar! differentia quam ínter milites et rústicos facit Glossa 
in dicto § notandum. » f'Las Sieíe Partidas, etc., Sala-manca, 1555, 
vül. I, fol. 10 -Hay que tener en cuenta que la ley citada de 
Partidas excluye déla excepción las consecuencias penales de los 

actos que «todo hombre debe entender por razón natural que 
son malos». 
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do común; y lejos de eso, se ha retrocedido, resul- 
tando lo que ya nuestro Sancho de Moneada, en 
el siglo xvii, notó al enumerar entre los daños 
que se originaban , de tan gran muchedumbre de 
leyes, ^que oprimen al Reino», y !o que observan 
en nuestro tiempo Salvioli, Menger y Treves, que 
la muchedumbre de leyes induce opresión princi- 
palmente de las clases pobres, primero porque 
no pueden cultivarse, y segundo porque no pue- 
den contar con el auxilio profesional de los 
abogados, careciendo de recursos para retribuir- 
los (1), y menos con el del juzgador, porque éste, 
en el absurdo sistema de enjuiciar vigente, ha de 
permanecer pasivo, sin que le esté autorizada 


(1) De los pobres dice Menger que «eu su conducta se guian 
casi exclusivameute por ua Oscuro y muy ilusorio iustiuto de ki 
justicia, corriendo de hecho toda su vida juridica a merced del 
acaso, por no conocer sino poquísimo del dereclio positivo y uo 
hallarse al alcance de su miseria el remedio de acudir á los que 


lo conocen y profesan». (El derecho civil y los pobres, versión espa- 
ñola de Posada; Madrid, 1808, cap. l, §§ 8 y i2.) La afirmación es 
cierta, y puede hacerse extensiva a la casi totalidad del país, sin 
excluir á los pudientes, ni ñ los intelectuales; sin excluir á los 
licenciados mismos, como uo sea que hayan hecho profesión 
especial de la Facultad, 

Concretándo-nos a los indigentes, la llamada defensa por pobre 
es otz’a ficción, con la cual no liay que hacer cuenta, estando 
reducido todo su resultado á disfrazar y ocultar el problema. 
Es la teoría délas cantidades imaginarias aplicada á la vida del 


derecho; el equilibrio de un peso real por una sombra para enga- 
ñar al sentido de la vista, evitándole el escandaloso espectáculo 
de que una de las partes litigantes tenga perito defensor que 


haga valer su razón, y lá otra no. 
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ninguna iniciativa (1); de que resulta una gran 
desigualdad, y consiguientemente una gran injus- 
ticia. Esta conclusión que nos mandan ahora de 
Europa, habíala enseñado en Europa, hace cerca 
de cuatro siglos, un español, Vives, en el más 
famoso de sus libros, el titulado de Causis corrup- 
iarum artium, que puede decirse crítico en la 
historia de la Filosofía. «¿Dónde está la justicia 
del principio ignorantiajuris neminem excusat (se 
preguntaba), siendo tantas las leyes y tan abulta- 
das y dificultosas, que nadie podría saberlas 
todas? Con ellas no trazáis una pauta benigna y 
paternal para conducirse en la vida, sino que 
tramáis emboscadas (insidias struitis) k la igno- 
rancia Y sencillez del pueblo ( simplicitati popu- 
lan)» (2). 


(1) Salvo el caso de las «providencias para mejor proveer», 
que responden á este concepto y constituyen en la ley de Enjui- 
ciamiento civil vigente (art. 340 ) un verdadero ripio, en abierta 
contradicción con toda ella, 

(2) Jam vero quando iex est velut regula ad quam unusquis- 
'que actiones omnes auas debet accomodare, par est ut leges sint 
apertae, ac fáciles, et paucae, ut sciat quisque quomod o sibi sit 
vivendum, nec id propter obscuritatem legum ignoret, nec prop- 
ter illarum multitudinem ei excidat... Jam, p aucas convenit 
leges esse, uam si multae sunt, evitari non magia potest crimen, 
quam casus simultialocistendantur retía ambulantibus: insidiae 
sunt tot leges, non conditio vivendi: quum non bene esseut po- 
puli iüstituti, nec sua aponte vellent bene agere; sed metus legum 
expriraeret quod non valebat probitas... ¿Quae estergo aequítas 
ignorantiajuris nerainem excusan et tamen leges eese et tam ton- 
gas, et tam diíficiles, ut nemo eas tenere omnes valeat? — Vos ergo 
scribendis legibus non mitem quandam oetenditis, et benignam 
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ti autor del libro Ftesiauración política de Es- 
poaa, Sancho de Moneada, llamaba en su auxilio 
.. a estadística comparada para poner el aforismo 
latino en evidencia. «Entre los hebreos (dice) sólo 
se contaban 365 leyes, encerradas en pocas hojas 
y, sin embargo, el apóstol San P¿dro las tuvo por 
intolerables: ¿cómo no han de serlo (añade) aquí 
donde pasan de 5.000, ocupando muchos tomos 
para comprar y leer los cuales faltan á ios más el 
lempo y el dinero? No hay nadie en el Reino que 
as sepa, y ¿cómo las sabrá el labrador, cómo el 
Ignorante?» (1). Esto en el siglo xvii: ¿qué diría en 


mrVTT ‘■'‘“‘’T' simplicitati popu- 

lan .(hb. Mr, cap. >, w^ien-dUur oponcre leaes paucae ac 

Tpud ‘r“ í'-- ipcoc aeprin. 

AJ empi-endur Justioiano y Tribouiano su magna obra eotlill- 

UntoM «oustitucioues de los en,perad„Tes y 

tautos los priDcipios legales cou tenidos en las obra.s de los inris- 

consultos que habían gozado eljus vnpondendi, que .en los plei- 
tos ciábanse muy pocas leyes, porque si bien ezistiart Irln 
ignoiadas, siendo difícil la adquisición de tantos libros, por Jo 

cual mas bien se resolvían aquéllos por el arbitrio judicial que 

por la autoridad de las leyes (Codea:, de veteri jure enuel ley o) 
Sólo para formar las Pandectas ó Digesto Hubo que exiniin;; 

volúmenes de jurisconsultos, que hacían al iodo 3 000 00(1 
de renglones. El propósito del emperador fné que «en lo sucesivo 

pudiese cualquiera conocer Jas leyes fácilmente, asi en extracto 

como en su texto íntegro, teniendo facilidad lo mismo el pobre 
que el rico para adquirir por poco dinero una obra de tanta sabi- 
urla, sin tener que sacrificar sumas crecidas en Ja compra de 
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el nuestro, en que las leyes abultan por lo menos 
cinco veces lo que abultaban entonces, y en que el 
tiempo para estudiarlas es menor, porque la vida 
moderna lleva consigo distracciones perentorias 
é ineludibles en número infinitamente mayor que 
la vida tranquila y reposada de aquella edad, sin 
estas cosas «odiosas» que se llaman el correo 
diario, el telégrafo, el teléfono, el periódico, la 
revista, el ferrocarril, el tranvía, el balneario, la 
Exposición, el Ateneo, el partido, el Parlamento, 
la crisis, el meeting, la catarata de los discursos 
desatada por todas partes, el griterío ensordecedor 
de la prensa, la rotativa vomitando libros al minu- 
to, el «go ahead» de la fábrica y de la Bolsa, que 
mantienen el sistema nervioso en vibración cons- 
tante, fuera de sí, lindero al manicomio ó impo- 
sibilitado para atender seriamente á cosa alguna?' 
¿Qué diría cuando viese: — 1.“ que ia gran mayo- 
ría, que la casi totalidad de la nación, continúa en 
el mismo estado de miseria y de atraso intelec- 
tual que en su tiempo; — *2.® que el onus camelo- 


muchos voiiimeaes». Pero ba de costar trabajo comprender en 
qué variaba la situación, para la gran masa de la sociedad bi- 
zantina, porque los 3 000.000 de renglones de los jurisconsultos 
hubiesen quedado reducidos á 150,000; cómo podrían las clases 
inferiores informarse del derecho vigente, aun cuando éste hu- 
biese quedado encerrado, que no era asi, en sólo dos cuerpos 
legales, el Digesto y el Godex repetitae praelectionis, compren- 
diendo, como comprendía, el primero sobre 0.000 fragmentos de 
respuestas, declaradas leyes por el emperador, y míls de 4.000 
conslitncioues imperiales el segundo. 
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rum de las leyes ha crecido en proporciones for- 
midables y pesa sobre el país con toda la grave- 
dad de una montaña;-y 3.“ que, lejos de haberse 
buscado un contrapeso ó una compensación, se 

ha hecho desaparecer aquella piadosa excepción 

de Partidas introducida en favor de ciertas cate- 


gorías de personas, hombres de armas, rústicos, 
pastores y mujeres? (1 ). 

Hagámonos cargo de la situación, que bien 


(1) Es increíble la uiuguua reñexidn con que ha solido discu- 
tirse, ó más bien eliraíDarse, cuestión tan fundamental y de tan 
inmensa trascendencia. Léase como ejemplo á Renito Gutiérrez 
(Códigoa, ó Ssmdios fundamentales sobre el De^-ccho dril español. 
t. I, tit. prelim . seco, V. § í); Madrid, ed., pags. IKl-tlI): «i,aá 
excepciones de la ley de Partida pudieron tener lugar en el 
tiempo no del todo ilustrado en que se escribían; pero seria 
ofender á nuestros militares, á nuestros labradores, á nuestras 
mujeresj, suponer limitada su inteligencia todo lo ipie es preciso 
rebajarla para fundar sobre la iguoranciti un privilegio.* Trata 
de justificar la opinión de que en .su tiempo no procedía ya excep- 
ción á favor de ninguna cki.se, «Los jornaleros, que ni saben leer, 
las clases menesterosas, aun las personas mejor acomodadas, 
no tienen más medios que los labradores y los militares para 
conocer el derecho: la ley, á pesar de todo, no les excusa, porque 
el conocimiento requerido por ella y suficiente para cumplirla, 
es el que puede tener un hombre mtdianainente ilustrado, por si 
ó aunque sea con el auxilio ajeno. Claro es que, empleando una 
clasificacidu numerosa, .sería más fácil llegar á ía exactitud; 
pero ¿se conservarla á tanta costa la generalidad de la leyí El 
uno por enfermo, el otro por ausente, el otro por inexperto; el 
uno por muy joven, el otro por muy decrépito, ¿quién serta el 
que no hallase un pretexto para disculpar sus faltas? No; la ley 
que ha cerrado la puerta á tales excusas, ha vuelto dighuinente 
por sus fueros: la ignorancia es en estos casos vencible: no 
saber es no querer.» 
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vale la pena. Como toda otra nación, y por des- 
gracia mucho más que algunas, España se com- 
pone de una minoría muy exigua que va casi 
con el siglo, y de una mayoría inmensa que, por 
«iu atraso intelectual, por su apartamiento res- 
pecto de toda moderna institución y por su con- 
dición económica, inferior á menudo á la de la 
gleba feudal, sigue viviendo en centurias preté- 
ritas, cuál en la décimaoctava, cuál en los siglos 
medioevales, cuál en la edad de hierro. Pues 
bien: nosotros hemos uniformado el derecho 
para todos, y en vez de adoptar el tipo inferior 
—que parecía lo lógico, primero por ser el propio 
de la mayoría, y después porque quien puede 
saber lo más puede saber lo menos, pero no vice- 
versa — ^ se ha adoptado el tipo superioij impo- 
niendo á todos uniformemente j sin excepción 
el conocimiento perfecto del derecho positivo, al 
labriego lo mismo que al presidente dei Tribunal 
Supremo, á la mujer del. pastor lo mismo qtíe al 
catedrático de Derecho; no sin reconocer que con 
esto se comete una gran injusticia, pero añadien- 
do que tal injusticia viene impuesta por una fata- 
lidad incontrastable, que la reclama la dignidad 
del legislador y la conservación del orden social! 
Podríamos representarnos la nación como un 
compuesto de dos distintas sociedades: una, que 
es ya casi Europa; otra, que vive aún en estado 
de tribu: aquélla, la España chica, formada de 
los grandes, la que se ve, la que mete el ruido. 
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la de los órganos, la que ha ocupado y ocupa á 
los historiadores y á los periodistas; la otra, la 
España grande, formada de los pequeños, la si- 
lenciosa y que no se ve, semejante á los mapas 
mudos de las escuelas, la que no conoce la ley 
sino al modo de Israel á su Dios, sólo por la es- 
palda, quiero decir por su lado negativo, por lo 
que le estorba, por los obstáculos ({ue le opone, 
por las aflicciones, el dinero y la sangre que le 
cuesta. Podría compararse, en tal respecto, á la 
sociedad filipina de hace un par de años, com- 
puesta de 20.000 ó 30.C00 castilas y de 0 ó 7 mi- 
llones de tagalos, visayos, igorrotes. Los legistas, 
que son hoy por hoy nuestros castilas, hacen la 
legislación tomándose á sí propios corno tipo, 
cortándola á su medida, no á la medida de aque- 
llos sus compatricios quasi neolíticos; siendo la 
consecuencia que la inmensa mayoría del país 
vive fuera de la ley positiva, lo mismo que si tal 
ley no existiera, peor que e! extranjero culto y 
acaudalado, el cual, además de gozar la protec- 
ción de los cónsules y legados de su nación, pue- 
de valerse de letrados; peor que el indígena del 
Dahomey ó de la Tartaria, á quien no se impone 
otro ni más derecho que el introducido por él 
mismo y sus iguales en desarrollo cerebral, en 
cultura y en género de ocupación, y con quienes 
vive en intimidad; y ¿qué digo? peor aún que la 
misma España del antiguo rógiinen, en la cual 
no carecía de alguna expresión, siíjuiera rudi- 
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mentaría, esa dualidad de sociedades, por ejem- 
plo, en los llamados «privilegios de los pobres», 
de los cuales Cerdán de Tallada enumeró hasta 8b, 
incluyendo en ellos el de aquella ley de Partidas 
que eximía á ciertas clases de personas de la 
obligación de saber el derecho (i). Ahora, aun 
esto ha desaparecido, no quedando sino la ficción 
de la defensa por pobre; y aquí donde ni el profe- 
sor de la Facultad, ni el abogado con treinta años 
de ejercicio, ni el magistrado encanecido en la 
profesión, cuánto menos el hombre instruido 


pero encasillado en otra especialidad, el módico, 
el eclesiástico, el maestro, el periodista, el inge- 
niero, el literato, el arquitecto, no saben ni la 
vigésima parte del derecho escrito que rige en 
su país, se pretende que lo sepa el bracero, el 
menestral, el labriego, este pobre siervo en¿u- ' 
dado dos veces, al fisco y al señor, y á quien ese 
mismo legislador y ese mismo estado social to- 
man las veinticuatro horas del día para que sirva 
de sostén físico á una civilización que no es la 
^ suya y que ni siquiera llega á conocer! 

Cotr .0 era de prever, tratándose de un precepto 
an contrario a la razón y tan reñido con la natu- 


1 


SI r¡-.¡st“ ‘«y ''"'¡‘•'a menos nía 

alguna: ó si se la deLe vivir ^ lej 

ineuití. conforme A s im i» r * . niayoría) autonómica 

se rominse corno liiciómi * '*1 <Jr«leiianzaa que elh 
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raleza y la verdad de las cosas, ni los tribunales 
ni el legislador mismo han podido mantenerse 
fieles á él, concurriendo á demostrar con sus con- 
tradicciones ó inconsecuencias, tanto como los 
científicos con sus teorías y sus análisis de los 
hechos, lo falso, artificial, inconsistente é insoste' 
nible del famoso sostén del orden social, ingre- 
diente primario y supraconstituciorial de toda 
humana organización. He aquí por vía de muestra 
algunos ejemplares de género distinto, tomados 
de nuestra legislación y de nuestra jurispruden- 
cia:— Si un individuo de la clase de tropa comete 
uno de los delitos penados en el Código de Justi- 
cia militar, no se le aplican las disposiciones de 
él «como no conste haberle sido leídas antes de 
delinquir»; pero en tal caso se le impone la pena- 
lidad de la ley común si el delito estuviese pre- 
visto en ella (1); cuando lo lógico habría sido exi- 
gir la previa lectura de las dos ó no exigir lectura 
previa de ninguna para declararlas aplicables y 
aplicarlas. — No obstante la generalidad del prin- 
cipio de que la ignorancia deí derecho no excusa 
de su cumplimiento, se admite para los jueces y 
magistrados un género de ignorancia denominada 
excusable^ que los exime de responsabilidad por 
las sentencias ó providencias injustas que hubie- 
sen dictado (2); y en conformidad con ello se ha 



(idñigo de Juüiciti mUitar íití ISíHL art. 2117. 

Código penal, art, 30(i; Ley orgánica del Poder judicial, ai' 


u 


manuales solee 


declarado por el Tribunal Supremo, en causa 
por prevaricación, que «en la sentencia injusta 
por ignorancia, dictada por un juez municipal en 
juicio de faltas, la ignorancia es excusable, siendo 
el juez lego en derecho, sin carrera pi'ofesio- 
nal,,. (í); cuando lo lógico habría sido y sería 
conceptuar de inexcusable tal ignorancia y casti- 
gar el hecho perseguido, como se castigan otros 
de no mayor malicia en los particulares, no obs- 
tante concurrir en ellos la circunstancia de ser 


tlculos 2<j0 y 2*j2; Ley de Enjuiciamiento civil, art. 903. — Uu ilustra- 
do coirenUirista de esta última ley sostiene que el recurso'de 
responsabilidad civil sólo procede eu el caso de infracciones de 
ley cometidas por ií?uoraDCÍa ó negligencia inexcusables en la 
í^usianciactón del juicio, nnncvi tratándose de infracciones cometí- 

da.*» en las sentencias dermiiivas ó autos que pongan término á los 

pleitos: el error del juzgador, no probándose U prevaricación ó 
el coliecho «hay que atribuirlo á lo limitado del entendimiento 
humano. (Comentarios á la ley de Enjuiciamiento civil, por D José 
M. Manresa, i. H, Madrid. 1887, págs. 221 y sigs.). Es deci;, que 

U Ignorancia, en esa hipótesis, sería siempre excusable’ Los 
razonamientos del Sr. Manresa distan mu^ho 


Supremo, fecha U de octubre de 

ser la sentenriL mbuDal dice que, uo obstante 

delito de el juez* no ha cometido 

debe ^ efectivamente 

excusable en una persona r ignorancia, ésta es 

sin carrera profesional, mayor de derecho, 

error por el ílscál mr/ni .-Vt ^^nos y que fué inducido á 

señaló, y que no puede ’ propuso la pena que él le 

de los negocios judiciales uara^ r alguna práctica 

los del Código penal refeixmrnsVlasTarrr^'''*''"'®"^'' 

del hecho y sus circunstancias ohípi que surgían 

“Buncias, objeto del juicio de faltas.... 
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legos en derecho, y aun de no saber leóf y escri- 
bir (requisito que cuando menos se exige para el 
cargo de juez municipal), ó, por el contrario, ad- 
mitir también en los particulares como excusable 
y eximente de responsabilidad civil, y á menudo 
hasta de la crimirial, la ignorancia nacida de la 
falta de carrera profesional, — En causas seguidas 
contra inventores de tesoros en bienes ajenos, se 
ha declarado por el Tribunal Supremo que el 
hecho dé retener para si la totalidad del dinero 
hallado sin dar cuenta de él a! dueño de la finca, 
contra lo dispuesto por el art. 351 del Código civil, 
constituye delito de huno, sin que obste el que 
los albañiles procesados no conocieran aquel pre- 
cepto, porque la ignorancia del derecho no excusa 
ni favorece á nadie (S. de 13 de mayo 1896); y al 
revés, que uo constituye delito de hurto, porque 
el inquilino procesado creyó que el tesoro le per- 
tenecía á título de arrendatario, ignorando lo 
declarado por el art. 351 del Código civil (S. do 7 
de febrero 1899). 

Semejante situación no puede prolongarse por 
más tiempo: es fuerza pensar en el remedio, y en 
un remedio dinámico, distinto de aquellos meca- 
nismos propuestos ipor los primeros que se han 
hecho cargo de la inmensa gravedad de este pro- 
blema. Ni el sistema de Livingston y otros, que 
abogan por que se introduzca la enseñanza del 
derecho en las escuelas; ni el do 3íenger, según 
el cual se impondría al Juez la obligación de ins- 
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truir gratuitamente á todo ciudadano, con espe- 
cialidad á los indigentes, cuando la necesidad 
lo exigiera, acerca de las disposiciones legales 
propias de cada caso; ni el de LuzzaíOf que hace á 
los periódicos, y á los maestros, órganos ó instru- 
mentos auxiliares de! legislador, obligando á los 
primeros á publicar diariamente extractos de las 
leyes promulgadas, y á los segundos á explicar 
esas mismas leyes á los analfabetos en conferen- 
cias públicas; ni el de Roland, idéntico en el fondo 
al que ideó la Asamblea Constituyente francesa, 
en cuya conformidad las leyes se mandarían ina- 
presas á todos los municipios, con obligación de 
dar lectura pública de ellas... (1). Nada de esto es 
eficiente, en todo caso resulta tan desproporcio- 
nado con la necesidad, ó, dicho de otro modo, con 
la magnitud del mal, que puede decirse dejl las 
cosas en el mismo estado en que las puso el artícu- 
lo segundo de nuestro Código civil. Entre eso y 
no hacer nada, va toda la dií'erencia.que entre el 
tratamiento homeopático y el expectante, y tal 
vez ni aun tanta, pues siquiera en la medicina 
homeopática obra un elemento terapéutico tan 
poderoso corno la fe, mientras que por la fe no 
consta que se haya aprendido nunca una lev 

CA o J 


DoílL^vf!' írauscendental estudio de 

ao u.yecho peml. >Udrid, I^U5, págs. m y sij 


Pedro 
en su» 


LA ItJNOHANCIA DEL DERECHO 


27 


Sin negar, pues, en absoluto racionalidad y 
eficacia á esos métodos de publicidad y aprendi- 
zaje de las leyes, su radio de acción es tan breve 
y minúsculo, que apenas si alcanza á afectar al 
sentido cuando se le compara con las amplitudes 
que el derecho positivo reviste en los tiempos 
modernos. Conozco alguna ordenanza local, la de 
Bello, en el concejo asturiano de Aller, que impo- 
ne á los Regidores el cuidado de que sea aquélla 
leída tres veces al ano en asamblea general del 
vecindario; y á los vecinos particularmente, el 
deber de instruir en la parte penal á sus hijos y 
domésticos (1). Las ordenanzas militares disponen 
que sean leídas á ios soldados las leyes penales 
del Ejército una vez cada mes, á presencia del 
que mandare la Compafiia, con objeto (2) de que 
no puedan alegar ignorancia que letí exima de la 
pena correspondiente á la inobediencia (3). Pero 


(l) Cap. V. art ll, y cap, vu, ai t. r>.®-La retlacción es de 
Ifíilíi. — La he consultado nis. en la i’olección luediia de ordenan- 
zas locales de Asturias que pducipió á íorniarel sabio iuriscon 
sulto y malo{?radü nuestro n. Manuel Pedregal, y a que 

hago referencia en mi ColeGíivismo agrario tn ICspaña. Madrid, isít.s, 
pags. 2(i5 y otras 

(tí) Según expresa la ‘iíemoría aohrv la organi:^ació)i mííiíaí* da 
España en i SI i, redactada por el Deposito de la Guerra, i. 111, 
Madrid, 1873, pág. 181. 

(3) Eu uii criterio parecido se halla inspirado el Real decreto 
de 14 de noviembre de LS'.iD, eu el cual el Sr. Fernández Y i lia verde 
cambia radicalmente el concepto, ¡a siustaiiciacióii y las conse- 
cuencias penales de los atiLiguo.s expedientes do defraudacitíii, 
fundándose en que *muclios contribuyentes liabran omitido 
declarar Sus respectivos elementos de riipieza imponible tan solo 
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trátese de hacer extensivo este prooedimiento, no 
digo á todas las leyes y doctrinas legales de dere- 
cho civil, político, penal, procesal, administrati- 
vo, etc., que rigen en España, sino únicamente 
á las recopiladas en el Diccionario de Martínez 
Alcubilla, amén de las que el Parlamento, los 
Tribunales, los Ministerios y las Corporaciones 
municipales entregan diariamente á las prensas 
en avenida torrencial, y calcule quien pueda el 
número de siglos que se habrían menester para 
leérselas y hacérselas entenderá tres millones de 
labradores que vuelven del campo, cerrada ya 
la noche, durmiéndose por el camino; á legiones 
de pastores, que pasan 350 días ^del año fuera de 
poblado, sin haberse enterado aún de si en Espa- 
ña impera el régimen republicano ó recibe todavía 
obediencia D.* Isabel II, reina de las Españas y 
de sus Indias; á ios pescadores, que tienen su 
hacienda sobre tablas flotantes, verdaderos parias 

»..r; i I., .dscripúcm d.Uo.t- 

i^ratisia. pegadas a la máquina diez y seis horas 
larids para ganar menos de una peseta; á los 
je ores e las fabricas, á los peones de albañil 

liTjZS "‘“i ■'* ‘ 1“ miueto., 4 

d. t«rr«p.r™; ' * ■ülifdpoi. , 
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De lo expuesto y considerado hasta aquí den'- 
vanse lógicamente estas dos consecuencias: — 
1.*'* Enseñanza obligatoria de la legislación, y, 
como medio propedéutico ó instrumento necesa- 
rio d'e ella, enseñanza obligatoria de! arte de la 
lectura (1). — 2.^ Posesión obligatoria de los cuer- 


(1) Por razones obvias, la obligacitíü de conocer las leyes uo 
se halla su íicieutemen te garantida con el conocimieuío del arte 
de la lectura. 

Sauromá impugna á los que mantienen el principio de la pri- 
mera enseñanza obligatoria desde el punto de vista del sufragio 
uuiversal (para G.jercerlo debidamente) y del deber impuesto á 
los ciudadanos de conocer las leyes; «Existe realmente (dice) 
la ficción legal de que todo ciudadano conoce las leyes que ha 
de cumplir. Publicanse en gacetas, monitores ú otros diarios 
oficiales, y se sobreentiende que los leemos ó los podernos leer. 
íY de aquí vamos á deducir que el Estad® tetiga obligación de 
enseñar la lectura^ Si hiciese como aquel emperador romano de 
quien se cuenta que ponía las leyes en sitio muy alto y en carac* 
teres meuudisimos para tener ocasión de atrapar descuidos; si 
dificultase ó impidiese la enseñanza, en vez de facilitarla, ya 
entregándola á la libertad, ya propagándola directamente (que 
en esto no me meto ahora), entonces si que en el Estado recaerla 
la responsabilidad de las infracciones legales. Ai presente, no; 
y estando la escuela abierta, la responsabilidad ’puTam.enle moraí 
de no saber leer se queda para el que no aprendió ó para el que 
no cuidó de que su hi.jo aprendiera. 

• Poniéndonos en otro terreno, ¿tan seguros estáis de que todo 
aquel qiue sepa leer conocerá las leyes? ¡Cuantos leen de corrido, 
y no solamente nunca las leen, sino que si las leyesen nunca las 
entenderían!... Y'a que ha blo de abogados, ¿hay en su misma 
profesión quién, después de pasarse la vida raaue.jando leyes, 
llegue á conocerlas todas? Vengan Jos Romilly, los Chaixd'Est- 
Ange, los Eerryer, los Cortina, y apuesto á que en cantidad de 
mateiia legal se han quedado á mitad de camino. Y' porque en 
su larga práctica se Ies hayan escapado muchas leyes, y otras 
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pos y colecciones legales y de la Gaceta (i). — 
Pero la enseñanza obligatoria lleva consigo el 
derecho á la asistencia, dado que el Estado no 
impide ni prohibe á los menesterosos procrear 
hijos y que la masa mayor de la sociedad se 
compone de menesterosos Al declarar cúlpa- 


las entiéEda cada cual á su manera, ¿estarían menos .obligados 
a cuinpUrlas?» ; PolUwa del taller; Madrid, l<S7l), págs. 17071). 

(1) La Instrucción de Corregidores del año 1500 y la de 1788 
ordenaron que en los archivos de los Concejos y Ayuntamientos 
obrasen el libro de Partidas, las leyes del Fuero y las demás 
leyes y pragmáticas, que componían el cuerpo legal del Reiuo, 
• porque habiéndolas, mejor se puede guardar lo contenido en 
ellas» (ley 15, tu. G, lib. III de la Recopilación; cap. (17 de la Ins- 
trucción de Corregidores de 1788).-Hoy no existe, que sepamos, 

esta obligación, si se exceptúa la Íraceífí- de Aladrid, á la cual han 
de estar suscritos los Ayuntamientos en las cabezas de partido y' 
pueblos que excedan de 2 000 habitantes, A los individuos no 
se les lia impuesto nunca la obligación de poseer las coleccio- 
nes legales, aunque habría sido lógico imponérsela, supuesto el 
art. 2.'» del Código civil y su precedente de Partidas, 


(2) «La tercera y la más poderosa de las causas de flojedac 
de los padres (en materia de instrucción de sus hijos) es Ja indi 
gencia. Privar a una familia pobre del trabajo de sus hijos eí 
una solemne injusticia. ¿Se le priva de este recurso? líáy quf 
indemnizarle... Este pumo de la indemnización es serio; serie 
por lo que costaría; serio por lo que representa. ¿Queréis sabei 
o que es esta iuclemnización? El reconocimiento implícito del 
ÍT trabajo del hijo es para el padre ó para 

M ^ííual, un suplemento de salario. Ocu 
Lv I íReuciones, el suplemento debe darlo la 

y. La obligación legal impuesta al padre en la escuela, supone 

To dH 5''” ^tnpuesia al Estado en el hogar: el dere 

.j ' Pí*-i a sustraer el íiijo al salario siipóue un dere 

Mas claro no ^ del Estado aquel salario, 

dere, ira ^ ^ 

J'i.io se leJacionan intimamente, derivándose del 
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ble y no excusante la ignorancia, clasificándola 
entre las culpas latas, y hacerlo así no por oficio 
de tutela, en provecho de los individuos mismos 
obligados, sino en beneficio de la sociedad, por 
considerar que sin eso seria ésta imposible, el 
Estado contrae ipso fació la obligación no me- 
ramente de «ofrecer al proletariado la posibilidad 
de adquirir el conocimiento de las leyes» ( l), sino 
de prevenir ó desterrar positivamente y de hecho 
aquella ignorancia, poniendo los medios necesa- 
rios para que los ciudadanos todos, ásí ricos 
como pobres, con ó contra su voluntad, adquie- 


mismo principio, y no es posible admitir udü de ellos siu caer 
eu seguida en el otro, la instrucción obligatoria entra de lleno eu 
las soluciones socialistas, y por ei socialismo pecmi los que la 
deñenden, aunque otra cosa imenten probarnos...» (San roma. 
Polilica del taller, págs. 175-177.)— Al hecho de dar instrucción a 
los hijos de los pobres tendrá que seguir el de proporoioriarlea 
alimentos eu algunos casos: y cuando este uso se haya ido gene- 
ralizando, veremos cómo la prestación del alimento gratuito se 
va extendiendo cada vez más (aplicando el concepto de .indi- 
gente» á mayor número de niños); cuya e.x tensión será la cense- 
cuencia lógica del principio de que para íorntar un tineii ciuda- 
dano se requiere fortalecer su cuerpo tanto como vigorizar .su 
espíritu.» (Herbert Spencer, El individuo contra el Estado, edición 

española, Madrid, 1885, pág. GO.) 

(1) Meuger escribe: «Si el Estado establece la presunción de 

que todo súbdito conoce la legislación, ó lo que desde el pumo de 
vista práctico es igual, considera en general la igiuu'aucia como 
negligencia, debe ofrecer al proletariado la posibilidad de pro- 
curarse con facilidad y de un modo seguro el couucimíeuto de las 

leyes...» (Ei derecho civil IJ ios 2>obres, cate 1,§8, edición espano a 

de Fosada, Madrid, Í8Í)8, pág. bi7). El medio propuesto por el 
dista mucho de saiisfacer, a mi juicio, esa necesniail. 
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ran un conocimiento de las leyes y de su razón 
tan bastante como sea preciso para que aquel 
pecado original quede redimido, para que no al- 
cance nunca á nadie esa culpa que se hace acom- 
pañar á la ignorancia. Y constituyendo el derecho 
vigente un cuerpo de doctrina tan voluminoso, 
imposible de dominar como no se le sacrifique 
una gran parte de la vida, en términos de que no 
bastaría para el efecto el que se exigiese á todo 
ciudadano la actual carrera de abogado, resulta 
en conclusión que, en buenos principios de go- 
bierno, la consecuencia necesaria de la máxima 
legal nemini Itceí ignorare jus sería una vasta 
organización socialista, en que el Estado se hi- 
ciese cargo de todos los hijos de los ciudadanos, 
sin distinción, á partir de la primera niñez, dán- 
doles manutención, vestido y alojamiento, como 
ahora á los soldados, mientras les enseñaba á 


leer las leyes, á entenderlas y almacenarlas en 
la memoria, para devolverlos, una vez enseñados, 
á sus familias y á la sociedad. Y es lo más grave 
que todavía después de eso no se habría vencido 


sino una parte de la dificultad, porque el dere- 
cho vigente y aprendido en un momento dado se 
escapa de la memoria y hay que hacer nuevos 
esfuerzos para retenerlo ó para recobrarlo: por 
otra parte, el derecho vive y el legislador acau- 
dala y renueva sus preceptos con frecuencia, 
imponiendo al ciudadano nuevos acopios, trasie- 
gos y sustituciones de leyes ó de miembros de 
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leves, que es decir nuevos consumos do energía 
de atención, de tiempo, mermando mas y mas el 
reclamado para el restante trabajo social, si tal 

vez no absorbiéndolo por entero. . 

La potencia cerebral y física del individuo es 
demasiado limitada para que con la corta porción 
que queda disponible de ella -cuando queda al u- 
na-! después de satisfechas las exigencias tirai 
cas de la vida física, en lucha con una naturaleza 

tan adversa, ó tan mal conocida y 
la que nos envuelve, y con una organización soc c 
tan deficiente é imperfecta como la nuestra, pue- 
da prestar oído al incontinente y 
río del legislador, que no cesa un instante. V es 
„ue el combatido autor de la Novísima. Regueia 
Valdelomar, en su «Historia de las leyes de Cas- 
tilla». apreciaba fiue «I®-® _ 

íaí en gran parte las leyes de España, por no 
serle posible la instrucción y ciencia de toc as» 
(§ x.v, n. 6). y Martínez Marina, en su <<Jmc.o 

crítico de la Novísima Recopilación», 
que las leyes hubiesen crecido en numero a 
extremo, Ique no alcanzaba la vida del 

,ulto para estudiarlas», concluyendo, 

experiencia, «que ^^la ‘“P®^Y^"¿",¿rdenes del 

foírnacieTon írincip'almente de la dificultad, 

por no decir imposibilidad, de saber as r 
Lusa do su inmensa multitud, la cual es un velo 
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tenebroso que oculta su inteligencia y sus defec- 
tos>' (§§ -b y 33). la situación de las cosas, para 
el juez, para el letrado, para el jurisconsulto, no 
ha variado en lo más mínimo sino en el sentido 
de agravarse, por haber seguido multiplicándose, 
con los desenvolvimientos de la civilización, la 
materia legislable y menguando por igual motivo 
la fracción de tiempo, que es decir de vida, que 
puede destinarse á su estudio. Esto, tratándose 
de los profesionales: calcúlese qué no será tratán- 
dose de las clases legas. 

Digámoslo de una vez: supuesto un estado le- 
gal como el nuestro, el principio neminilicct ¿(¡no- 
rare jan con sus derivaciones es incompatible 
con toda otra ocupación ó profesión social que no 

sea la del derecho; incompatible, por tanto, con 
la vida. 
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TRANSICIÓN. ¿SIN LEYES? 


Tal vez ese abismo que parece dividir fatal- 
mente y para siempre al legislado de la ley no 
sea real, sino obra de nuestra fantasía creadora, 
puesta al servicio de nuestra pereza intelectual; 
tal vez esa fatalidad no esté en la nasuraleza de 
las cosas, sino en el modo cómo los hombres las 
hemos visto ó interpretado: acaso el problema 
no fué bien planteado en sus orígenes, y en vez 
de decir que «e/ pueblo e$iá obíigcdo á cunocei' ¡/ 
cumplir todas las leyes» ^ deban invertirse los tér- 
minos diciendo que «no son verdaderamente leyrs 
sino aquellas que el pueblo conoce,., y refrenda 
cumpliéndolas traduciéndolas en sus hechos». 

Esa famosa presunción, base de todo nuestro 
sistema legal, parte del supuesto de una separa- 
ción entre la voluntad que estatuye el derecho y 


la voluntad que ha de ejecutarlo: implica dos per- 
sonas absoluta y formalmente ajenas la una á la 
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otra; la autoridad que legisla ó decreta y el súb- 
dito que ha de obedecer y cumplir. El puente de 
comunicación entre ellas es el conocimiento por 

parte de la una de lo dispuesto ó legislado por la 
otra, y ahí el in-pace, porque ese conocimiento 
puede faltar, y aun tiene que faltar necesariamen- 
te, según hemos visto. Para mí, la antinomia no 

se resolverá en tanto no desaparezca efectivamen- 

te y de hecho esa dualidad de personas, fundión- 
ose en uno los dos conceptos de legislador y de 
egislado, conforme lo tienen admitido nuestras 
constituciones civiles respecto del derecho indi- 
vi ual (I) y lo teorizaron nuestros antiguos iuris- 

Suárez°R°°*i Azpilcueta Navarro, 

Suarez, Escobar, Valencia, Caramuel y otros 

respecto del derecho exterior social (2). 
tirpandJT"*^ entienden desatar la dificultad ex- 

iel derechr''' r ¿«¡ea 

j- positivo, así social como individual 

iT.ck« pabiioo 6 s'od.T*''rri' “ 

clin d, vi.,; “ *’"•"* e"i»l oteerva- 



dual. 



Véase más adelante can irr .. 

. P III, Comíuución del siatus indivi^ 

Véase cap. iv, Unidad é identidad d. ; 

^u,entiaad de ley y costumbre. 
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mal una segunda naturaleza, no hacen falta las 
leyes para vivir recta y ordenadamente, y donde, 
por el contrario, esos hábitos faltan, las leyes no 
los suplen por muy perfectas y numerosas que 
sean; razón por la cual, el poder público debe 
considerar como principal misión suya la de edu- 
car á los gobernados, mirando al manantial de 
donde brotan sus acciones, la interior disposición 
de ánimo (1). 

Por los preservativos abogaba también — siquie- 
ra desde un punto de vista mecánico y doctri- 
nario, tan distante del concepto ótico é interno 
del derecho profesado por el insigne polígrafo de 
Valencia — el Dr. Cerdán de Tallada, Caballero del 
Consejo de S. M., en los primeros años del si- 
elo XVII. Coincidiendo en el fondo con la teoría de 

O 

los libertarios (anarquismo doctrinal ó filosófico) 




' • 


(1) Sed quouiam in hoc repertae suut leges, ut homines inter 
se quiete et aequali quod ara jure vivaut, primum legum niumis 
esse debet, ut animim coustiUiant ac fornient, Luitem actiomnu 
oiimium, dentque operara, uou ut puiúaiit malos, sed ne qui veliiit 
esse malí: eam esse primara eoriini curara congruit, qui leges 
sauciunt, qiiemadmodum sapieuter docein pliilosopli!, ut pua-i 
assuescant bonis rebus delectar i, írislari malis; iiani hoc si sit perfec- 
tum,' uou raultum sane uegotii supererit legibus ad jüheudura, 
aut vetaudum, ad delictorum poenas, ad praeiuia recte factoruni: 
ex hac assuefactioue raorum, etiam siue legibus hene vivitiir; sine 
illa vero, iie cura legibus quiderii vel plurirais, vel accuratissiuie 
perscriptis ac saiictis... /Dt» causis corruptarum artium, lib Vil, 
cap. T; ap. «de óptima primaque insiitutioue ditionis et legvmi; 
atraque vero quara foede ob iguoraiitiani, et oh pravos allectus 
corrupta»; — apud Opera omnia, ed. Mayáns, t. Vi, Valencia, LSii, 
págs. 227-228. )“-La iuspíracidu viene de Platón é isdcraíes. 
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de nuestro tiempo, juzgaba que «las leyes nacie- 
ron de las malas costumbres de los hombres y de 
sus diferencias, lites y quistiones, para atajarlas 
y corregirlas»; pero «la experiencia enseña que 
los pleytos se van de cada dia multiplicando», 
siendo la causa el que hasta hoy no se han hecho 
las leyes, como era de razón, «con remedios pre- 
servativos para atajar las causas que producen y 
levantan tales pleytqs», sino únicamente «para 
proveer de remedios y orden de abreviarlos y 
decidirlos después de producidos, decidiendo los 
casos y dificultades que se ofrecen, que es en lo 
que se ha trabajado tanto por tanta muchedumbre 
de jurisconsultos y de hombres sabios, con la 
edición de tantos libros, sin los que de cada día 
se imprimen...» Entre las causas de esa creciente 
inundación de litigios cuenta la gran muchedum- 
bre de leyes, con que se ha engendrado una pro- 
fesión artificial que vive de mantener encendida 
la discordia y enemistad entre los hombres; la 
clase de los doctores. Como no hay perros que 
rabien (dice) sino donde hay saludadores, tam- 
poco hay pleitos sino donde hay letrados (1); «de 


vael- "'e'írsurr 

Hoc «os certe 

-n 1.00. ¿zTz- T 

ía -tn ‘rasladraa TZmZi' 

meada Ü^urdd del^^^dir 

aerecno privado, que es el campo 
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manera que las leyes que han de servir y se hicie- 
ron para remedio de atajar pleitos y abreviarlos, 
obran el efecto contrario, que es la multiplicación 
y prorrogación dellos; y por este camino se im- 
pide la paz y el sosiego de los moradores de Espa- 
ña, y por la mayor parte entre los más cercanos 
en deudo y amistad, con la ocasión de tantos 


de !a jurisprudencia, y cti que la celebridad y iionibríidia de sus 
profesores supone necesariamente la dificultad de couocer bien 
la legislacicSu, y por consecuencia la multUiu! y complicacidn 
de las leyes. Funesta gloria la que resulta á una nación del 
saber y doctrina de sus leguleyos. Un gobierno que trate de ade- 
lantar la prosperidad de los pueblos, estrechara sin duda los 
limites de la erudición jurídica; y llegarla á so colmo la períec- 
cidn 81 , hecho conuin y vulgar el conocimiento de las leyes y re- 
ducidas éstas á pocas y seDcillas reglas, pudiera despojarse su 
estudio del título fastuoso de ciencia y suprimirse la protesiOn 
de jurisconsulto.» (Memorias déla Academia déla Historia, t. VI, 

Madrid, 1821, pág 421.) 

Modernamente, ese espíritu ha remanecido en la Universidíid 
Salmantina, con Dorado Montero, quien estima que la existencia 
legal de los abogados, y su intervención, necesaria é impuesta 


también por las leyes, en la administración de justicia, es una 
contradiccidn palmaria al principio nemo jas ignorare ce»s«í«v y 
una prueba irrefragable de la falsedad del mismo; sostiene que 
laabolicidn de esa institución parasitaria y corruptora es una 
exigencia de toda administración de justicia, y con mayor espe- 


cialidad de la penal; afirma que el legislador ó el ministro que 
suprimiese la abogacía, prestarla un servicio inmenso al país, etc. 
(Vid. su preciosa monografía Sobre la ignorancia de la ley penal, en 
el libro «Problemas de derecho penal», Madrid, 181*5, pags 39l»- 
402; Problemas jurídicos contemporáneos, Madrid, Sin año, páginas 
A propósito de la causa de Vareta, en la resista «La Esv>ana 
Moderna», Madrid, mayo de 1894, págs. 84 y si gs., De ofínums 
tración de /w 5 /¿cía., en la revista «La Administración», Ma ri , 
mayo de 1800, t III, pág. 204; etc.) 
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pleitos como se acarrean por las demasiadas leyes 
y tanta diversidad de pareceres...» (1). 

Pero ¿realmente pueden vivir sin leyes (2) las 
sociedades humanas? 

Existen escuelas, con caracteres y proporcio- 
nes de reacción, que resueltamente lo afirman 
(anarquismo, acracia, etc.); y no faltan sociólo- 
gos y pensadores de autoridad, formados en las 
filosofías clásicas, que se inclinan asimismo á la 
afirmativa (3). Kropotkine, por ejemplo, tomando 
como punto de partida la nativa bondad del hom- 
bre y el sentimiento de simpatía y de solidaridad 
que le es ingénito y que le atrae con la violencta 


(1) en reglas de Estado, etc can<5 n í/ -ir / t. 

lencia, lüU, págs. 187-228). ' ^ ^ ‘'■ 

mu^lsradar^ohpfl^a^^A^' exterior y reflexivamente pro- 

parlamento, cntpo (monarca, 

(• ‘’‘^^®d‘f««mnescontrarlaa(elindivi<iualiamodenaí.„ea 


faire, la democracia ^ "“uiviauaiismodel laissez 

a Oiamloun 

Organos especiales que tambWn*^ní’ reflexiva de los 

la misma preocupación común ni “ , 

queriendo reducirla al mlnimn’ ^ ‘■o a« intervencidn, 

va, >a de los individÓL va^ri l Preílriendo la accidn insünti: 
infalihlemenie por leveL naíl i " «Piada 

vencida todo lo pennrba c„n s is m 
tos arbitrarlos y su coacciúu violenu 

esta corrieote se halla ím ar it ^ ^ más iutetisa 

(anarquismo, amorfismo acraciii* ‘«orlas contemporáneas 

del .lísiado.,d, por mejor decir 2*^“® abolición 

oisco Giner. E.,mm y «floiales.. (Pran- 

»o«sí. Madrid, iSíin. p/^q “f* lÓo , ' 
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de un fenómeno natural hacia sus semejantes, 
erige al individuo en órgano único y exclusivo de 
su propio derecho; al gobierno del hombre por 
el hombre sustituye el gobierno del hombre por 
sí mismo, y sobre tal base quiere reorganizar la 
sociedad civil; en su idea, el ordenamiento social 
ha de producirse de igual modo que se genera 
y ordena en sus diversos reinos la Naturaleza: 
por pura dinámica interior, espontáneamente, 
sin regulación externa ni de mandatarios y, por 
tanto, sin una clase gobernante, sin represión ni 
coacción jurídica, sin policía, sin tribunales y, 
por decirlo de una vez, sin «Estado»; sin más ley 
que la que el individuo lleva impresa por natura- 
leza dentro de sí propio, ni otra autoridad que la 
que libre y espontáneamente quiera establecer, 
agrupándose con aquellos con quienes tenga más 
afinidad por razón de credo ó ideales, de vecin- 
dad, de comunidad de intereses ó de oficio y pro- 
fesión, etc., y federándose (siempre accidental- 
mente, no necesariamente) los diversos grupos 
de individuos en asociaciones voluntarias de radio 
cada vez más amplio, desde lo que ahora llama- 
mos una municipalidad, ó un barrio ó parroquia, 
hasta la inter-nación, sólo que independientes y 
libres, para el auxilio mutuo y el progreso común; 
algo semejante á los primitivos gremios y co- 
munidades de casi toda Europa, á las modernas 
sociedades cooperativas de producción y á los 
concejos y parroquias actuales de las provincias 
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S6pt6n trion8iÍ6s ds nusstrs. P6ninsul8-. Nu6stro 
eminente Posada ha mostrado que la idea de la 
posibilidad del orden social sin represión, sin au- 
toridad coercitiva, sin sanción de un Gobierno 
exteriormente organizado, tiene precedentes bien 
caracterizados en diversas manifestaciones de la 
sociología evolucionista, representada en hom- 
bres tan «conservadores» como Krause y Ginór, 
Guyau, Spencer y Fouillée (1). — Otro pensador 
español, tan justamente reputado en el extran- 
jero, y aun entre nosotros, como Dorado Mon- 
tero, tomando una posición intermedia, nacida de 
contemplar el problema desde un punto de vista 
histórico, considera la ley y la autoridad como 
instituciones meramente tutelares, y por tanto 
dependientes de que la tutela sea ó no necesaria. 
En su opinión, las leyes irán desapareciendo gra- 
dualmente á medida que el Estado autoritario 
actual, basado en la fuerza, vaya transformándose 
en un Estado cooperativo, basado en la libre ra- 
cional voluntad de todos sus miembros (2). 


(1) La sociologie el Vanarehisme; apud Anuales de Llnstitut 
Internationale de Sociologie; I. Travaux du premier Congrés 
(IsíU).-París, \m, págs. 329 y sigs. 

Respecto de Gmer de loa Ríos, consúltese en su citada Teoría 
de la Persona social las págs. 379*387 especialmente. 

i> de la loi el de raulorüé dans l'evohuion sociale, por 

/. ^ o Montero, ap. tRevue de droit public et de la scien- 

‘ y ^ t81}9 (agosto ú octubre), t. XI I, 

/O Jr, r ^ 25D.2ol.^Vid. también su articulo 

se ^ Revista Rlanca., Madrid. 15 de 

septiembre 1899, mim. ;ío, págs. lil y siga 
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No me he propuesto, ni podría, mediar en U 
contienda desde el punto de vista de la filosofía; 
únicamente ofreceré á los maestros del pensa- 
miento en este orden algunos materiales para 
juicio, tomados de la realidad y reveladores del 
pensamiento oculto de una colectividad histórica 
tan digna de respeto y atención, de tanta expe- 
riencia y autoridad, como la nación espaiiola. Los 
siguientes apuntes harán ver cómo ya hoy, con- 
forme á las diversas constituciones civiles de la 
Península, podrían vivir ordenadamente los hom- 
bres en sociedad sin comercio apenas con las 
leyes; libres, por tanto, de la necesidad de cono- 
cerlas; y sin que por ello, dicho se está, hubieran 
de chocarse entre sí las múltiples esferas indi- 
viduales ni dejarán de formar juntas, como antes 
y como siempre, municipio, nación. Estado. 
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III 

CONSTITUCIÓN DEL STATUS INDIVIDUAL 


Recuérdese como en Roma, el staius juris, 
siendo completo, envolviendo la «c'aput», suponía 
y llevaba consigo la soberanía absoluta en la es- 
fera del derecho individual; ó más claro, consti- 
tuía al individuo en lo que expresa la palabra, en 
un Estado; Estado completo, lo mismo que la 
familia, lo mismo que el municipio, lo mismo que 
la nación, que podía ejercitar todos los poderes 
en la esfera de sus relaciones personales y tenía 
su más alta expresión en la facultad de legislar, 
mediante lo que llamaban los romanos Zea? co/i- 
traciuSy lex (esiamenti, leyes primordiales que 
excluyen, hablando en general, toda otra regla, 
escrita ó consuetudinaria, estatuida por autoridad 
pública, por autoridad social. 

Envolvía esto un presentimiento vivo de la ver- 
dadera naturaleza de la «persona», en tanto que 

♦ j ^ es meramente el 

sujeto del derecho, sino juntamente y al par suje- 
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to y objeto; que encierra dentro de sí los fine^ 
para que el derecho está dado, parte de los medios 
necesarios para realizarlos y actividad racional 
para aplicar éstos á aquéllos cumpliéndose á sí 
propio lo que se debe. En esa «relación de libre 
condicionalidad» á que llamamos Derecho, el in- 
dividuo (al igual de las personas sociales) es, por 
una parte, sujeto de fines, y por otra sujeto de 
medios; en esta segunda posición se dice «obliga- 
do», deudor, condicionante; en la primera, «exi- 
gente», acreedor, condicionado: tiene, por tanto, 
derechos y obligaciones respecto de sí propio, y 
para cumplir esas obligaciones, una esfera de 
acción exclusivamente suya, inviolable, donde 
nadie puede legítimamente inmiscuirse, dentiode 
la cual no hay ni cabe más diputado, senador, 
ministro, juez, magistrado, monarca ó presidente 
que él mismo; realización práctica en ese límite 
de un régimen de selfgoceDiment «molecular» 
(aplicando á la sociología, como es ya uso, este 
término de la ciencia natural) tan absoluto como 
hayan podido soñarlo las teorías acráticas y liber- 
tarias (i). 


(1) l.a teoría de la persona individual considerada como Esta- 
do, y de su relación con la persona social, lia sido establecida 
sobre bases i neón movibles por Giuer de los Ríos, y á su exposi- 
ción me remito: de Mlosofia del Derecho, poi I). tiaii 

cisco Giuer y D. Alfredo Calderón, t. 1, Madrid, 1898: §§ :b , 13|), 
i:i8, 139, 140 y otros.— Algún desenvolvimiento de la doctriua de 
Giuer puede verse en rai Teoría del Hecho jurídico, Madrid, 1880, 
§ 0, págs. 69 y sigs., y pags. 127-129. 


-46 


MANUALES SOLEE 


Esta autarquía del Estado individual se halla 
en España solemnemente declarada en la legis- 
lación y respetada por los Poderes oficiales, los 
cuales, por punto general, no intervienen sino 
con carácter supletorio, esto es, para suplir la 
falta de expresión de su voluntad por el indivi- 
duo (I). 

He aquí una enumeración empírica é insiste- 
mática de algunos de los capítulos ó manifesta- 
ciones de ese que podríamos llamar Código ó 
Constitución del Estado individual; definición ó 
reconocimiento y organización de sus poderes 
legislativo, ejecutivo y judicial, y respecto de los 
cuales el principio nemini jus ignorarle Uceé no 
tiene lugar; 


I.** Derechos del hombre, llamados por ex- 
celencia individuales: libertad de elegir profe- 
sión y domicilio ó residencia, de emitir sus ideas 
y opiniones de palabra y por escrito, de reunirse 
pacíficamente, de asociarse para todos los fines 
de la vida humana, de dirigir peticiones ajos 
poderes, de ejercitar el culto correspondiente á 
la respectiva religión que se profese, inviolabi- 
lidad de la correspondencia, inviolabilidad del 
domicilio. Este último (art. de la Constitución 

de 18/6) es particularmente característico, por- 


rJlladpfir Resumen cit., pág. ISO, y mi citada 

Teoría del Hecho jurídico, §§ If), ll y j2, págs. 7rM27. 
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que equipara la casa al territorio independiente 
de la nación, conforme á aquel adagio inglés «my 
house is my kingdom» (mi casa es mi reino) y a 
otro antiguo español, aunque sin ti'ascendencia 
jurídica en su tiempo, «cuando en mi casa me 
estoy, rey me soy»*, y con efecto, la casa es el 
territorio del Estado individual, ó si se quiere del 
Estado familia!, como aquellos domo:^ ¡mrviuiiw 
regna bilbilitanos de Marcela, que su marido Va- 
lerio Martial hallaba preferibles á los «patrios 

hortos» de Nausicae. 

Estos derechos son inherentes á la persona 
individual, y se dicen naturales é ilegislables por 
eso, porque existen por si, como una de las cua- 
lidades constitutivas del ser humano, no depen- 
die^o de la voluntad social ni estando, por tanto, 
en las facultades del Poder público desconocerlos, 
suprimirlos ó limitarlos; si se incluyen en el Có- 
digo civil (Portugal) ó en el Código fundamental 
(España), es accidentalmente, por motivos pura- 
mente históricos, como una solemne afirmación 
de la personalidad individual por parte del Esta- 
do que hasta entonces la habla, de hecho, negado, 
ó si se quiere, como una negación de esa nep- 
ción anterior y como un afianzamiento transito- 
rio contra posibles veleidades y tentaciones de 

retroceso. 

2." Derecho de pactar con fuerza de ley. 

Es máxima fundamental de la legislación arago- 
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nesa que el juez «debet stare semper et judicare 
ad chariam et secundum quod in ea continetur, 
nisi aliquod impossibile vel contra jus naturale 
continetur in ea» (observancia t6 de fide instru- 
mentorum; cf. obs. 0 confessis y f. 1 de equo 
vulnérate). Es decir, que debe atenerse en primer 
término, para fallar, no á la ley, sino á la volun- 
tad declarada por el individuo ó individuos en 
sus respectivos contratos y capitulaciones 
iae): las disposiciones ferales se hallan subordi- 
nadas á la voluntad de los contratantes. Igual 
reconocimiento de esa potestad soberana que para 
legislar en su esfera compete al individuo, hace 
el Código civil español: «Las obligaciones que 
nacen de los contratos tienen fuerza de ley entre 
las partes contratantes, y deben cumplirse al 
tenor de los mismos» (art. 1091). En iguales tér- 
minos el Código civil francés: «les conventions 
légalement formées tíenneni Líeu de loi á ceux 
qui les ont faites» (art. 1134). La jurispruden- 
cia española denomina al contrato resueltamente 
ley. «el contrato es la verdadera ley que fija 
y regula los derechos y las obligaciones de los 
contratantes, y con arreglóla ella han de deci- 
dirse las cuestiones litigiosas que surjan acerca 
de su cumplimiento»; «los contratos *ó pactos 
tienen entre las partes que los han celebrado 
si nifsmo poder que la ley^ y su quebrantamien- 
to equivale á una infracción leyc^h (Sentencias 
del Tribunal Supremo fechas 3 abril y 6 junio 
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de 1884, etc.) (1): por eso, al introducirse la ca- 
sación, admitióse en la práctica la interposición 
del recurso por infracción de la «ley del contra- 
to», aunque el legislador no había previsto otras 
infracciones que las de ley y de doctrina legal ó 
de jurisprudencia. La ley pública no viene sino 
en segundo término: «constituye, dice Dalloz, el 
suplemento del contrato, rigiendo sólo cuando las 
partos no la han derogado expresamente dándose 
una propia en el contrato]; en tal caso, la ley hace 
veces de contrato: ella, por ejemplo, regúlalos inte- 
reses económicos de los cónyuges cuando éstos 
han celebrado su consorcio sin escritura nup- 
cial» (2). Con ocasión de determinar el tiempo en 
que principian á obligar las leyes, nuestro Váz- 
quez Menchaca identifica ambos conceptos dicien- 
do que la ley es un contrato ajustado libremente 
entre los ciudadanos, y el contrato una ley esta- 
tuida por sus contrayentes (3). 

3.° Derecho de disponer libremente por tes- 
tamento. — La jurisprudencia de los tribunales 
considera también los testamentos como otras 
tantas manifestaciones de la soberanía civil del 
individuo, que hacen innecesario, en principio, 


_ • 

(1) Vid. oniz de Zdñiga, Jurisprudencia cññi de Espanxi, 

t. I, Madrid, 1869, págs. 68-7U. 

C2) Dalloz, AVjjerí., v.o O bligationa, § 672. . ^ 

(3) Conlroversiarum itluslriiim libri ///, cap, § 5, cap. 

§§ 9-10; cap. 55, § 3. 


4 


50 


manualks solfr 


el ministerio del legislador, y excusan, por tanto, 
del conocimiento de la ley. Eí Tribunal Supremo 
ha declarado repetidamente «ser un principio de 
derecho que la voluntad del testador debe respe- 
tarse y cumplirse como ley entre los interesados»; 
que «es ley en materia de últimas voluntades la 
del testador»; que «la voluntad de los fundadores 
es la ley suprema por la cual deben resolverse 

las cuestiones que se susciten» (1). 

Esto hablando en tesis general. Viniendo al 
contenido y concretándonos á la parte económica, 
en las provincias regidas por el Código civil espa- 
ñol gozan de libertad completa para disponer de 
sus bienes por testamento «los que no tuvieren 
herederos forzosos» (art. 763). En Navarra, todos, 
porque esa categoría de herederos propiamente 
no existe. Por una ley hecha en Cortes celebra- 
das en Pamplona el año 1688, se estableció que 
los naturales de aquel Reino (2) pudieran dispo- 
ner libremente de todos sus bienes, aun en favor 
de extraños, dejando reducidos los derechos de 
los hijos á un rudimento y como figura de lo que 
habían sido las antiguas legitimas: los procura- 


(1) Vid. las citas en Ortiz de Zúñiga, Jwi&pt civU cit., t, I, 
págs. 68-70 y 72. 

(2) Que 00 fuesen de condición de labradores, ásabertlos 

hijosdalgo, caballeros y ricoshombres. Pero posteriormente, el 

fuero en cuestión se ha hecho también extensivo á loa labradores, 

habiendo dejado de ser la libertad de testar un privilegio de 
clase. 
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dores suplicaron y el rey decretó «que se obser- 
ve y guarde inviolablemente la dicha costiunbre i¡ 
lihertad absoluta que por ella tienen [los padres 
de disponer como quisieren [de sus bienes y ha- 
ciendas], dejando á sus hijos en dichas disposi- 
ciones la dicha legítima de los cinco sueldos y 
una robada de tierra en los montes comunes, 
conforme á la dicha costumbre, y que haya de 
subsistir y tener efecto no sólo quedándose ins- 
tituido á un hijo, dejando á los demás solamente 
la dicha legítima, sino también cuando se insti- 
tuyere ó dispusiere á favor de un extraño, dejan- 
do á ios hijos solamente la dicha legítmia...» 
Esta libertad de disponer de los bienes por testa- 
mento sigue en vigor en los mismos términos y 
es respetada por la jurisprudencia de los tribu- 
nales (1), 


4. Derecho de renunciar los beneficios de 
las leyes obligatorias y prohibitivas^ derogán- 
dolas tácita ó expresamente. — La «ley del con- 
trato», el «standum est chariae», en el límite en 
que acabamos de definirlo, quita acción á las 
leyes supletorias, impidiendo que rijan contra la 
voluntad del individuo. Pero es el caso que tam- 
bién las leyes imperativas se hallan por su mayor 


* ■■ 

(1) Antes de la fecha de la ley, regía ya la libertad de tes* 
tar eu cuanto a los bienes, pero .sólo detitro de la familia, lo 
mismo que entonces y ahora en A ragün. Solo que la costumbre 
la habla ampliado en los términos que acabamos de ver. 
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parle supeditadas á esa misma voluntad. «La doc- 
trina comúnmente recibida por tradición de nues- 
tros intérpretes [sobre renunciación de leyes], 
dice Castro, es que siendo como es conforme á 
derecho natural que cualquiera pueda abrazar o 
repudiar sus utilidades, lo mismo puede hacer de 
las leyes que se la procuren y miren á su favor,— 
como no se interese el bien común ó de otro ter- 
cero, el que no estando en poder del renunciante, 
menos puede renunciarle» (1). Cuando el Fuero 
de Brihuega disponía que ni el padre ni la madre 
diesen á un hijo más que á otro «sí á ¿os otros 
fijos no ploguíere» (2), proponía .una excep'ción ó 
una condicional que de todos modos habría regi- 
do, aunque el Fuero no la hubiera . expresado; ^ 
cuando el Código civil declara que la obligación 
contraída por mujer casada sin lícenqia de su 

marido es nula, pero que tal obligación subsistirá 

^ ] 

1 

(l) Discur.ws críticos sobre las le^es y . sus intérpretes^ por D. Juan 
Francisco de Castro, t. II, Madrid, 1820, pág, 5. — El autor contro- 
vierte largamente esta doctrina, que sin embargo tenia á su favor 
la autoridad de ta jurisprudencia romana, Juliano, en el lib. 45 

de sus Oigestos, recordó la regla *unicuique licet conLevnnere liaec, ^ 

^}>me pro se introducta sunt» (DigestO, IV, 4, 41),' y la repitió el 

Cldigo juEtinianeo; alia regula est juris anliqui omnes Ucenliani 

haber e kis quae pro se int7'odueta sunt renuntiare (Codex, II, 3, 29). 

Ks muy instructiva á este propósito la lucha tenaz y por liad a 

que sostuvo en Castilla el derecho individual contra la ley social 

ó del Estado, con el arma de la renuncia previa y expresa de 

«sta. rué lie ocupado de ello en Teoría del Hecho jurídico cit., § 12, 
págs. 1 14-121. 

(i) «que no den á un lijo más que á otro»; ed. Gatali* 

na, Madrid, 1887, pág. iG6. 
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como válida si no reclaman ¡a anulación el marido 
ó sus he}‘ederos [\ ), escribe una redundancia, pues 
lo mismo sería aunque no lo advirtiese, dado que 
las leyes de ese género se hallan todas subordi- 
nadas á la voluntad del sujeto á quien favorecen, 
conforme á aquella máxima de derecho, que abar- 
ca todas las instituciones jurídicas y rige en todas 
las legislaciones del mundo: quando acius nidlus 
est f acore alícujaSy intelíí(¡itui\ si ipse vclíi esse 
nullus. El derecho social garantiza ó entiende 
garantizar el cumplimiento de los fines individua- 
les asegurando cuantías determinadas á cada si- 
tuación, imponiendo determinadas solemnidades 
y condiciones á cada género de actos, circunstan- 
ciando legítimas, viudedades, fianzas, plazos, tes- 
tigos, capacidad, consentimiento libre, buena fe, 
indemnización, etc,, ó imponiendo á los obligados 
la prestación de todo cuanto á tenor de tales fór- 
mulas legales deben á ios favorecidos por ellas; 
pero, eso no obstante, sufre que por encima del 
juicio social de que son ellos una expresión, so 
levante el juicio del individuo á quien quería y 


(1) Código civil español de ÍS8Í(, arts. (12 y l'U I’ri huiuil 
Supremo había declarado mucho antes que pueden t;i.Ies contratos 
producir todos sus Crfectosanuque no preceda dicha licencia (ma- 
rital), si el marido, que es á quien únicamente compete la acción, 
no reclama la nulidad del contrato que su mujer Iniya celelnvdo. 
(Seot. de 27 de junio de lyiKl.)— Es interesante á este proposito 
una Kesolución de la Dirección general <le los Kegislros, lecha 
22 de agosto de 18114 íap. Diccionario de Martiuez Alcubilla, apcti- 
dice de 1804, pag. 533. Gaceta de Aladrid, 10 ile sepLtembre lisO í). 


I 


54 


MANUALES SOLER 


entendía servir, dejándole árbitro de realizar sus 

fines del modo que quiera. «Los derechos conce- 
didos por las leyes son renunciables», dice el 

Código civil en su art. 4.'* Si, por ejemplo, dos 

cónyuges castellanos convienen entre sí la viu- 
dedad á estilo de Aragón; si dos cónyuges ara- 
goneses pactan, según es tan frecuente en la 
provincia de Huesca, la prórroga de la viudedad 
para el caso de un segundo matrimonió; si un 
testador instituye heredero universal á uno solo 
de sus hijos, caso común en Castellón, conforme 
á la costumbre del Pirineo aragonés y catalán, — 
ni ei fiscal ni el juez ni poder alguno local ó gene- 
ral tomarán la iniciativa para impedirlo ni para 
deshacerlo y obligar á que .se proceda en confor- 
midad á lo dispuesto por la ley, aunque el hecho 
les conste oficial ó particularmente (1): sólo ios 
herederos forzosos podrían oponerse. Si lo con- 
sienten, ia ley queda sin eficacia, lo mismo que si 
no existiera (5). ^ 


(1) No me hago cargo del caso en que interesen menores tí 
incapacitados, porque esto responde á otro orden de conceptos.— 
El art. 4.® del Cddigo civil, citado en la nota anterior, añade: 
‘á no ser esta renuncia contra el interés ó el orden público, ó en 
periuicio de tercero». 

(2) Ue ese consentimiento, prestado tácitamente en la gene- 
ralidad de los casos, ha nacido, v, gr., en la comarca deCastelldn, 
aecstunibre del heredamiento, contraria al decreto de Nueva 

dOta, jí en el Alto AragcSn la costumbre del casamiento en 
contraria al fuero I de aecundis uuptiis y otros, según he expli- 
ca o en mi Derecho consuetudinario del Alto Aragón, Madrid, 1880, 
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Esa subordinación de la ley no-supletoria, de 
la ley prohibitiva ó imperativa, á la voluntad del 
favorecido por ella es tan cierta y tan absoluta, 
que una vez que éste ha renunciado á su benefi- 
cio, sea de un modo expreso (conforme á la doc- 
trina del standum est chartae), sea tácitamente 
(absteniéndose de reclamar lo suyo durante cierto 
tiempo), ya la ley no le permite arrepentirse ni 
volverse atrás para acogerse nuevamente á ella: 
el acto de ratificar ó convalidar el contrato nulo, 
de desatar de su obligación al obligado, produce 
derecho á favor de éste, siendo por tanto definiti- 
vo é irrevocable: por virtud de tal acto, la ley 
queda privada de todo su vigor, y nunca puede 
ya invocarse contra aquel á quien antes obligaba. 
Sucede lo mismo que en Roma con las llamadas 
«obligaciones naturales», y con las «civiles» 
que habían prescrito ó en que había intervenido 
fuerza ó dolo: la ley les negaba todo valor, y no 
concedía acción para reclamar su cumplimiento; 
pero si el obligado, á pesar de todo, las cumplía, 
el pago era firme, no pudiendo reclamar ya la 
devolución de lo satisfecho. 

El Código civil consagra esta doctrina implí- 
citamente en el capítulo que trata de Ja pres- 


pags. 109 y sigs. De ese consentimiento nació el fideicomiso en 
Roma, en el modo que tengo expuesto eu Los fideicúmisos de 
confianza g sus relaciones con el Código civil español, Madrid, IS94 
págs. 5 y sigs. 
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cripción ds l&s sccionssj y B.rticu]3,(Í3,j 9'Un(^U0 
con expresión deficiente, en el de la nulidad de 
los contratos (1). La jurisprudencia anterior al 
Código había sido menos avara de expresión, 
aunque sin llegar nunca á ver disipada del todo 
la obscuridad que envolvía á sus ojos este pro- 
blema (2). 


5.* Potestad de introducir costumbre indi- 
vidual con fuerza de pacto. — La voluntad se sig- 
nifica: expresamente, por palabras, y tácitamente 
por hechos. La misma relación que existe entre 
la costumbre social (local ó general) y la ley, ha 


(1) *Los contratos... pueden ser anulados, aunque no haya 
lesión para los contratantes, siempre que adolezcan de alguno de 
los vicios que los iavalidaii con arreglo á la ley. La acción de 
uulidad queda extinguida desde el momento en que el contrato 
haya sido confirmado; la coufirniacidn puede hacerse expresa ó 
tácitamente y purifica al contrato de los vicios de que adoleciere 

desde el momento de su celebración. En todo caso, la acción de 

nulidad sólo dura cuatro años.» (Código civil, arts. 1300, 1301, 

1300. t:jll y otros.) 


(-) «Es un principio de derecho demasiado sabido que lo qi 
es liu o pot la ley no puede hacerlo valido el transcurso del tiei 
po, pero, sin embargo, esto no ha de entenderse de un modo abs 
luto pues todo acto subsiste válido y produce sus efectos legal 

reclamado su nulidad.» (Seat, de 
.i'i V ® tomarse en cuenta como motivo de casacic 

orden ^ nulidad de un acto, por referirse 

prescriucifir*/^'^ oubrir con la ratificación ni ccn 

Ueucia de fundada en la ley den la jurispr 

deja pasar el lí?f>7.) «Cuando i 

el acto, aunque eusTnuío 

brei866.) dulo, queda subsistente.» (Seut. de Itl oct 
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de existir entre la costumbre individual y el tes- 
tamento ó el contrato. Discurriendo Baldo sobre 
la eficacia de la costumbre in genere, sienta como 
regla «ut quicquid possit induci pacto, possit eiiam 
induci consuetudine». Con esto, órale forzoso 
admitir una costumbre individual, capacitada en 
ocasiones hasta para suplir la falta de contrato y 
servir en todo caso como criterio positivo para la 
interpretación de lo pactado, y aun de lo dispues- 
to unilateralmente por acto de última voluntad: 

' de ahí afirmaciones como éstas, que hallo estam- 
padas en los escritos del insigne glosador perusi- 
no; «Consiietudo etiam unius hominis est atien- 
denda in facto singulari», y «Consuetiido tacite 
informat contractum...» (1). 

La doctrina de la costumbre jurídica individual 
no ha sido planteada todavía desde un punto de 
vista general: sólo los comentaristas le han pres- 
tado indirectamente alguna atención al tratar de 
la interpretación de las últimas voluntades. «In 
quantum quis facit secundum consuetudinem tes- 
ta toris (escribe Bartolo), videtur facera secundum 
ejus voluntatem, et si facit contra ejus consuetu- 
dinem., videtur facere contra ejus voluntatem» (2). 


(i) Ad lib. I Digestí, tit. de lepihus et .^enatus consuUlft, etc,, ley 
31, § 13; ad lib xxi Dig., tit. do aedUiltio edicto, ley 31 quod si iiolit; 
ad lib. XIII Dig., tit. de pipnoraliUu actione, ley 12 vel universoruiu 


(edición de Veuecia, 1586; t. I, fols. 20-21, y t. Il.fol 87 y 163 


respectivamente). 

(2) Ad leg. nomen. § 1, uúm, 2, iV. de leyat 3; cit. por Casa- 
pate, 
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Nuestro Casanate sostiene que las cláusulas am- 
bií^uas, obscuras ó dudosas de los testamen- 
tos deben interpretarse, primeramente, antes de 
acudir á ningún otro elemento de juicio, por la 
costumbre personal del testador (1), y en segundo 
lugar, por la costumbre de su casa y familia, 
citando en apoyo y corroboración de esto último 
la costumbre conservadora, vigente en algunas 
casas de Aragón que designa nominalmente, de 
que los varones tengan prelación respecto de las 
hembras en las sucesiones (2). 

Los comentaristas del derecho nuevo suscitan 
la cuestión de si en la interpretación de las últi- 
mas voluntades puede admitirse prueba por he- 
chos exteriores al testamento mis^mo interpretado, 
v. gr., por declaraciones de testigos, ó si, por el 
contrario, la voluntad de! testador ha de inqui- 


(1) *Tu interpretanda ambigua disponentis volúntate, primo 

loco (prae caeteris ómnibus conjecturis) consuetudo patrisfami" 

lias attendi debet » «Esinde provenit, quod vulgo dicitur, volun' 

tatem testatoris defuncti dubiam declarar! ex usu ipsius viven- 

tis, et quod ab liis, quae viveas observare consuevit, conjectura 

voluntatis (etiam post mortem ejus) desuraitur, etc.» (Consüiorum 

uve responsorum Lud'ovici de Casanate, vol. I; Zaragoza, 1606; §§ 6 
y sigs., págs. 692-693.) 

(2) Quemadmodum qiiaelibet dispOsitio recipitinterpré- 

general, Provinciae... ita etiam dispo- 
^ interpretationem et declarationem a con* 

familiae..., (ibid., § ÍM3).-Cf. Joannis 
15'1 t Albani lucubraciones in bar tolum (Venecia, 

uuiñ«i nni- 1 -.rí*- ' ^ non solum. unius civitatis, sive 

solemuitatém 
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rirse en toda hipótesis sin otro auxilio que el texto 
estricto del testamento. Es interesante á tal pro- 
pósito y sumamente instructiva la exposición 
de las prácticas y de las doctrinas del Tribunal 
Supremo de Francia y del de Bélgica, hecha 
por F. Laurent, sobre todo en lo referente á la 
costumbre local. Según el art. 1159 del Código 
civil francés, 1287 del español, las ambigüedades 
de los contratos han de interpretarse por el uso ó 
la costumbre del país en que aquéllos se han cele- 
brado. «En el antiguo derecho, dice el ilustre 
civilista belga, esta regla recibía muy frecuente 
aplicación, efecto de la gran variedad de las Cos- 
tumbres: se presumía que los otorpntes. ora lo 
fuesen por actos intervivos ó mortís causa, ha- 
bían entendido acomodar sus cláusulas á la Cos- 
tumbre de la región donde vivían. Laurent estima 
que esta presunción debe mantenerse, no obstan- 
te haber sido abolidas dichas Costumbres, cuando 
el testador ha dado á entender de algún modo que 
tal era su voluntad; y en tal sentido ha fallado el 
Tribunal Supremo de Bruselas, aplicando en la 
ejecución de un testamento el orden de suceder 
conocido con la denominación de paterna pater- 
n¿s(i). Déla costumbre individual no se hacen 

CU, 03 ti O U • 

Será fuerza volver á la doctrina de los antiguos 


(l) Principes de droU civil franQais_, t. NT TI, §§ tJO, y L * 
%% 155-161. 
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civilistas y comentadores, naás lógica y más orgá* 

nica que la de los modernos. La costumbre indi- 
vidual es una fuente de derecho tan sustantiva, 
tan legítima y tan necesaria en su esfera como 
la costumbre social en la esfera de la nación, de 
la región ó del municipio; y debe aplicarse á la 
interpretación de las voluntades presuntas, tanto 
si se han producido en forma de testamento como 
de contrato, sin limitarse como ahora (arís. 615, 
L28:2, 1287 de! Código civil) á los «actos coetáneos 
y posteriores», á la «costumbre del país» y á los 
«contratos». 

6.® Derecho de hacer constar válidamente 
las obligaciones en cualquier forma. — El Orde- 
namiento de Alcalá, vigente en esta parte hasta 
hace pocos años, dispuso que «sea valedera la 
obligación ó el contracto que fueren fechos en 
qualquier manera que paresca que alguno se qui- 
so obligar á otro é facer contracto con él» (tít. xvi, 

ley única). El Código civil, que le ha sustituido, 
consagra la misma libertad, con carácter también 
de regla general: «Los contratos serán obligatorios 
cualquiera que sea la forma en que se hayan cele- 
>r’a o, siempre que en ellos concurran las condí- 
^oiies necesarias para su validez [consentimiento, 
objeto cierto, causa]» (art. 1278). Pero á conti- 

! I. algunas excepciones, conforme 

nai. *Í6ben constar en documento público, 

que sean válidos, los actos y contratos que 
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tienen por objeto la creación, transmisión, modi- 
ficación ó extinción de derechos reales sobro 
bienes inmuebles, la cesión de acciones o dere- 
chos procedentes de actos consignados en escri- 
tura pública, etc. (art. 1280); por consiguiente, 
los contratos de compraventa de fincas y los de 
partición de herencia. Pero aparte de que, como 
dice el art. 1225 del mismo cuerpo legal, «el do- 
cumento privado reconocido legalmento, tiene el 
ZZo ..lor la .sari,,,., piblic los 

que lo hubieren suscrito y sus causahabientes», 
el pueblo se ha emancipado de la institución 
creada por el legislador para imprimir á los con- 
tratos y demás actos exirajudiciales carácter de 
autenticidad y preconstituir prueba sustantiva e 
incondicionada; ha orillado al Notariado de la ley, 
creando todo un sistema de escrituración indivi- 
dual, enteramente voluntario, basado sólo en la 
buena fe, para transmitir ó hacer constar las 
transmisiones de bienes así intervivos como mor- 
tis causa, ventas y otras convenciones, permutas, 
dotes, préstamos, divisiones de fincas, particiones 
de bienes hereditarios, etc., de tal modo eficaz en 
el hecho y tan universalmente practicado, que los 
Notarios, sorprendidos y arrollados por ese movi- 
miento secularizador de la fe pública, que haría 
las delicias de Wille ó de Réclus, no encuentran 
otro medio de salvar su institución y llamarla a 
nueva vida, sino que el Estado interponga su au- 
toridad persiguiendo el contrato privado, el expe- 
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diente posesorio, el juicio convenido, y declarando 
obligatorio el Registro de la propiedad y nulo 
todo contrato en que no haya intervenido fedata- 
rio público! 

«Como hay en nuestro derecho escrito una ad- 
ministración de justicia sin J'ríbunaleSy prevista 
en el Código civil y en su ley procesal, donde se 
reconoce á los particulares la facultad de nom- 
brarse juez ó jueces privados cuyas sentencias 
alcanzan la misma fuerza de obligar que las de 
los Tribunales de la nación, — existe en nuestro 
derecho consuetudinario una fe extrajudicial sin 
Notariado, amparada de un lado en ios artículos 
1219, 1225 y 1227 del Código civil en relación con 
el 10 del Reglamento del impuesto de derechos 
reales de 1892, en el art. 3.° de la ley Hipotecaria 
de Ultramar, etc., — y de otro en el citado Regla- 
mento de derechos reales de 1881, arU 175, y en 
el de 1892, art. 55 y 9.° de la ley de 25 de septiem- 
bre del mismo año; en el art. 7.^ base 1/, de la 
ley de 30 de agosto de 1896, y el 175, regla 4." de 
la ley de 15 de septiembre de 1892 publicada 
en 31 de agosto de 1896; en la ley Hipotecaria de 
enínsula, artículos 397 y siguientes, y en el 
^glamento de Amiliaramientos de 1895, art. 50; 

con que el pueblo ha creado todo un sistema de 

hn^ apariencia, robusto éinque- 

tro ^ ^^ítlidad, introduciendo en nues- 

Alin hayamos dado cuenta de 

> e sistema llamado del acta de Torrens— 
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(salvo el registro; que es decir, en el límite tune- 

y dejando sin empleo y jubilando de hecho 

al mayor número de los Notarios. Por cada acto 
jurídico á que éstos ponen el sello de su fe, pro- 
dúcense muchos millares fuera de la acción del 
Notariado. El Sr. Ruiz Gómez ha explicado bien 
de qué modo personas ajenas á esta clase pue- 
den ejercer legítimamente «todas las funciones 
de la Notaría, sin la fe pública» (1), y yo he 
mostrado, con el testimonio de muchos Notarios, 
cuán general cosa sea en España (2), y he ofreci- 
do ejemplos prácticos de Andalucía (o) y de Cas- 
tilla (4). Cierto que en todos esos casos el docu- 
mento no va formalmente revestido de fe pública, 
ó cuando más recae ésta sobre la posesión, no 
sobre el dominio; que el Estado no le reconoce el 
valor y fuerza probatoria que á los documentos 
pasados por notario y registrador; pero se la dan 
ios particulares á quienes afecta, y para el caso 
viene á ser igual: la misma abrumadora muche- 
dumbre de hechos en que eso acontece acredita 
al sistema de suficiente, probando que la nación 


(1) FoTMulavio Nolarml, 2.* partt^, t. I, Madiid, Jlo 

Nf Otl'ELS 

(2) El Notariado consueludmario, eu el cit. libro tReorgauiza- 
ción del Notariado, etc.*, cap. I, pág‘s. l()s>0. ^ 

(3) LavidatroglodiíicaenJ(klar,ii[mdrQiiBliX W.a Coutrovei- 

aia^., Madrid, 2U de jumo de 181)1. ^ 

^4) Reorganización del Notariado cit., págs. 12 y lí>; y p • 
sorios en la Mancha, apud «Revista^ general de Legislación y 

Jurisprudencia», enero-íebrero de 181)7. 
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puede en rigor vivir sin fe notarial, puesto que 
vive. La «buena fe» de que derivan casi toda su 
fuerza tales documentos, surte ordinarianaente en 
ia práctica los mismos efectos que la «fe pública» 
en que descansan los documentos del Notariado 
oficial» (1). 

Parecerá ocioso añadir que ese sistema popular 
de titulación y escrituración de transmisiones, de 
particiones, de préstamos, no requiere precisa- 
mente conocimiento alguno de la legislación; y de 
ahí que sus órganos sean personas que, cuando 
más, poseen las primeras letras, y aun éstas 
borrosas é imperfectas: ordinariamente, los bar- 
beros, como en Navalcarnero, como en Jódar, 
como en Solana (2). ’ 

/. Derecho de ejecutar por sí los propios 
contratos. Por derecho irlandés primitivo, tal 
como ha quedado en el Senchus Mór, lo mismo 
que por el derecho germánico anterior á la ley 
’á ica, el acreedor embargaba por sí mismo bie- 
nes muebles del deudor, sin intervención ni íicen- 


de conanetudinaric 

«iún de sus anHí*- niodo de su acción, la' exten- 

cuerpo notarial ^ estragos causados por él en e] 

Madrid esní* • en mi Reformok de la Fe pública, 

Tñ 158-163. 203-265; y Lr^a- 

(’í p, ’■ P*®®- 1“-50. 86-95. 

Pueden consulfarse inc 

flos en las precedentes cití.Q^ testimonios en los lugares señala- 
ca, póg, 204. ’ ^ en Reforma de Iw Fe púhü- 

i 
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cia previa de autoridad. Dirigíase aquél primera- 
mente, acompañado de tres testigos, al domicilio 
del deudor, con objeto de requerirle el pago: si la 
deuda no le era satisfecha en el acto, tomaba de 
los bienes embargables, ordinariamente ganado, 
la cantidad que á justa tasación de los testigos era 
menester para cubrir su importe; seguidamente 
trasladaba los efectos embargados al domicilio 
propio, donde conservaban aún el concepto de 
propiedad del deudor durante un cierto número 
de días; transcurridos éstos sin que la deuda 
hubiese sido solventada, los objetos embargados 
pasaban ipso jure á dominio del acreedor. 

Esa manera de secuestro privado sin concurso 
de juez, se halla ó ha estado autorizada por nues- 
tro derecho en algunos casos; por ejemplo, cuando 
entre los bienes y la obligación se ha establecido 
un vínculo directo, por acuerdo previo del acree- 
dor y del obligado. El Código civil regula el modo 
cómO'Gl acreedor puede enajenar los objetos dados 
en prenda y hacerse pago con el precio, sin ínter* 
vención de poder público, fuera de la precisa para 
asegurar la autenticidad (art. 1872). Esa regla 
dada para la prenda, la Dirección general de los 
Registros la ha hecho extensiva á la hipoteca para 
el caso en que las partes hubiesen estipulado que, 
vencido el plazo sin que el deudor haya reembol- 
sado el préstamo, podrá el acreedor proceder á 
la venta de la finca hipotecada, en subasta, sin 
trámite alguno judicial, ó bien adjudicársela á sí 

h» 
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propio por su justa estimación y otorgar la com- 
petente escritura notarial (1). Con lo cual la ley 
de Enjuiciamiento civil queda vacante y sin em- 
pleo, la necesidad del juicio ejecutivo en las hipo- 
tecas desaparece, abriéndose ancho campo á la 
acción autonómica del individuo. 

¿Podría prescindiese hasta de ese requisito de 
la subasta, y reducir la ejecución á un mero apo- 
deramiento de la cosa por la propia autoridad del 
acreedor, ó, mejor dicho, á una mera adquisición 
ipso jure, corno en el derecho irlandés primitivo? 
De un modo directo, no, porque el Código civil 
(art. 1858), comoantesel de Partidas (ParL.V,tít. 13, 
ley 1^2), tienen prohibido el pacto de comiso. Pero 
indirectamente, nada más frecuente en la práctica; 
los Registradores de ia propiedad hacen constar 
el hecho de la <.<desapariciün gradual del préstamo 
hipotecario y su sustitución por la venta á carta 
de gracia (con pacto de retro), la cual no es más, 
por lo común, que un préstamo disfrazado, como 
lo prueba el que el vendedor continúa en posesión 
de la finca vendida, con carácter de arrendatario, 

pagando una renta, que es sencillamente el rédito 

_ , ^ 

(I) Resol, de 3a Dirección fecha 28 (ie noviembre de 1893; 
Gaceta de 18 de diciembre. -Una ley de Partidas autorizaba 
el pacto de que, uo cumpliendo el deudor la obligación de pago 
dentro del plazo estipulado, se quedase el acreedor con la pren- 
da ^por m precio en estimación (Part, V, tít. 13, ley 12). Ahora 

acreedor, aunque no haya 
piece ido pacto. Respecto de la hipoteca, no faltan precedentes 

en derecho romano. i ^ . 
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del dinero recibido con nombre de precio» (i). 
Mediante ese pacto, una vez fenecido el plazo 
estipulado, ó en su defecto el plazo legal, sin que 
el vendedor (en realidad prestatario ó deudor) 
haya restituido el precio (que es decir la suma 
adeudada), cesa ipso jure y en el mismo instante 
la obligación del comprador (prestamista ó acree- 
dor) de restituir el inmueble, se lo apropia sin 
más, «adquiere irrevocablemente el dominio» 
(art. 1509), pudiendo hacerlo constar así por nota 
en el Registro de la propiedad sin anuencia ni 
intervención del deudor ni de tribunal ú otra 
autoridad (2). 


8.^^ Derecho de transigir y de comprometer 
en árbitros y amigables componedores.— Guan- 
do entre dos ó más sujetos ó entidades ha surgido 


una contienda jurídica, ó amenaza surgir, por no 
apreciar todos de igual modo la naturaleza, el 
alcance ó las consecuencias de una relación deter- 


minada de derecho que los liga ó en que se hallan 


(1) Vid. mi ReovQctnizcició'fít dsl I^otOiyindo , del RcqísO o de la 
propiedad y de la Admimstración de jmticia, Madrid, l.S*J0-l*3, pági- 

ua 121. 

(2) Se lo apropia, á despecho del art. según el cual «el 
acreedox* iw puede apropiarse las cosas dadas eu prenda ó hipoteca 
ni disponer de ellas». Alguna vez se ha preteudklo aiinlar ventas 
de esta clase, dando por sentado que envolvían pacto comisoiio, 
prohibido por derechoj pero el Tribunal Supremo no ha eutiado 
en ese modo de vex*, maii-teniendo la validez del contrato coiiio 
contrato de venta. (Sent. de 3 marzo 180G.) 
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int6r6S2tdos. puGd 6 n dGcidirls. priv 8 .dciment 6 , con 

entera independencia de las leyes y del poder 
público, de una de estas dos maneras:-!.^ Direc- 
tamente por si, transigiendo, cediendo cada uno 

alíro de su derecho ó de lo que tiene por tal, ajus- 
tando cierta forma de convenio-sentencia que tiene 
toda la fuerza de la cosa juzgada y recibe en el 
Código civil nombre de transacción (arts. 1809 y 
18161;— 2/ Sometiendo la duda ó la diferencia á 
juicio de una ó más personas que merezcan su con- 
fianza, aunque no sean jueces oficiales y ni siquie- 
ra letrados, que es á lo que el mismo citado Códi- 
go llama compromiso (arts. 1850 y 1851). 

La facultad de comprometer en árbitros ó en 
arbitradores es tan natural, tan de esencia y tan 
obvia, que viene consagrada en todas las legisla- 
ciones desde una antigüedad bastante remota 
(India, Grecia, Roma). De igual modo que los 
particulares pueden crearse circunstancialmente 
un derecho civil propio ó aceptar ei definido por 
el legislador, á elección suya, pueden asimismo 
instituirse una jurisdicción adventicia propia para 
negocios determinados, confiándose á «jueces 
avenidores», componedores ó árbitros de su elec- 

P. y. ^ ^ 

Clon,* o servirse de los jueces y tribunales de 
oficio constituidos por la nación; y en este segun- 
do caso, prorrogar la jurisdicción al de su prefe- 
* 

rencia en cualquier punto del territorio, ó aban- 
donarse á la designación hecha por la ley proce- 
sal, no siendo en rigor tales organismos oficiales 
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sino una institución supletoria de la del compro- 
miso, y las reglas sobre competencia un modo 
también de suplir la falta de acuerdo, ó la falta 
de expresión de su voluntad, por parte de los 
litigantes, 

«Toda contestación entre partes felice la ley de 
Enjuiciamiento civil), antes ó después de deducida 
en juicio, y cualquiera que sea su estado, puede 
someterse a! juicio arbitral ó al de amigables 
componedores por voluntad de todos ios interesa- 
dos, sí tienen aptitud legal para contraer este 
compromiso» (art. 4'87; cf. Código civil, arts. 1850 
y concordantes). «Los amigables componedores 
deciden las cuestiones sometidas á su fallo sin 
sujeción á formas legales y según su leal saber 
y entender» (art, 833 de la misma ley procesal). 
Por consiguiente, no necesitan conocer el dere- 
cho positivo; para ser elegible, basta hallarse en 
el pleno goce de los derechos civiles, ser mayor 
de edad y saber leer y escribir (art. 857). 

Tal es el criterio fundamental por lo referente 
al compromiso. Cuando el tribunal privado falta, 
entra en función uno de los de oficio, designado 
del siguiente modo: «Será juez competente para 
conocer de los pleitos á que dé origen el ejercicio 
de las acciones de toda clase, aquel á quien los 
litigantes se hubieren sometido expresa ó tácita- 
mente. Se entenderá por sumisión expresa la 
hecha por los interesados renunciando clara y 
terminantemente á su fuero propio y designando 
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con toda precisión el juez á quien se sonaetieren. 
Fuera de los casos de sumisión expresa ó tácita de 
que tratan los artículos anteriores, se observarán 
las siguientes reglas de competencia: 1 .*... 

(Ley de Enjuiciara, civil, arts. 56, 57, 62...) 

Esto último nos enseña que el régimen indi- 
vidual de la justicia basado en el «compromiso» 
es susceptible de una cierta organización corpo- 
rativa, de carácter permanente, análoga á la de 
la justicia oficial. Así nacieron en la Edad Media 
los «juzgados consulares», que decidían las con- 
tiendas verbaimente y por prácticas, sin estré- 
pito ni figura de juicio ( !); y esa tendencia llevan 
los Reales decretos de 9 de abril de 1886 y 14 
de noviembre de 1890, al promover la agrupa- 
ción libre de intereses homogéneos en forma de 
Cámaras de Comercio y Agrícolas, dotadas de 
una jurisdicción voluntaria análoga á la de los 
Consulados medioevales, para «resolver como 
Jurado, y con arreglo á las condiciones que 
voluntariamente establezcan las partes interesa- 
das, las cuestiones que los comerciantes, indus- 
triales, navieros y agricultores sometan á su 
decisión, etc.» (2). Una jurisdicción parecida ha 


(1) Códiffo de Im costumbres marUimas de Barcelona, ó Libro del 
onsulado, trad. castellana de Capmany, Madrid, 1791, pag. ix; 

c . pag. XI, referencia á las ordénanzas del Consulado de 
Burgos, 

(2) Art. 2, ,§§ II, 12 y 13 del primero de aquellos dos decre- 
tos orgánicos; an. 5.®, § 5.« del de 1890. 
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creado la costumbre del pueblo para ciertas ra- 
mas de la policía rural, siendo tipo de ellas el 
«Tribunal de Aguas» de Valencia y las «Cortes 
de pastores» de Castellón (1). 

9.*' Derecho de ocupar tierras para labor 
en el monte común.- El Código civil español 
circunscribe su doctrina de la «ocupación» como 
modo de adquirir a la caza y pesca, al tesoro 
oculto y á las cosas muebles abandonadas (artícu- 
los 6t0 y siguientes); pero ha estado reconocida 
fuera de él y se practica aún la presura y escalio, 
«derecho de acotar para sí el espacio de tierra 
común inocupada que un vecino se proponga 
poner en cultivo y de retenerla mientras la siga 
cultivando, sin que la autoridad pública se lo 
pueda estorbar». 

Ha regido, y en parte sigue vigente todavía, 
por ley ó por costumbre, en toda la Península: 

en Aragón, por uno de sus Fueros generales, 
f. único de scaliis, del año 1347; por estatutos 
municipales, tales como los de 1467, 1490 y 1583 
de Zaragoza; por otras ordinaciones y fueros loca- 
les, de Teruel, Mosquerueía, Daroca, Tarazo- 
na, Barbastro, Ejea de los Caballeros, etc.; y 
por práctica general, observada actualmente en 
Boltaña, Murillo de Gallego, valle de Serrablo, 


(1) Descritos eu mi Coleclwismo agrario en España, Madrid, 
i 898; § 06, págs. 54Í-544. 
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Puebla de Roda, Bonansa, etc.;— en Navarra y 
la Castilla del Ebro, por el Fuero general, lib. vi, 
tit. 2, cap. í; por el Fuero de Arguedas, año 1092; 
por el de Logroño, coetáneo suyo, de observan- 
cia casi general en las poblaciones de la Rioja 
y Provincias Vascongadas; y por la costumbre, 
viva todavía hoy, por ejemplo en el valle de Siete 
Villas;— en Vizcaya, por ios Fueros generales 
del Señorío, tít. xxxiv, ley 4-, y por Ordenanzas 
locales, tales como las de Deva, Bermeo, Portu- 
galete, etc.; — en Cataluña, por la observancia ó 
usage 72 de los de Barcelona, conocido por usa- 
ge «Stratae», declarado en 1068 y que es gene- 
ral; por ordenamientos especiales, tales como el 

• ' L 

Fuero de Tortosa, lib. I, rub. I, § 6; y por la 
costumbre local, perpetuada hasta nuestros días, 
por ejemplo en Pardinas, Caralps, Ogassa, Tos- 
sas, etc., de la provincia de Gerona; — en Valen- 
cia, por sus Furs y Privilegis, lib. II, tít. 2 de 
la edición de Tarazona; — en Asturias, por una 
ordenanza de las generales del Principado forma- 
das en 1594, y por muchas otras locales, tales 
como las de las feligresías del Concejo de Aller, 
todavía en vigor; — en Castilla, Extremadura, 
Murcia y Andalucía, por virtud delyws adprissio- 
Tiís, constitucional desde los comienzos de la Re- 
conquista; pop una ley general que en el siglo xiv 
encontró eco en el Ordenamiento de Alcalá; por 
diversos Fueros municipales, tales como los 
de Roa, Gáceres, Lorca, Soria, Santander, etc.; 


la ignorancia del derecho 
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por costumbre antigua general, que en el si- 
Ho XVI registraron Luis Mexia. con referencia a 
fa tierra de Cuenca y Alarcón y otras comarcas 
del reino castellano, y las Descripciones de pue- 
blos de España escritas en tiempo do Felipe II y 
todavía inéditas, respecto de otras vanas locali- 
dades; y por práctica guardada aún en la actuali- 
dad, por ejemplo, en Arenas de San Pedro (Avila), 
en las poblaciones del antiguo condado de Niebla 
(Huelva) y en las de la zona entre andaluza y 
extremeña de la Mancha aludidas por Oliveira 

Martins (1). 

La fórmula de reconocimiento de esa libertad, 
usual en diversos Fueros municipales de los si- 
glos XI á XIV, Hinestrosa, La Guardia, Arganzón, 
Navarrete, San Vicente de la Sosierra, Labraza, 
Logroño (y, por consiguiente, Miranda de Ebro, 
Santo Domingo de la Calzada, Vitoria, Laredo, 
Castrourdiales, Briones, Salvatierra, Orduna, 
Azpeitia, Tolosa, etc.), estaba concebida en los 
siguientes términos: «Doquier que estos poblado- 
res fallaren tierras desiertas dentro de su término 
non labradas, lábrenlas; é doquier que fallaren 
hierbas para pacer, pázcanlas, é esomesmo cíe- 

* 


(1) Puede consultarse el pormenor en mi cit. Colectivismo 
agrario en España, %% 21-24 y § r))}, pñgR. 26{)-283 y 4:í7-4:í9.--Eu este 
Indice que acabo de estampar en ei texto me lie hmitadoa a 
ocupación de tierras para labor, bacleudo caso omiso t e- ere 


chü de acotar pastos y de plantar árbojes en suelo común, mate 
ria de estudio en el citado libro. 
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rrenlas para facer feno é para que pazcan los 
ganados; é doquier que fallaren aguas para regar 
huertas ó viñas, ó para sus molinos, ó para sus 
huertos, ó para otras cosas que les menester 
hicieren, tómenlas; é doquier que fallaren leñas, 
é montes, é árboles, para quemar, ó para hacer 
casas, ó para todo lo que menester les hiciere, 
tómenlo sin ninguna ocasión» (1). — La costum- 
bre iba todavía más lejos, según testimonio del 
Fuero Viejo de Castilla (lib. iv, tít. 3, ley 3), 
pues hacía extensiva esa facultad de ocupar por 
propia autoridad tierras para labor á las de áomh 
nio privado, si bien con una limitación idéntica 
á la que tiene admitida la rama templada del 
«colectivismo agrario» de nuestra edad. 

10.* Incúlpala tutela: facultad de defender 
cada uno su persona y sus derechos y la perso- 
na y derechos de sus parientes. — Otra de las 
atribuciones primordiales y constitucionales déla 
persona individual en cuyo ejercicio la represen- 
tación social no puede subrogarse ni se ha sub- 
rogado nunca, limitándose á servirle de comple- 
mento, y que hace innecesario en principio el 
concurso de la ley y de la autoridad, es el uso 
e la VÍ8 privata contra toda injusta agresión: el 
erecho de legítima defensa, que decimos. La 


uñífí /..Vil' fuentes en mi cit, Coleclivisono, § 53, 
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crarantía de su persona y de todo cuanto le es anejo 
y le pertenece la tiene cada cual, primeramente, 
en la persona misma y en su asociación libre ó 
moral con los suyos: para suplir las deficiencias 
de esa guarda individual y minorar los riesgos 
que corremos en la convivencia de unos con otios 
y que correríamos igualmente fuera de ella, viene 
en segundo término la fuerza de la colectividad 
social, organizada por el Poder público. Yerran 
en este punto Haus, Pacheco, Ortolán y otros pe- 
nalistas al invertir ese orden, considerando el 
derecho de rechazar privadamente la fuerza con 
la fuerza como secundario y supletorio de la guar- 
da social, legítimo sólo cuando ésta no se halla 
presente ó es insuficiente. Con razón el Código 
penal se abstiene de enumerar entre las circuns- 
tancias que han de. concurrir en la defensa de sí 
propio para que sea legítima y exima de respon- 
sabilidad, la ausencia de la Guardia civil ó de los 
agentes de seguridad. 

El modo cómo dicho Código, en su artículo 8. , 
reconoce este derecho, es indirecto, declarándolo 
y sancionándolo en sus consecuencias penales. 
«No delinquen, dice, y por consiguiente están 
exentos de responsabilidad criminal, los que obi aii 
en defensa de, su persona ó derechos, siempre que 
concurran las circunstancias siguientes...» (Igual 
declaración hace con respecto á la defensa de la 
persona y de los derechos de sus ascendientes, 
étc., y aun de los extraños concurriendo ciertas 


76 


MANUALES SOLER 



circunstancias.) El Código penal francés observa 
el mismo método; «II ny a ni crime ni delii.,, no 
existe delito, cuando el homicidio, las heridas y 
las contusiones fuesen exigidas por la necesidad 
actual de la legítima defensa de sí propio ó de 
otro.» La jurisprudencia romana procedía más 
bien por vía de afirmaciones (i). 

Sabido es, por otra parte, que los particulares 
son libres de constituirse una policía de seguri- 
dad distinta de la pública; y así vemos en las ciu- 
dades serenos costeados por suscripción del vecin- 
dario de una calle ó de un trayecto de ella, para 
vigilar sus casas y establecimientos durante la 
noche (2); y para la custodia de montes y campos, 
guardas^ jurados ó no, nombrados y pagados por 
un solo propietario ó por varios. «Los propieta- 
rios rurales (dice el Reglamento del ramo) pue- 
den, siempre que lo crean conveniente, nombrar 
guardas para la custodia de sus propiedades y de 
sus cosechas ó frutos, imponerles las obligacio- 
nes que estimen oportunas y asociarse unos con 
otros para este objeto, bajo las condiciones que 
entre sí convengan y pacten, sin que para nada 
6 esto tengan necesidad de recurrir á ninguna 


iDigeL i.vTh ” fecerít, jure fMÍ.« 

melae moderaiion^ w \ ¿e7iebal, incúlpala^ 

4 ^ cim 'Dím propulsare licet (Godex, nnáe vi, 8 

arts.\,s- 40 ^^^ ®j®nipIo las Ordeuauzas de Madrid de 


autoridad ni obtener de ella la aprobación de sus 

convecinos» (1). 


li.“ Derecho de prendar y retener. — Otro 
caso de apoderamiento y retención de bienes aje- 
nos sin intervención de autoridad pública, es el 
del dueño ó poseedor de una tierra respecto del 
ganado ajeno que sorprendiere haciendo daño ó 
paciendo en ella sin consentimiento suyo. Ya el 
Fuero Juzgo autorizaba al que encontrase en su 
viña, mies, prado ó huerto caballos ajenos ú otra 
clase de ganado, para encerrarlos en su casa, con 
obligación de avisar al dueño, á fin de justipre- 
ciar el daño con intervención de vecinos: la reten- 
ción podía durar hasta tres días (lib. VIII, tít. 3, 

leyes 13 y 15). Según el Fuero general de Vizca- 
ya, cuando algún ganado entra de día en panes, 
viñas, manzanales, viveros ó huertas, el dueño 
de la heredad «puede encorralar y prendar los 
tales ganados, podiéndolo hacer y tomar las pren- 
das hasta en tanto que sea pagado y satisfecho, ó 
se le dé prenda que lo vala; y si no las pudiere 
encorralar porque le huyeron, en tal caso, con la 


(1) Reglcmento pat'a los gtuirdas mímicipales y pai'liculares del 
caínj)o fecha 8 d6 noviembre de 1849.— Esos guardas particulares 
pueden ser asimilados á los de Ja municipalidad y teuer caiaclei 
público para el efecto de que sus declaraciones hagan fe y pue- 
dan usar distintivo y exigir prenda á los que deuuuciareu, cum- 
pliendo ciertos requisitos que el Reglamento citado determina 
en sus arts. 32 y sigs.— Cf. la adición al Reglamento de la Guai- 
dia civil fecha 0 de agosto de 1870, arts. 82 y sigs. 
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dicha información y juramento, el dueño de los 
tales ganados ge los dé y entregue para que los 
tenga encorralados, ó prendas que lo valan, para 
que las tenga hasta que sea pagado.,.» (1). 

Los Estatutos y Ordinaciones de Montes y Huer- 
tas de Zaragoza autorizan á los «herederos» (due- 
ños de heredades), como asimismo á sus hijos y 
dependientes, para prendar no sólo los ganados, 
sino que además las personas, que hallaren ha- 
ciendo daño en cualquier clase de heredades, 
^(aunque no sean suyas propias», recibiendo como 
recompensa y estimulo el dinero de la multa (2). 
Un estatuto así equivale á declarar guardas de 
oficio 4 todos los labradores en genera!, como* lo 
son hoy en algunos lugares, por ejemplo en Bar- 
badillo de Herreros y en Bezares (Burgos) (3). 
Por la facería que rige actualmente entre Sare 
(Francia) y Vera (España), los particulares de 
uno y otro concejo pueden pignorar bestias y 
hacer pagar la multa á ios dueños, «cuando no 


(J) ¿i fueno, pHvUe/jios y liherlades de los Caballeros hijosdctlg 

deí de Vizcaya; tit. XXXIV, ley 2." La redacción es d 

o-i- jü Inglaterra, esta í acuitad ó derecho personal se deuc 
iiiiua .misie. 

(2)^ Estatuios y Ordmaciones acerca de las lites y diferencias qu 
’ - ^ ^ cosas locantes y perteneoienlcs ¿t los Montes 

«íe ZM-asroia, cap. 204 (Zaragoza, 1S25, págiu 
' V acción es de 1593. 

V r Gómez, apud Revista general de Legislada 

1S97, pág. 450; y Derecho municipc^ 
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tienen guarda jurado junto á sí» (1). Lo ordinario 
ahora en muchas provincias de España parece 
ser que la retención y custodia de los animales 
prendados, sobre todo siendo forasteros, se veri- 
fique en un local público, llamado «corral de con- 
cejo», á cargo de un funcionario especial, que lo 
es el guarda, el tabernero ó el alguacil (5). 


12.® Derecho de constituirse libremente en 


concejos y cantones voluntarios para fines de 
cooperación.^ Los concejos, lugares, pueblos, 
feligresías ó párroquias de las provincias septen- 
trionales de la Península — agrupaciones natura- 
les de familias agricultoras y ganaderas, células 
elementales del cuerpo político de la nación — 


(1) W. Webster, Les ¡aceries oa conventions comriiunales dans le 
pays basque, Baguéres de Bigorre, 1S92, pag. 10. 

(2) Derecho municipal consuetudinario cit., t,- II, pógs. i9, 3>^3, 

385, etc. 

A un género de conceptos análogo responden:— 1.*^ En derecho 
romano, la facultad de recuperará viva fuerza la posesión de una 
cosa de que uno hubiese sido despojado violentamente, con tai de 
hacerlo en el mismo acto, in ipso congressu (Digesto, de vi et vi 
armata, 43, 16, fr. 17).— 2.® En Inglaterra, la y ívcapíioa, 

facultad reconocida á los particulares de derribar 6 apartar por 
sí lo que ilegal mente les perjudica ó empece á su derecho, y de 
rescatar personalmente lo que les ha sido quitado, sin necesidad 
de invocar la protección ó la mediación de la autoridad social 
mediante la acción reivindicatoria ó los interdictos de obra nue- 
va o de recobrar la posesión. — Igual derecho compete en Aragón 
al dueño de una hex’edad respecto de las ramas de los árboles 
ajenos que se extienden sobre ella, según los comentaristas del 
fuero de conlin. arbor. 
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constituyen un vasto sistema de cooperación libre 
ajeno de todo en todo á la iey, que desmembra 
sus atribuciones á los municipios de que lega! y 
nominalinente forman parte, y que en cierta me- 
dida realiza ei bello ideal de los libertarios (í ). 
Estado español no las conoce: cuando sus auto- 
ridades gubernativas han tenido que pronunciarse 
acerca de ellas, les han negado jurisdicción, y 
hasta personalidad para comunicarse directamen- 
te con la Administración pública; les han negado 
facultad para reglamentar su policía, para publi- 
car bandos, para imponer multas (2); y, sin em- 
bargo, existen, florecientes y lozanas, y aun puede 
decirse que, en la jerarquía de organismos socia- 
les que componen el variado cuadro de nuestra 
Constitución, ésos son los únicos vivos y reales, 
los únicos que se han engendrado dinámicamen- 
te, en un concurso verdad de las voluntades indi- 
viduales, los únicos que realizan de una manera 
eficaz, espontáneamente y sin sanción coercitiva 
exterior, el fin social de agrandar y robustecer la 


uar/o- vfri comuDísuío, que aquí es sdlo embrio- 

loqfmc ^ ‘ en jE's^aíía^ particularmente 

IOS caps vil, XI y XVI. 

bre de Itó'l’ «“«■’O de 1875 y 8 de octu- 

simetria 06^81^0™“’ ers‘“.‘!í''' ^ 

locoiicreLo rJ» ^ generoso, aunque vago e 

ley Mu^ip J de 

Moráa en Der^rf ’ ^ esto, véase López 

por varios 
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esfera de acción del individuo y su potencia moral 
y económica, mediante el auxilio constante, posi- 
tivo y práctico que recibe de los demás de su 
agrupación, convertido en buena parte el trabajo 
individual aislado en trabajo cooperativo, en tra- 
bajo social. Mientras el municipio abstracto de la 
ley no da á sus gobernados más que derechos, 
policía, bandos, elecciones, presupuestos, conta- 
bilidad, papel, mucho papel, esa otra comunidad 
consuetudinaria, desdeñada por el legislador, 
regida autonómicamente por los individuos mis- 
mos que la componen, en forrna de democracia 
directa (1), les procura hierbas y pastor, semen- 
tal y seguro, para su ganado, tierras y simiente 
para su labranza, huerto para su potaje, riego 
para sus prados, prestación vecinal, con la lorra 
y andecha,' para sus labores, madera para sus 
edificaciones, combustible para su hogar, herrería 
para sus aperos, artefacto para su molienda, tien- 
da acotada para su repuesto, médico para sus 
enfermedades, veladas y festejos para su esparci- 
miento, memorias y sufragios para su alma. 

Verdadera asociación cooperativa de un género 
especial, el concejo típico ru^ral, tal como ha sali- 
do elaborado de mano de los siglos, es asi como 
una ventana con cristal ahumado abierta sobre 
©1 pasado, que nos permite contemplar en acción, 


Sobre esto, véase el cit. Derecho municipal confuieludinario 
de Bspaña, t. ÍI, paga, 112 113, 120, 2(¡M-283. 
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más ó menos borrosamente, el régimen agrario 
de las edades primitivas que ha suministrado el 
pan cuotidiano á sesenta generaciones de españo- 
les en 5000 años; y es quizá, al propio tiempo; 
una puerta abierta sobre el porvenir que nos per- 
mite asistir en espíritu á una ciudad ideal, que 
no alcanzaremos nosotros, pero cuyos cimientos 
tenemos obligación de construir (1). 

En cuanto á las municipalidades que diríamos 
legales, regidas por Ayuntamientos, la ley Muni- 
cipal reconoce á éstos el derecho de «formar entre 
sí y con los inmediatos asociaciones y comunida- 
des para fines de seguridad, instrucción, asisten- 
cia, policía, guardería rural, construcción y con- 
servación de caminos, aprovechamientos vecina- 
les ú otros servicios de índole análoga; las cuales 
serán siempre voluntarias, etc...» (5). 


(1) Materia de tanta fecuQdidad y trascendencia no ha empe- 
zado 4 ser estudiada hasta ahora. De ella me propongo ocuparme 
por separado. Se eucoutrará materiales dispersos en los dos cita- 
dos libros Colectivismo agrario en España y Derecho mimicip al con- 
suetudinario de España. A vista de este último, dice’ Azcárate Que 
le causa ftla misma impresidn que haría un experimento hecho 
en un laboratorio á quien viera en él un germen de lo que habría 
de llegar a ser una gran industria en el porvenir», (Discurso en 
el Ateneo de Madrid con motivo de la apertura de sus cátedras: 
Madrid, 1891, pág. 7í>.) La Real Academia de Ciencias Morales y 
Políticas ha tenido el buen acuerdo de llamar la atención de los 


estudiosos hacia este aspecto de la vida nacional, por medio de 

concursos especiales sobre el tema Derecho consuetudinario y Eco- 
nomia popular. 



Art. 7rj de la ley Municipal de 1870; 80 y 


81 de la de 1877. 
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13.® Derecho de transferir su personalidad 
jurídica á otros individuos ó á entidades socia- 
les.—A diferencia de los Estados sociales, el Esta- 
do individua! es fundamentalmente anorgánico: 
carece de órganos: es el individuo mismo, en la 
unidad ó integridad de todo su ser, quien sirve 
de órgano ó instrumento universal á todas las 
funciones de su vida, por tanto á las jurídicas, 
legislativa, ejecutiva, judicial y reguladora, sin 
posible división dei trabajo ni de los poderes. Pero 
sucede que aun llegado á la plenitud de su des- 
arrollo, la esfera de su actividad es siempre más 
reducida que la de sus fines, y por tanto que la 
de sus necesidades; y ya tiene que ejecutar á la 
vez una pluralidad de actos, ya personarse simul- 
táneamente en diversos lugares, hacer valer un 
derecho no obstante hallarse ausente ó impedi- 
do, etc. El conflicto se salva con lo que se ha 
llamado representación^ mediante la cual el indi- 
viduo transfiere á otra persona su poder (su capa- 
cidad de obrar) para que ejecute en lugar suyo, 
para él y bajo su responsabilidad, tales ó cuales 
actos, los cuales, por eso, no son actos del repre- 
sentante, aunque materialmente los ejecuta, sino 
del representado. 

Pues bien: en ios términos del Código civil, el 
individuo puede transferir su personalidad jurídi- 
ca á otro individuo, como asimismo á una entidad 
social, para, tomar posesión de bienes y ejecutar 
toda clase de actos de dominio, hacer donaciones, 
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comprar, vender, arrendar, prestar, tomar dinero 
á préstamo, hipotecar y pignorar, pagar, cobrar, 
arrendar, desahuciar, yen general administrar, 

girar letras, depositar y retirar depósitos, partir 
herencias, transigir derechos, comprometer en 
árbitros y designarlos, litigar, prorrogar la juris- 
dicción á los jueces, ejecutar los propios contratos 
y el testamento, asistir á juntas, expresar el con- 
sentimiento en el matrimonio; hasta para nombrar 
apoderado y autorizar á su mujer á que lo sea...; 
todo ello sin traba ni limitación de ninguna espe- 
cie, libremente, por la sola autoridad del indivi- 
duo mismo representado, sin que poder alguno 
social tenga que intervenir, sin que la persona 
del ¿oandatario tenga que ser pública... (1). 


Existe ya, como se ve, en nuestras sociedades 
un vasto sistema civil y político que se desarrolla 
fuera del alcance de la ley oficial, con entera in- 
dependencia de los poderes nacionales, aunque 
compenetrado con ellos; toda una fisiología social 
y una biología muy diferentes de las que nos han 
sido enseñadas en las escuelas y han servido de 
patrón para construir históricamente la ciencia 
política. El individuo se halla menos ligado de lo 


li) I’ uera del caso de loa procuradores colegiados, para citír- 
8 c ases de pleitos, que es un accidente. 
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que pensábamos, juzgando por las apariencias, á 
la *ley social. Nada nos impide ser los legislado- 
res de nuestra propia vida, regir nuestros actos 
por normas propias de derecho, permaneciendo 
extraños á la confusa balumba de la legislación y 
dejándola reducida á una estéril posibilidad sin 
aplicación presente para nosotros, y, por tanto, 
sin necesidad de conocerla (1). 

Urge sistematizar ese aspecto oculto de nuestra 
Constitución interna, no menos sustantivo ni me- 
nos necesario que el que conocemos y con el cual 
corre confundido; practicar un deslinde; desen- 
trañar todo su contenido; restituirle cuanto resul- 
te que verdaderamente es suyo, y al propio tiempo 
cultivarlo; todo, con desinterés y ánimo sereno, 
sin inclinarse por rutina y respeto á los siglos del 
lado del «autoritarismo», ni por pasión y ansia de 
novedades del lado de los «libertarios». Entonces 
se verá en qué tanto la doctrina del Estado indi- 
vidual, desarrollada y transportada á los hechos, 


(1) La razón de que, eso uo obstauLe, que no obstante las 
vastas amplitules que ya hoy alcanza, según acabamos de \’er, 
la libertad civil, se imponga aún la necesidad de un volmninoso 
conjunto de fórmulas generales de testamentos, de contratos 
matrimoniales, ventas, arrendamientos, iJi’¿8tainos, prenda, hi- 


V s,*. j ^ Jll d. llLJi. ct LU j 








en los Códigos en concepto de derecho supletorio, la he expuesto 
ou el libro £>(i libertad civil y el Conyi'eso de JurtiiconiíuUos (trayo- 
neses, Madrid, 188^, caps. IV, Y y VI, especialmente pags. LSi-lUO; 
y t*n 7 eoría del ¡Jecho jurídico ya cilmía, i>rincipaitnente paginas 
'‘JU-Ül y 1Ü7-1U8. 
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puede brindar solución al problema de la igno- 
rancia del derecho. 

Mientras tanto, exploremos por nuevos rumbos, 
sin apartarnos ya del punto de vista tradicional y 
conservador: acaso la clave, ó una de las claves, 
para despejar la incógnita ó para descubrir carre- 
ra por donde despejarla, se encuentre en la teoría 
de la costumbre jurídica y de su relación con la 
lev, con la soberanía y con la autoridad, plantea- 
da de primera intención, con lucidez admirable, 
por nuesmos antiguos juristas y teólogos, oscure- 
cida por los modernos y resuelta contra la razón 
y contr^ la historia por el art. 5.” del Código 
civil. 
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IV 

UNIDAD É IDENTIDAD DE LEY Y COSTUMBRE, 

LAS LEYES SE PROMÜLGAM SIEMPRE AD REFERÉIüDÜM 

♦ 

En el siglo xvi, y en el xvii, y en el xviir, los 
jurisconsultos y teólogos españoles se clasifica- 
ban, en orden á la soberanía ejercida ó manifes- 
tada por vía de costun^bre, en dos grupos: uno, 
no*obstante su exaltado monarquismo, admitía la 
costumbre contra ley, y era en el fondo más 
liberal que los liberales de nuestro tiempo; el 
otro condenaba la costumbre contra ley en nom- 
bre de sus principios absolutistas, y era más 
lógico que los liberales de nuestro tiempo,— Al 
primer grupo pertenecen Covarrubias, Azpilcue- 
ta Navarro, Escobar, Caramuel y otros, los cuales 
decían, y decían bien, que el soberano tiene su 
autoridad dependiente del pueblo, y que por esto 
no puede promulgar una ley sino á condíición de 
que el pueblo la acepte, y que el pueblo puede 
legítimamente abstenerse de aceptar, ó sea de 
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cumplir una ley y desusar la que una vez acep- 
tó. -En el segundo grupo, el grupo de los. lógi- 
cos, figuran, con otros, Mujal y el Colegio de 
Abogados de Madrid en la antepasada centuria. 
Mujal era un catedrático catalán, de la Universi- 
dad de Cervera, y en una tesis que se hizo famo- 
sa, impugnando la legitimidad de la costumbre, j 

razonaba así contra el grupo anterior de pen- | 

sadores: cclntroducir costumbre y constituir ley ' 
es una misma cosa, dado que aquélla tiene la i 
misma fuerza que ésta: por consiguiente, los 
que pretenden que el pueblo puede en un Estado 
monárquico abrogar una ley por una costumbre 
contraria, no sólo suponen al pueblo potestad 
legislativa; suponen que esa potestad del pueblo 
es superior á la del soberano, y esto es absurdo, i 
porque vale tanto como suponer que el inferior 
tiene potestad sobre el superior, tanto como supo* j 
ner que una misma cosa es juntamente superior [ 
é inferior. Los que no ven este defecto de po- ' 
testad en los pueblos sujetos á monarca, lo tienen | 
en su entendimiento, ó acaso en su voluntad, no j 
queriendo verle.» — El Colegio de Abogados de la 
corte, en un escrito célebre, impreso á raíz de 
aquellas revueltas de 1766 que ensangrentaron 
las calles de Madrid, de Zaragoza y de algunas 
otras ciudades de la Península, preludiando la 
revolución que aun tardó algunos años en esta- 
ar en b rancia, decía alarmado en una de sus 
conc usiones, «Sostienen no pocos escritores que 
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las leyes y providencias, sean civiles ó eclesiásti- 
cas, no obligan si no tienen la previa aceptación 
del puebloj y tratándose de un Estado monár- 
quico como el nuestro, ¿qué efecto podrá causar 
semejante doctrina, después de las turbulencias 
que acaban de pasar á nuestra vista?» 

Nótese bien, el grupo de legistas y teólogos iló- 
gicos, pero liberales, opinaba que si bien el rey 
es el órgano de la legislación, el pueblo es el se- 
ñor del derecho, por donde, si una ley no le con- 
viene, la desusa y se da otra á sí propio en forma 
de costumbre: el segundo grupo de juristas jun- 
taba en su doctrina dos virtudes que faltan en la 
doctrina de los modernos: era lógico, puesto que 
sostenía que el pueblo no puede introducir cos- 
tumbre contra ley en los Estados monárquico- 
absolutos, porque allí la soberanía reside en el 
rey, pero reconocía potestad en él para introdu- 
cirla en los demás Estados donde la soberanía 
reside en el pueblo. Es decir, en conclusión, que 
todos los jurisconsultos, desde el siglo xvi hasta 
los albores del XIX, incluso Gregorio López, in- 
cluso Francisco Suárez, incluso Domingo Soto, 
incluso Muja!, incluso los Abogados del antiguo 
Colegio de Madrid, si vivieran hoy, admitirían 
sin reservas, aplicando su doctrina al régimen 
constitucional imperante, la costumbre contra 
y el derecho en el pueblo á no aceptar, á no 

cumplir, y en todo caso á desusar cualquier clase 
de leyes. 
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En nuestro siglo, aquella doctrina ha sufrido 
un retroceso de que es fuerza volver, sometiendo 
á nuevo análisis y revisión los conceptos de legis- 
lador V de legislado, súbdito y soberano, obedien- 
cia é inobediencia del derecho. Repárese de qué 
modo, ios liberales de las dos últimas generaciones, 
amamantados en las ranciedades doctrinarias del 
año 30 , han venido ostentando, y 'todavía osten- 
tan, una personalidad doble, y cómo los esfuerzos 
de la Filosofía jurídica han de dirigirse lo prime- 
ro á reducir esas dos personalidades á una sola: 
en cuanto políticos, proclaman la soberanía del 
pueblo; en cuanto jurisconsultos, la niegan, ne- 
gando al pueblo la facultad de legislar en forma 
de desuno y de eosiujYihre contra ley. Y como la 
soberanía declarada ó reconocida en la Consti- 

I 

tución no es más que una palabra; como la so- 
beranía, donde tiene su eficacia es en la vida, 
es claro que, negándola en la vida, aunque la 
proclamen en la Constitución, que es un papel, 
los liberales lo son sólo de aprensión, de hecho 
son absolutistas, sin más diferencia respecto de 
los devotos del régimen antiguo, que en vez 
de colocar la fuente viva, rea!, de la soberanía 
en un rey, la trasladan á su propia persona en su 
calidad de órganos del Estado oficial. Desorien- 
tados por la apariencia externa, diríase que ven 
las cosas á través de una lente biconvexa: «Yo 
soy Diputado á Cortes, yo soy Senador del Reino, 
yo soy Ministro de ía Corona: por consiguiente. 
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soy legislador, y, siendo legislador, claro está, 
soy soberano; el pueblo está ahí para obrar como 
yo disponga, y para cambiar de dirección y de 
conducta cuando á mí me plazca; si no hace 
caso de m¿ ley, de mí reglamento ó de m¿ real 
orden, es que rne desobedece, y debo compelerle 
y extirpar la regla que ha osado estatuir enfren- 
te de la mía, sin mi conocimiento y contra mi 
voluntad. 

pues bien; este razonamiento será exacto invir- 
tióndolo: «Tú, Diputado, Senador, Ministro, eres 
el súbdito, y el pueblo el soberano: derecho posi- 
tivo que verdaderamente sea derecho, no hay 
otro que aquel que el pueblo dicta expresamen- 
te en sus hechos al Ministro ó al Diputado, ó el 
que el Diputado ó el Ministro saben adivinar en 
las elaboraciones más ó menos calladas de la 
opinión: si el pueblo crea una costumbre «fuera 
de ley», es que su órgano para la función de 
legislar se distrajo y no vió que existía allí una 
necesidad demandando plan, regla, para satisfa- 
cerse; si el pueblo crea una «costumbre contra 
ley», es que el legislador, por distracción, por 
precipitación ó por soberbia, no comprendió la 
naturaleza de la necesidad ó no quiso compren- 
derla, y le impuso una norma que no le era ade- 
cuada, que le venía ancha, que le venía estre- 
cha, ó que le era enteramente exótica. Y en ese 
caso, no digamos que el pueblo ha sido infiel á 
la ley, sino que el legislador ha sido infiel al 
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derecho: no es el pueblo quien desobedece al 
legislador, es el legislador quien desobedece 
al pueblo, único soberano. Ni siquiera hay, en 
realidad, costumbre según ley, fuera de ley y 
contra ley, conforme á la añeja distinción de los 
juristas y de los leguleyos; lo que hay es ley 
gün costumbre, fuera de costumbre y contra eos- 
iumbre, y lo que se debe indagar es cuál de estas 
tres categorías de ley es la legítima, caso de que 
alguna lo sea. Siempre que el problema se ha 
planteado desde el punto de vista de la ley consi- 
derada como fuente primordial, como fuente nor- 
mal y regular, y, en una palabra, como tipo, para 
decidir á cuál especie de costumbre reconocería 
carácter de derecho positivo y á cuál no, la mul- 
titud se ha llamado á engaño, apresurándose á 
rectificar: «Tengo el honor, oh pueblo, de presen- 
tarte á la costumbre...» «¿Y á ti, quién te 'pre- 
senta, oh legislador? ¡Si soy yo, yo el pueblo, yo 
el soberano, hoy lo mismo que ayer, en el régi- 
men constitucional como bajo el régimen abso- 
luto, quien debo presentártela á ti>ara que la 
acates y reverencies y te guíes y gobiernes por 

6 1 1 3 . ! 

El legislador no tiene derecho á mandar aque- 

0 para que el pueblo explícita ó implícitamente 

e autoriza, y seguramente que no le había 
■ utorizado para mandar lo dispuesto en una ley 

El \í^ ' . 1 ^ cumple ó deja caer en desuso. 

gis a or es un representante, es un órgano, 
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es un criado, es un escribiente, es una mano que 
escribe al dictado del pueblo: cuando esa mano, 
cuando ese escribiente se rebela y escribe cosa 
distinta de lo que le dictó su amo, lo he dicho ya, 
el amo se llama á engaño y niega su firma y su 
sanción á lo escrito, ni más ni menos que lo que 
ese mismo legislador como persona privada hace 
con sus amanuenses, secretarios ó apoderados 
cuando exceden el límite de los poderes que les 
confirió, cuando por negligencia, por ignorancia 
ó por malicia interpretan mal sus instrucciones, 
su dictado, su voluntad. Se les estaría bien á los 
tales, y sería para ellos de gran enseñanza y mo- 
tivo de reaccionar, que un día su ayuda de cáma- 
ra les reconviniese y conminase por desobedien- 
tes, dicióndoles: «A mí me ha parecido, señor, 
que dormiría usted mucho mejor , libre del 
estruendo de la calle y del acceso de los microbios 
patógenos, debajo de los colchones, los cuales, 
además, amortiguarían el golpe de las vigas y del 
cascote si un día viniera á desplomarse el techo, 
por esto le puse allí las sábanas; pero observo 
que todas las noches se acuesta usted encima, 
creando una costumbre contra ley: es usted un 
desobediente, y voy á imponerle una multa». 
No se tome á exageración: cuando en 1803 se 
tropezó con el inconveniente de que la ley Hipo- 
tecaria no se adaptaba bien ni podía aplicarse á la 
propiedad territorial tal como ésta se halla cons 
lituída en las provincias del Noroeste de laPenín- 
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sula, ¿qué hizo la Comisión de Códigos? ¿Renun- 
ciar á la ley? ¿Reformarla? No; decidir la contienda 
á favor de la Gaceta contra la realidad; declarar 
perfecta la ley y defectuosa la constitución de la 
propiedad, é imponer aquélla á ésta como un pie 
forzado para que á su presión se modificase 
hasta encajar cumplidamente en sus moldes (I)- 
repitiéndose el caso de aquel bebedor á quien 
rechazaban por falsa una moneda porque sonaba 
á plomo al ser batida para contraste contra el 
mármol del mostrador; «No, decía él; mi peseta 
es legítima; el falso es el mármol», ¡Y luego nos 
reímos de aquellos pobres negros de Guinea, que, | 
cuando uno enferma, le aplican el fetiche, y si á 
pesar de eso no se cura, culpan, no al fetiche, 
sino al enfermo, que dejaj desairado y en eviden- 
cia el poder de la divinidad, y en desagravio de 
ésta... estrangulan al enfermo! 

Consiste esto en que el liberalismo no ha dejado 
to los andadores de la infancia; que no se ha 
moví o aún del lugar en que lo dejó hace más de 
rne lo siglo Donoso Cortés, aquel ilustre doctrina- 
, que aventajó en brillantez de concepción al 
mismo Guizot y Perier, inventores del sistema. 

aversión á la llamada so- 
beranía de derecho divino, considerándola atenta- 


(í) Vid. Memoria j , 

íicación. pu blicada ñor N p ^ de la Comiaión de Coc 

prudencia; Madrid ix 7 i • g’eueral de Legislación y Juri 

j 1«/1, apeod. pág. 53j|^ 
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toria á la dignidad del hombre; pero no se decide 
á reemplazarla por la soberanía del pueblo, al 
menos activa, porque la encuentra destructora 
de esa uniformidad militar que le seduce, y dis- 
curre sustituirla por una coparticipación de lo 
más original que se ha inventado en la historia. 
Tú, pueblo, y yo, legislador, ejerceremos inanco- 
munadamente la soberanía; teóricamente, ésta 
residirá en ti, y nada más que en ti; pero á condi- 
ción de que sea yo, y nada más que yo, quien la 
ejerza; ó, más claro: cada año la ejercerás tú un 
día, el día de las elecciones, y yo los trescientos 
sesenta y cuatro días restantes. Y con efecto, el 
día de las elecciones se le pone al pueblo manto 
de púrpura en la espalda, corona de oro en la 
cabeza: el aspirante á legislador, postrado de hino- 
jos delante de él, proclámale Caesar, rex sidjuris, 
lo agasaja y. adula, agotando el manual del per- 
fecto cortesano; solicita de él como un favor la 
carga de servirle de balde. Pero cayó la papeleta, 
como si dijéramos el cetro, en la urna, y se acabó 
la soberanía; el diputado, el senador, el ministro 
desciñen al pueblo la corona, echan una losa 
sobre su voluntad, le mandan como á un recluta, 
llévanlo al calvario del Congreso, lo crucifican á 
discursos y á leyes imperativas y le condenan 
por desobediente y mal criado si se permite tener 
opinión sobre lo que más le conviene y traducirla 
en un desuso, ó en una costumbre, ó en un «se 
obedece, pero no se cumple». Y esto, no así como 
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quiera, sino con inri; en un país donde el vicio 
del sistema no es siquiera el que Gladstone de- 
nunciaba en Inglaterra, \di.gerontocracia, el gobier- 
no por los viejos, sino al revés, la paidocracia^ el 
gobierno por los niños, en que el Parlamento ha 
degenerado en un lugar de juego, adonde los mu- 
chachos que no tienen aptitudes ó gusto para el 
estudio ó para el trabajo van á divertirse impía- 
mente con el pais, convertido el sistema, por 
culpa de hombres que se proponen pasar á la 

historia con fama de serios, en una especie de 

* 

candoroso Jesús apartando á los electores de las 
urnas y diciéndoles con bondad infinita: Siníte 
parmíos venire ad me! 

No, no es su soberanía lo que el pueblo trans- 
fiere por el hecho de votar á tal ó cual vecino ó 
ciudadano el día de las elecciones; como no renun- 
cia su personalidad civil, como no renuncia ni 
suspende su capacidad jurídica ni su facultad 
de obrar el individuo cuando confiere poder á uno 
de sus amigos para que obren por él y le re-, 
presenten en determinados actos, juicios, ven- 
tas, transacciones, cobros, casamientos, licencias, 
donaciones, actos de conciliación, etc.: nombra 
concejales, diputados, senadores., para que se 
constituyan en órganos suyos de expresión, intér- 
pretes de su coneieneia jurídica, y la traduzcan 
en normas prácticas apropiadas á la satisfacción 

e as necesidades que al derecho toca satisfacer, 
pero conservando íntegra y en ejercicio su perso- 
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nalidad, y por tanto su potestad soberana, que es 
inalienable, y con ella el poder de iniciativa para 
legislar directamente por si, y, dicho en tórminrfis 
más generales, para elaborar en persona derecho 
positivo. En esto no cabe ya dudar: donde la duda 
podría suscitarse es en la tesis contraria: si no 
será única, por ventura, en cuanto al contenido 
de la ley, la iniciativa social, debiendo el legisla- 
, dor limití^r^e á ser el artista y como retocador de 
las elaboraciones consuetudinarias de la colecti- 
vidad; ó podrá, por el contrario, dicho legislador 
oficial pensar también por sí. ponerse alguna vez 

d.elante. 

Así planteada la cuestión, lo primero que la 
realidad me ofrece tocante al contenido jurídico 
de las leyes, es un doble género ó una doble ma- 
nera de ellas. 

En unas, el legislador ha recibido ese conte- 
nido elaborado ya, tomándolo de la tradición oral, 
de los actos y contratos escritos, de las declara- 
ciones de los ancianos, y, en una palabra, de la 
vida común, y se ha limitado á depurarlo y orde- 
narlo, á concertar sus diversos miembros, á darle 
una expresión concreta en el lenguaje. Sirvan de 
ejemplo las Observancias de Aragón y los Fueros 
de Vizcaya; y reducido el caso á una regla suelta, 
el llamado fuero de Baylío. La villa de Albur- 
querque pide al Rey en 1778 que sancione cierta 
costumbre de derecho civil, llamada «de la mi- 
tad», que rige en ella desde su fundación por 
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Alfonso Tólloz' sbrs ol Roy uno, inforiTiRcion^ y gQ 
acredita que, con efecto, íatal costumbre es obser- 
vada no sólo en Alburquerque, sino también en 
Jerez de los Caballeros y en todos los valles de su 
comarca: mediante lo cual se la sanciona y aprue- 
ba por una Real Cédula para mientras el pueblo 
no cambie de modo de pensar; Entendiéndose ta! 
aprobación (dice) «sin perjuicio de pi^ooidencíar 
en adelante otra cosa si la necesidad y transcurso 
del tiempo acreditase ser más conveniente que lo 
que hoy se observa en razón del citado fuero, ó 
lo representasen los pueldos*..» (1). — El caso gene- 
ral de Vizcaya es también muy característico. 
En 1526 reunióse según costumbre, bajo el árbol 
de Guernica, la Junta general del Señorío, con 
objeto, entre otros, de reformar y reelaborar el 
antiguo Fuero consuetudinario de la tierra llana, 
á causa de haber en él «muchas cosas que al 
presente no hay necesidad de ellas, y otras que 
de la misma manera, según curso del tiempo y 
experiencia, están superfinas y no se platican; y 


(t) Real Cédula de líO de diciembre de 177S; apud JVoííí.siíiiti 
RccrypUación. lib. X, tít. IV, ley 12. 

Vease otro ejemplo eiJ la novela lOíj de las de Justiniano; Sí 
solicitó de éste una nueva ley sobre el foemis naiUisnm d préstame 

emperadf r encargó á un funcionario público que 
piacttcase uua investigación acerca de las reglas guardadas en 

es a c ase de contrato, recogiendo los testimonios de los comer' 

ciantes ^ajo juramento; y en vista de tales testimonios, decreté 
una ey confirmatoria de la costumbre» (Savigny, Sislema diü 
d^>'cc/<oyom.mnctnul,Uh, T,c8p. JI[.§;íO). 
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otras que al presente son necesarias para Ja paz e 
sosiego de la tierra, e buena adniiaístración de la 
justicia y se dexaron de escribir en el dicho Fuero 
e se usan e platican por aso y costumbre; e a las 
veces ^obre lo tal hay pleitos, e reciben las parles 
mucha fatiga e costa en probar como ello es de 
uso e de costumbre e se guarda, y esso mismo 
en probar como las otras leyes que en el dicho 
Fuero están escritas se usan e se platican, etc.» 
La Junta dió comisión á catorce personas de le- 
tras y de ciencia y conciencia, especialmente 
versadas en el fuero viejo y en el derecho popu- 
lar, para que seleccionaran de aquél lo que esta- 
ba todavía vivo, quitando lo superfino, desusado 
y caduco, y escribieran lo que se tenía sólo por 
práctica sin haber alcanzado nunca el beneficio 
de la escritura. Fruto de la labor de estos comi- 
sionados fué el material positivo que una nueva 
Comisión de dos personas sistematizó en una 
^ compilación, ordenándolo por títulos y por capí- 
tulos. Su proyecto fué sometido á los diputados y 
corregidores de la Junta; y revisado y aprobado 
por ellos, se remitió á la confirmación del Rey, 
quedando sancionado como ley en 1527 (I). 


(1) Vid, ií'ittíros, pí'íin'ítííyíOiS’j /í'fííi< 2 itev(í.s y libertades del... SenO' 
rio de Vizcaya, Bilbao, 1701, i üU’od acción. 

Las «observancias» de Aragón eran usos y costumbres que 
se observaban en aquel reiuo; y adquirieron íuerza de ley des<le 
que, por acuerdo de las Cortes celebradas en Teruel el ano 1 
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En otras, el contenido de la ley no ha preexis- 
tido á ésta, no es un contenido consuetudinario; 
dimana, lo mismo que la forma, directamente del 
legislador oficial. A éste ha correspondido la 
iniciativa. Pero ¿la iniciativa de qué? Esa regla 
que él ideó y á que ha revestido de un cuerpo 
visible, ¿es de por sí la ley, y se ha producido 
ésta, por tanto, sin eí concurso directo y perso^ 
nal de la sociedad? Eso parecía, y por tal aparien- 
cia se han dejado engañar los modernos, á causa 
de haber desertado el campo que dejaron remo- 
vido y sembrado y en aptitud de dar mucha y 
muy sazonada doctrina filósofos, teólogos y legis- 
tas de las últimas cuatro centurias, discípulos 
fieles de una tradición sana, positiva, naturalista 
que va desde la Politíca de Aristóteles (1) hasta el 
Decreto de Gratiano (2), pasando por los Digerios 
de Juliano (3). Admitido por ellos que la acepta- 


fueron recogidas y compiladas por el Justicia D. Martín Diez 
Daux, con ayuda de seis letrados, eu una colección dividida eu 
nueve libros y promulgada eu 1437. 
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tioz--- La, ley para hacerse obedecer j no tiene otro poder 


que el del liso...» (Aristóteles, Política, cap. V, § 14.) 

(i) Potest lex hutnana abrogari per contrciriam consuetudineni 

conVinunitatis; ergo robar ejus ab approbatione el eonsensu coinniuni- 

tatis pendet (Gratiano, in Decret., cíí. por Valentía en sus Comen- 
tarios Teológicos). 

(•D Leges naüa alia de causa nos leneni, quam qtwd judioio populi 

receptae sunl. (Digestorum iibri XC, Ub. 84; ap. iib. I Dig., tít. 3. 
ley o J .) 
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ción por parte del pueblo, ó dígase de la sociedad, 
es un elemento esencial de la ley, sin el cual no 
llega ésta á serlo nunca, derivábanse lógicamenie 
los siguientes corolarios; que en este segundo 
o-énero de leyes intervienen los mismos dos fac- 
tores que en el otro, salvo el orden, que es inver- 
so; que también en éstas el contenido es popular, 
pues de no serlo, no llegan á ser leyes; que lo 
que el legislador decreta no es propiamente ley, 
por más que en el uso vulgar le demos este nom- 
bre, sino proyecto de ley, ó si se quiere «propo- 
sición de una costumbre», que el legislador, como 
ministro ponente del pueblo, somete á su apro- 
bación; que sólo á condición de que el pueblo la 
sancione, expresamente con su voto, ó tácita- 
mente acomodando á ella sus actos, adquiere 
naturaleza de derecho positivo, viniendo a ser 
ley, ley viva, ley positiva, como deja de serlo en 
el instante en que el pueblo deja de usarla; y 
en suma, que las reglas emanadas directamen- 
te del legislador para que las cumpla el pueblo 
(un concejo, una comarca, una nación), el legis- 
lador las promulga siempre, tácitamente, fíd refe^ 
rendum. 

Los términos en que proclaman tal doctrina los 
aludidos tratadistas de nuestra nación, no pueden 
ser más categóricos. «Leges non receptcie cih imito 
vel postea desuetudine suhlaiae^ non ohligani» ^ 
dice Diego Covarrubias, presidente del Consejo 
de Castilla y obispo de Segovia en tiempo de Fe- 
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Jipe lí (1)- qx^am recipiaiur, salteniper 

mojorera paríem cioitatií-;. cajas pars transgressor^ 
non ligat, añade Martín de Azpilcueta (a) Navarro 
ó el doctor Navarro, invocando la autoridad de 
los Digesíos de Juliano y fundándose en diversas 
presunciones, de las cuales tienen positiva impor- 
tancia estas dos: que el príncipe promulga las 
leyes con la condición, por lo menos tácita, de 
que los súbditos las acepten (2); y que ios pri- 
meros que no las aceptaron, esto es, que se 
abstuvieron de cumplirlas, habían ignorado su 
existencia (3). cLegem vero non acceptatam esse 
incalídam osienditur, quia Superior hahet auctorí- 
tatem dependentem a populo, quí censetar lili pro 
tune nidlam concederé»: así discurre Caramuel en 


(1 1 Vflrí'aritm ex Pontificio, Regio et Caesareo jure Resolulionutn 

iib, IV; ediciones de Salamanca de 1561 y 1570, indice, Leges, 
con referencia al fol. 145, col. 2, vers. 5; y lib. I, cap. 16, n.» G, 
según la cita del doctor Eximio 


(2) «Quoniam promuJgata videtur cum conditione, si reci- 
piatur, Ealtem per majorem partem, ut singulariter dixit Domi- 
nicus, per receutiores receptas, et profundius Feliuus.» (Martini 
ab AzpilcuéUt doctoris Navarri Cons¿liorn,m et ResponsoruM 
iibri V; lib. I de constit, consil. 1 § 23, ed. de CüIoíhI/'JGIí;; 

pág, 5.) Lo de mujor pars communitalis retrae aquella resol ucidn 
del Ttibunal de Casación de F'j’anciaque niega validez al desuso 
íocftZ contra una ley observada universalnieute (Dalloz, fíe’jíerL, 
t. XX.X, pág. 20(j). Es punto estrechamente relacionado con la 
doctrina de la costumbre y que está todavía por definir, 

(.1) -Et addo Omnibus, quod primi non recipientes possuut 
excusar! a peccato ignorantiae probabilis, qua legem probabi- 
1 ei if,DOiaverunt, per resolutiüuem priinae quaestionis» {ibid.). 
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su comentario a la Regla ele San Benito (1), aña- 
diendo que la aceptación de la ley por los súbdi- 
tos ha de ser libre, pues en otro caso, ni aun 
aceptada les obligaría {^ 2 ), El italiano Daniel Con- 
cilla, de la Orden de Predicadores, halló aquí 
nueva ocasión para mostrar una vez más su ani- 
madversión á los casuistas laxos, entre los cuales 
distinguía particularmente á nuestro Caramuel, 
y que le ha valido tan enconados ataques de par- 
te de la Compañía. En el tratado que escribió 
sobre derecho natural y de gentes contra Puffen- 
dorf, Barbeyrac, Thomasio, Wolf, Hobbes y otros, 
impugna la tesis del teólogo español diciendo que 
esa doctrina que erige al pueblo en árbitro y defi- 
nidor de la justicia ó injusticia de las leyes, es 
anárquica y falsa y hace escarnio del oficio y de 
la dignidad del príncipe (3). En iguales términos 
el fogoso y agresivo dominico rebate á Gregorio 


(It Según la cita de Concina, Theologia chrhUana dogmático- 
moralisj t. VT, lib. [ de jure nat. ac gent , diss. 2 de legibtis, 

cap. 5, § 11: Roma, 1750, pág. 252. 

(2) In JO. Bcnedicli regulmi commenlariiis , etc., por Juan Cara- 

rauel Lobkowitz, Brujas, 1640, dispntatio V, § Cita á Nava- 
rro, Manuel Sa, Miranda, Valentía, Eillucio, Pecauo y otros — 
También alega en su apoyo, como antes Valencia, a San Pablo: 
«Contraria opinio (dice) videtur dissouare D, Paulo, cpii II ad 
Coriiith. 13 asserit Deum dedisse hominibus auctoritatem in 
(tediflcalionem, non in desiruclionem. Videretur autem Superíoi 
destruei’e charitatem, et torquere potius qnaui gubern a re subdi- 
tos, qui obligare t i n vi tos.» 

(;í) Ob. eü., t. TI, dé Jure naíurae ac gentil wi, Hb. I, diss. de 
legibus. can. 5. ouaest. i: ed. de 1750, pág. 252. 
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de Valencia, diciendo que aquella proposición 
suya en cuya conformidad el príncipe no puede 
decretar leyes sino con la condición «si populas 
acceptaverit», es incompatible con todo género 
de gobierno, y se halla condenada por el papa 
Alejandro VII (í). Y eso que Valencia no admitía, 
como Caramuel, que los príncipes deriven del 
pueblo la potestad de legislar: la razón de reque- 
rirse el consentimiento del pueblo para la validez 
de la ley estriba, según sus principios, en que uno 
de los requisitos esenciales de ella, sin el cual no 
sería justa, ni por tanto ley, es que sea conve- 
niente (uiilÍ8 )y y en el mero hecho de repudiarla 
los súbditos se acredita que carece de esa condi- 
ción: «Lex humana y quae a suhdítís non accepta- 
tur y hoc ipso videtar esse inutiliSf atque adeo carel 
una ex condiiíonihus requísitis ad justitíam legís 
humanuCy ut supra puncto tertio docuimus» (2). 


íl) «Haec doctrina seditiosa est, et perturbat, immo destruit 
priücipatum, et régimen quodJibet. Ad quid valet Principis pO' 
testas, nisi cogere subditos possit, et iu ordinera suis tegibus 
redigere? Major iu populo quam iu Priucipe potestas foret, si 
respuere Principurn leges popuJus jure posset.* {Ibiá., § 10 ) 

(2) En este punto añade: «Non enim expedit ita horaines per 
potesiatem humauairí gubernari, ut renitentes D.tque invicí adi- 
gantur lege ad aliquid facieudum, quod alioqui neque lege uatu 
rali neque divina tenentur praestare, ut suvTpouimus»; y recor- 
dando el texto ames citado de San Pablo, añade: tln aedijlcalio- 
/lew auteui non exerceretur [potestas], si per eara lex aliqiui 
inutilis coufieretur et periculosa». ( Commencariorum theologicorwm 
tonuis secundas; disput. Vil, quaest. V de lege humana, punct. 
1 ' - v : Lugduüi, coi. siii 800 .) 
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Sobre este argumento de su cosecha, aduce otros 
dos: primero, el de Sylvostre y Azpilcueta, que 
las leyes no son promulgadas para que obliguen 
sino en el caso de que el pueblo las acepte, que 
es tanto como decir que antes de esa aceptación 
son meras proposiciones de ley que el príncipe 
somete á la colectividad; y segundo, aquel otro 
perentorio de Gratiano, según el cual, puesto que 
la ley puede ser abrogada por una costumbre 
contraria del pueblo, es que su fuerza depende de 
la aprobación y consentimiento de éste (1). 

El P, Antonio Escobar, jesuíta también, entre 
los seis requisitos que dice han de concurrir en 
la formación de una ley, incluye el de que sea 
recibida en el uso, pues sin eso carecería de fuer- 
za de obligar, dado que sólo con esa condición se 
promulga: Lex usa no7i recepta, vi careta qicamvís 
sil auctorítaíe principis constíiatay et legitime pro- 
mulgata (2)... quia Príncipes semper promulgant 


(1) «Secundo probatur id a Gratiano ea ratione, quod potest 
lex humaua abrogai i per contrariam cousuetucliueni comnimii- 
tatis; ergo robur ejus abapprobatione et conseiisu communítatis 
pendet. Quo pertinet illud Uipiani, ff. de legibus, lege f!2: Legeí^-, 
inquit, nuUa alia de causa nos lenenl, quam quodjiidieio popnli rect'}> 
tae sunt> (ob. cit., col. 804).— Todavía invoca, con Gratiano y 
otros juristas, en apoyo de su tesis, un texto de san Agustin, de 
vera lieligione, cap. 31, eii cuya conformidad las leyes adijuiereM 
fuerza de tales «cum fuerint non modo inslitiUae^ sed etiam flrma- 
tae», entendiendo esta confirmación •upprobatione conimuni- 
tatis». 

(2) Universae theologiae mo)’alis.., problemata, lib. V, cap. 3, 
§§ 2Ü y 23; Lyon, 1032, t. 1, pág. I ¡7-14f:í. 
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leges dependenier ah aeceptatione suhdítorum, nec 
Utos aliier intendmt obligare ( I — Entre ios auto, 
res que comulgan en esta doctrina, cuenta Esco- 
bar al doctor «eximio», Francisco Suárez, autor 
del memorable Tracíaius delegibus. Principia éste 
distinguiendo muy lógicamente entre Estados re- 
gidos por una Constitución democrática, y Es- 
tados donde la soberanía no reside en el pueblo. 
Respecto de los primeros, en que el soberano 
(supreraus princeps) lo es la misma colectividad 
social (tota respublíca; populí universitas), ni 
siquiera se le ocurre poner reparo á la tesis de 
Navarro, Covarrubias y demás juristas, como no 
sea en el sentido de que la promulgación y la 
aceptación se confunden necesariamente en un 
solo acto, siendo una misma persona (el pueblo 
soberano) c\\i\Qn promulga y quien acepta (^); pero 


(1) Ob. ciL, lib. V, cap. íi, probl. 13; ed. cit., t. I, pág. 160: 
cf. probl. i ;, pag. 161. 

(2) 'Unde licet fortasse fuerit cousensus populi necessarius 

ad condendatn legem, quando aliqua ex parte reipublicae 

fuít dfímocraticiím,., Imo Si farmaliter et proprie loquamur, post 

legem absolute coostitutam ad habentem supremam potestatem, 

nunquam fuít nova acceptaiio necessaria, sed in sola democratia 

coDtíDgebat, ut ídem esset condeiis et acceptaos legem, et ideo 

simul íiebatit.» ('íracLalus de legibiifi ac Deo legislalore_,\ib. III, capí- 
tulo líj, § ;.) 

Cou igual criterio resuelve la cuestión de si el consentimiento 
de! piíueipe es necesario para la validez de la costumbre; allí 
donde la soberanía resida en el pueblo, no hace falta un cousen- 
limieuio especial distinto del acto mismo de elaborar d crear la 
costumbre. Ob, cií.> lib. VII, cap. 13, g 1.) 
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tocante á los segundos, ya no vacila en afirmar 
que tal aceptación es innecesaria, llevando la ley 
en sí propia toda su eficacia. «Allí, dice, donde e! 
régimen no es democrático, por haber transferido 
el pueblo de un modo absoluto é incondicional su 
soheranm (suprema po ¿estas) á un príncipe — sea 

4 

éste un solo individuo, como en ta Monarquía, 
sea un Consejo de nobles, como en la Aristocra- 
cia, sea un Cuerpo mixto, v. gr. el Dux con un 
Senado, el Rey con un Parlamento (1) — , aquel 
requisito no procede, porque en tal caso, el poder 
de legislar reside en ese «príncipe», no en ei pue- 
blo, y con la potestad de legislar, la facultad de 
obligar al pueblo á la aceptación y cumplimiento 
de lo legislado (2). Todavía, sin embargo, en esta 
hipótesis, su genio, sincero pero irresoluto, le 
hace admitir tales excepciones, que en el fondo 
invalidan toda su tesis y son bastantes para alar- 
mar al liberalismo doctrinario de Paul Janet, en 
cuyo sentir «introducen un principio interno de 
destrucción en la sociedad, una verdadera anar- 
quía en el Estado» (3). No obliga, según él, en con- 


(1) Cita como tipo y ejemplo el caso de Aragón, monarquía 
limitada, en que, por pacto del rey con los súbditos (dice), el poder 
legislativo no residía tan sólo en el primero, siuo en él cou las 
Cortes del Reino. 

(2) «In bis ómnibus (Mouarchia, Aristocratia, Wixtum...': is, 
qui de facto supremam potestatem habet ad fereudani legem, 
habet etiam potestatem ad obligaudum oniuea de regiio ut illam 
acceptent,. (Ibül.^ §§ 2 y sigs.) 

(3) «Esas tres excepciones sou sumamente delicadas y entera- 
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ciencia la ley sin esa previa aceptación, y es líci- 
to abstenerse desde el primer instante de guardar- 
la y cumplirla: primero, cuando &sinjus¿ü^ porque, 
en tal caso, excede la potestad del legislador, y 
aun aceptada no obligaría, segundo, verosímil- 
mente, cuando el pueblo la encuentra demasiado 
gvsiXOSBL {dura eí gi^avisjf porque entonces hade 
presumirse que el príncipe no la promulgó con 
absoluta intención de obligar á su cumplimiento, 
sino como una probatura, para experimentar la 


raeote inconciliables con los principios de Suárez. Si ol pueblo 
no tiene ninguna clase de derecho á aceptar d repudiar la ley, no 
se ve como podría tenerlo á desobedecer una ley injusta. Esa 
declaración de la injusticia de una ley implica el derecho de exa- 
men, y, por tanto, el derecho de aceptar ó de rechazar; de consi- 
guiente, el derecho de aceptación. Por lo demás, es introducir en 
la sociedad un principio interno de destrucción, autorizar la des- 
obediencia de las leyes injustas; toda ley ha de reputarse justa, 
pues sin eso seria la arbitrariedad y no la ley lo que reinaría. 
Cabalmente, para evitar las leyes injustas, es preciso el consenti- 
miento de los súbditos en la elaboración de la ley...— En tanto 
que un gobierno es aceptado y consentido por el pueblo, todas sus 
leyes deben ser. rigurosamente ejecutadas: es el principio mismo 
del orden civil; lo contrario seria pura anarquía. Pero al abando- 
nar Suárez el principio de la aceptación de la ley, ha querido 
corregir las consecuencias peligrosas de tal abandono, mediante 
ciertas excepciones; esas excepciones son incompatibles con sus 
propios principios, é introducen además la anarquía en el Esta- 
(Húloire de la .Science polüique^ etc., eá., t. II, París, 18íi7, 

págs. 

Recuerda esto cierta doctrina de nuestro Castro, según la cual, 
introducir costumbre á sabiendas de que va contra la ley, es dis- 
putar con el Príncipe la soberanía y poco menos queunasuble* 
\ ación. o'iíícos .so&re la-s leyes y sus lib. II, 

di se. 5, t. ] de la 2." ed., Madrid, 182Í), pág, 110.) 
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acogida que tendría en la opinión, ciim ¡ntentíone 
solam experíendíj quomodo talís ¿ex a populo recí~ 
píatur; tercero, cuando además de no ser obede- 
cida por la mayoría del país, el desorden nacido 
de su observancia amenaza con una revolución, 
porque entonces, su cumplimiento por parte de 
los menos no reportaría ya ningún provecho á la 
colectividad: quando non solum non sercatur lex a 
majorí parte popuíi^ sed eiiam ejas obsercanlía 
periurbaiíonem general ín república cum per ¿culo 
seditionís vel scandalí: tune ením mérito excusa- 
huniur particulares per sonae^ quia jam talís obser- 
vaníia non esset utílis communí bono, et princeps 
ipse tenehiíar tune legem toílere, sallem propier 
majora mala vitanda (1). — No difiere apenas de 
ésta la doctrina ensenada actualmente en nue.s- 
tros Seminarios (2). 


(1) TracUttus de legibiiSj lib III, cap. l!t, §§ 7, 8,0, — Oí. üb. fV, 
cap. 16, § G; «Lex canónica, quando per consuetudinein toleratam 
non aoceptatur, non obligat, etianisi fortasse iu principio culpa 
biliter non fuerit observata: si major pars resistat, inducetur 
consuetudo contra obligatiouem legis.» 

(2) P. Scaviui, por ejemplo, después de sentar como principio 
que el carácter obligatorio de la ley dimana de la potestad (pie el 
Principe tiene de Dios, independientemente del pueblo, y por 
tanto, que la aceptación por éste no es recpiisito necesario para 


que la ley jiisLa obligue, admite con San .\lfonso de lágorio las 
siguientes excepciones: — •! Si lex per decennium non fuerit 
acceptata, ratioue coutrariae consuetudinis; — 2.''* Si sanior et 
major para populi legem non observet, vel revocationem petat; et 
ex circunstantiis mérito praesumatur, principem non istaudo 
pro observantia, nec transgressores puniendo, uoile obligare 
quemlibet; tune etsi desuetudo non adhuc sit praescripta, et 
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A la misma conclusión de Navarro, de Cova- 
rrubias, de Cano, de Vaíentia, de Escobar y Men- 
doza, de Sa Miranda, de Garamuel, ha llegado en 
sus admirables análisis, tan luminosos y fecundos, 
el esclarecido renovador de la Filosofía del Dere- 
cho en nuestros días, Giner de los Ríos: «Nada más 
lejos de la realidad (dice) que la concepción abs- 
tracta, tan extendida todavía, de la. omnipotencia 
de la ley, como declaración de una voluntad sobe- 
rana que, desde la cumbre del poder, impone á 
los súbditos, quiéranlo ó no, tal determinada regla 
de conducta. Antes, en verdad y de hecho, no es 
la ley sino una como pr'oposícíón que dichos pode- 
res presentan á la sociedad^ y cuya fuerza depende 
de que ésta la acepte^ ó no. El hecho de rehusar la 
sociedad entera su asentimiento á una medida 
legislativa, es la prueba más concluyente de que 
el legislador ha errado al interpretar las necesi- 


primi legem nou accepiaudo peccaverint, alii postea ob dictam 
praessumptioiiem liberi sunt;— 3 ^ Si lex sit contraria coDSue- 
tudini vigeüti;— 4,^ Si les sit valde diíficilis, et tales sint insuper 
circiiustaatiae, ut si a principe praecoguitae essent, sine dubio 
Jegem non tulisset* (Theologia morális icniversa ad vientem S. Alfon- 
si M. de Ligorio, tract II, disp. J, cap. fj; ÍL'* ed. española, Barce- 
lona, I8r.!i, t. I, pág. ír„i). 

Aisina añade á estas excepciones otra de Varceno; «Si agatur 
dé guberuio aristocrático, vel democrático, electo a populo cnm 
tali hraitatione, de rjuo intelligí debet illud Justiniani: Leges 
üuUa alia de causa nos tenent, quam quod judicio populi receptae 
sunt. >• (Cornpendium iheolof/iae moralíSj ex egregiis auctoribus, a 
Uay mundo Aisina depromptum; tract TI I, cap. vin, § j 13; H.'^ed. 
de Barcelona, im, t. I, pág. 74.) 
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dades jurídicas de su pueblo. Y como la satisfac- 
ción de estas necesidades es el único fin de la ley, 
justo es que la última sanción corresponda al que 
en ella está directamente interesado, á aquel para 
quien, y en nombre de quien, las leyes se hacen: 
al pueblo mismo. La forma negativa de esta san- 
ción es el desuso, contra el cual resulta impotente 
la voluntad más firme y decidida de los agentes 
del poder: como, á su vez, la introducción de un 
uso contrario deroga positivamente también la 
ley por ociosa é inútil» (l). 

Principio tan íntimamente ligado con la teoría 
del «desuso», no podía escapar á la penetración 
de Savigny; y, con efecto, percatóse de ói, aunque 
no lo bastante para que le decidiese á tratarlo de 
propósito, con la extensión que su gran impor- 
tancia demandaba. «Sin duda ninguna (dice), la 
palabra desuetudo envuelve á las veces un hecho 
que no tiene nada de común con el derecho con- 
suetudinario: me refiero á la no aplicación de una 
ley durante un largo espacio de tiempo por falla 
de materia para su aplicación. Este hecho nega- 
tivo no expresa ninguna convicción de derecho 
ni establece ningún derecho consuetudinario. 
Pero si habiéndose presentado los casos previstos 


(1) Resiiimoi de Filosofía del Derecho, por l*'i‘iH)CÍsiíO Giner y 
Alfredo Culderón; t. I, Madrid, isíi.s; g 77, piigs. Iíi!-pi2. — Véase 
también Estudios y fragnienlos sobre la Teoría de la yereona social, 
por Francisco í üuer; Madrid, In!)!.), págs. ‘iOr), lG", y otras. 
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por la ley, se hubiese prescindido de servirse de 
ella, ese abandono déla ley, hecho habitual, seria 
tan eficaz para aboliría como si una costumbre 
positiva la hubiese sustituido por una regla con- 


traria» (1). 

Acaso haya quién encuentre baldía la teoría 
por falta de aplicación, no concibiendo un Estado 
regular en que el Poder social, con sus declara- 
ciones y preceptos, vaya por un lado, y el pueblo 
con sus prácticas por otro diferenie, sin vínculo 
orgánico ni comunicación, cuánto menos compe- 
netración, de uno con otro. Y, sin embargo,, cosa 
rara, no es lo difícil encontrar casos prácticos de 
esa desarmonía ó de ese divorcio entre el sobera- 


no oficial y los súbditos; lo que so encontraría 
difícilmente es lo contrario.' un período ó momen- 
to de la historia jurídica de la nación en que los 
cuerpos legales que se nos dan por vigentes en él 
hayan regido de hecho, en que la multitud los 
haya guardado y vivido. Hemos visto la inobe- 
diencia ó no aceptación de las leyes autorizada. 


§ 30: en ilTriÍ f! lib. I, cap. I] 

IKD — ofrnc V '^uenoux, París, iS40, es el t, L págii 

va dí^KrJp autores han expresado la misma convicció 

casos vista general, tí en aplicacidn á ramas 

nota fine nt^ PtiillipSj por ejemplo, aiirma que si el Obis] 

uso) debe sinodal no es aceptado en la práctica (i 

diocesanos á. su cumplimiento (Los Sinod 

trad. francesa dVlSS^r^s ""h eclesiástico en sus fuenl 

ibi cit Teoría tj i r/ l erecto de no obedecer* 


desde el punto de vista de la razón, por eminentes 
doctores y teólogos españoles de los siglos xvi y 
XVII. Pues bien; nadie diría sino que todos ellos 
habían calcado la doctrina sobre los hechos que 
la vida real á toda hora les ofrecía. Cuando se 
analiza la vida interna de la nación en aquellas 
dos centurias, particularmente la de su legisla- 
ción, no tarda en formarse la impresión de una 
sociedad sin Estado, ó, si se quiere, de un Estado 
de papel, vacío de todo contenido, en que el mo- 
narca y el pueblo se disputan calladamente la 
soberanía y la ejercen ambos á la vez, no armóni- 
camente y de concierto, sino en oposición y por 
vía de resta: el primero, escribiendo sus tablas 
de preceptos y declaraciones y notificándoselas 
pomposamente, cual desde otro Sinaí, al pueblo; 
el pueblo, oponiéndoles su veto pasivo, negándo- 
les su sanción. Oigase á Felipe lí en 1593, á Feli- 
pe III en if)í0: 

«Gomo quiera que para el buen gobierno y ad- 
ministración de justicia destos nuestros Reynos 
se han proveído y promulgado diversas leyes y 
pragmáticas, cuya observancia ha sido y es muy 
importante y necesaria, no la han tenido como 
conviene, lo cual ha procedido así del poco cuida- 
do que de su execución y de las penas por ellas 
impuestas han tenido las nuestras Justicias, como 
de haberse usado de diversos medios é invencio- 
nes para defraudar lo por ellas proveído; de que, 

además de haber sido Nos deservido, han resul- 
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tado grandes daños é inconvenientes, que requie^ 
ren breve y eficaz remedio; y habiéndose conferido 
y platicado sobre ello en el nuestro Consejo y con 
Nos consultado, fué acordado que debíamos man- 
dar y mandamos por esta nuestra ley y pragmá- 
tica sanción, la qual queremos que haya fuerza y 
vigor de ley, como si fuese fecha y promulgada en 
Cortes, que de aquí adelante se guarden las leyes 
contenidas en los nueve libros de la Recopilación 
¿fe destos Rey nos...» (1). — El resultado 
fué igual en ambas ocasiones: la nación ni siquie- 
ra leyó el recordatorio, y las leyes y pragmáticas 
recopiladas quedaron lo mismo que antes, sin más 
imperio que el del papel en que habían sido re- 
gistradas: en el siglo siguiente, Felipe V se cansó 
de combatir contra el desuso y la no^aceptación, 
echando en cara á sus súbditos doscientos años 
de inobediencia: «Todas las leyes del Reyno que 
expresamente no se hallan derogadas por otras 
posteriores (decía en 1714) se deben observar lite- 
ralmente, sin que pueda admitirse la excusa de 
decir que no están en aso, pues asi lo ordenaron 
los Señores Reyes Católicos y sus sucésores en 
repetidas leyes y yo ¿o tengo mandado en diferen- 
tes ocasionesi y aun cuando estuviesen derogadas, 
es visto haberlas renovado por el decreto quQ 
conforme á ellas expedí (tít. III, ley 1.®), aunque 
no las expresase; sobre lo qual estará advertido 


(1) Se halla ea la JVoHsima Recopilación, lib. lll, tit. II, ley 10- 
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el Consejo, celando siempre la importancia de 
este asunto» (i). — Igual oposición entre el Rey y 
las Cortes, entre las Cortes y el país, manifiesta 
en la insistencia con que se reproducen unos 
mismos capítulos y unas mismas peticiones (íá) en 
todas las legislaturas, durante más de un siglo 
sin interrupción, señal de que no se cumplían. 
Es un combate sin tretgua, que se prolonga de 
centuria en centuria á través de toda la historia, 
entre el legislador y sus pseudo-Ieyes, de una 
parte, y la repudiación ó no-aceptación del pue- 
blo por otra. 

Resumiendo los juicios expuestos: en el manda- 
to, poder ó delegación que el legislador tiene del 
pueblo, no está comprendida la facultad de decre- 
tar aquellas leyes que ese su soberano recusa ó 
repudia en sus actos, por cuya razón son nulas 
y de ningún valor ni efecto: adolecen de defecto 
de potestad; no son tales leyes. El producto de la 
iniciativa del pueblo es una regla sustantiva de 
derecho, la costumbre, que lleva en sí misma su 
propia sanción, sin que necesite de ningún otro 
complemento ó consagración de parte de nadie 


(1) Nov. Rec., lib, III, tít. II, ley tt. 

(2) Sobre prohibicidn á las iglesias de adquirir bienes: tasas 
al interés de los préstamos, para atajar 6 reprimir la usura; des- 
uso de las leyes caudnicas sobre celibato eclesiástico y barragii- 
nia de los clérigos; aislamiento de los mudejares en las ciudades; 
que se prohibiese amayorazgar; que se corrigiesen los abusos de 
ía Inquisición; que los procuradores á Cortes iio pudiesen recibir 
Mercedes, ni procuraciones los servidores del rey, etc. 
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para regir, como rige, desde el instante mismo 
de su formación; pero el producto de la iniciativa 
del legislador no es una regla práctica y positiva, 
llamada aplicable desde luego á la necesidad 
que con ella se trate de satisfacer, porqueel legis- 
lador no tiene potestad propia, porque su potes- 
tad es delegada: el producto de su iniciativa es 
una mera proposición, que, antes de elevarse á 
ley y obligar como tal, necesita ser aprobada, 
prohijada, refrendada por el pueblo. Si en esa 
proposición que se da como ley, el legislador se 
ha hecho intérprete de algo que, sin ser precisa- 
mente costumbre, expresa una convicción ó una 
aspiración de la generalidad, ó condensa y da 
cuerpo á un estado difuso de la opinión, equiva- 
lente á una costumbre, el pueblo se reconoce en 
ella, la hace suya, et lex facía est. Cuando el 
legislador, apoderado de la fuerza, usurpando su 
autoridad al soberano, pretende imponer á éste 
sus creaciones subjetivas, poniéndole el alias 
de súbdito y llamándose á sí propio autoridad^ 
invierte los papeles, perturba el orden natur al de 
la vida de las sociedades, comete acto de tiranía; 
y todo, para no lograr á la postre, aun en el caso 
más favorable (cuando la contienda entre «la 
fuerza y el derecho no se desenlaza en una revo- 
lución), que abarrotar las bibliotecas y las aulas 
con montañas de pergamino y de papel, exhibiendo 
solaces jurídicos decorados con nombres pom* 
posos, pragmáticas-sanciones, Reales provisio- 
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nes, autos acordados, ó simplemente leyes, re- 
glamentos, circulares, constituciones, decretos, 
ordenanzas, ordinaciones ú ordenamientos, Rea- 
les órdenes, bandos, instrucciones, códigos y 
recopilaciones, obedecidos pero no cumplidos, y 
de los cuales podría decirse lo que con menos 
razón decía Valerio Mariial de los libros de un 
escritorzuelo de su tiempo; «Dicenme, Caio, que 
te alabas de que escribes libros, pero no es ver- 
dad, porque escribir libros que nadie lee, no es 
escribir libros.» ¡También, promulgar leyes que 
nadie cumple, no es promulgar leyes! 

Vengamos ahora al procedimiento. 

Sentado que las leyes derivan su fuerza de la 
sanción directa y personal del pueblo ^cojíitíxilíií- 
tas)f nuestros tratadistas hubieron de preocupar- 
se de la forma en que el pueblo había de expresar 
ese su consentimiento y aceptación, ó por el con- 
trario su veto. 

Existe en el Digesto un precioso fragmento de 
Juliano, insigne jurisconsulto del siglo u, conse- 
jero de Adriano, de Antonino Pío y de Marco 
Aurelio, que puede decirse crítico y constitucio- 
nal en esta nueva orientación de la ciencia de las 
fuentes del derecho, cuya importancia empeza- 
mos ahora á entrever. «No sin razón — dice la 
costumbre inmemorial se guarda como ley, y es 
el derecho que decimos introducido en los usos, 
pues no obligándonos las leyes sino á titulo de 
haber sido recibidas por el consentimiento del 
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pueblo (judíelo populi receptae), con igual razón 
han de obligar á todos aquellas á que el pueblo 
prestó su aprobación sin consignarla por escrito* 
porque ¿qué más da que el pueblo declare su 
voluntad expresamente, votando, ó inaplícitarnen- 
te por prácticas, por hechos? Nam quid ¿nterent 
suffragio populas voluntatem suam declaret an 
rebus ipsis ei factísf [{). En este texto se inspiró 
Gregorio de Valencia para concluir que el pueblo 
puede significar su aprobación ó aceptación de 
la ley en una de estas tres maneras: de pala- 
bra, por escrito y tácitamente por obra (2), En 
parecidos términos, aunque tal vez con alguna 
mayor precisión, Escobar: «Porro lex dicitur usu 
recepta, et acceptata, quando non unus vel dúo 
eam recipiunt, sed major pars communitatis eam 
recipií, gerendo quod lex praecipit, aui illam ap^ 

probando verbo vel scrípiOy aut illam non rejl- 
cíendo (3), 


(1) Digeslorum Ubri Xd, Hb. 84; apud Dig. lib, 1, tlt. 3, ley 3^ 
(lO Sed dúo tarreo non explioant (Navarrus, Sylvester. etc ] 
quaesuot etiam hoc loco iu primis expouenda.— Unus estquis 
nam debeat esse raodus iJlíus acceptationis Verum scilicet sufifl 
era e„em postquam promúlgala est, non inaprobari et rejici i 

majore parte communitatis, atque adeo tacite eo ipso ab eaden 

1 o )ari, ao yero necesse sit illam propterea vel verbo, vei scrip 

A.d primum dubium respoñdeo, satis essequem 

íllís, Quí proposítí sunt. Ratío est 
utiJi<4 ex illis suíTicit, ut inteiligatur lex essi 

eam cujus major pars aliquo modo exilÜ! 

oo. a , , ho. V, cap. 3, § 23; ed. cU , t, I, pá». 
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De estos dos métodos fundamentales (apro- 
bación ó desaprobación tácita, en la acción; apro- 
bación ó desaprobación expresa y reflexiva, me- 
diante voto), únicamente el primero ha estado 
consagrado antes de nuestro siglo en la consti- 
tución interna de los pueblos. A Suiza corres- 
ponde el honor de haber introducido osadamente 
el segundo en su Constitución escrita y acertado 
á sortear algunos de los obstáculos con que una 
novedad de tanto bulto tenía necesariamente que 
tropezar y tropezará seguramente durante mucho 
tiempo. A partir de IS-ih (Vaud) y 1846 (Berna), 
y sobre todo desde la reforma de 1874 sobre el 
derecho de iniciativa de los electores, la forma- 
ción de la ley consta allí de dos tiempos: prime- 
ramente, el Gran Consejo ó la Asamblea legisla- 
tiva del cantón formula el proyecto, ó acepta y 
hace suyo el que le es presentado por un cierto 
número de ciudadanos: después lo somete á la 
aprobación del pueblo, en una votación seme- 
jante á la de nuestras elecciones. Este derecho 
de sanción y veto directo del pueblo suizo es lo 
que se designa ahora con el nombre de refetén- 
dum. El no equivale al incumplimiento ó no-acep- 


deíinir la no-aceptación, omite el nioclo expreso u^lex avUem 
dicitur usu üon recepta qiiaudo populas vel major pars popa i 
prosequitur f acere quod í'aeere consueverat ante legis promii 
. gationem; et hoc verum si ve populiis sciat legern promulgatam 
6886, 8ÍV6 igüoret*); pero va implícito en el illam non '>eji€iendú e 
la otra deliiiicidn, trauscrita arriba eu el texto. 
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tación y al desuso en la práctica y en ia doctrina 
de nuestro país, diferenciándose nada más en 
que aquél es deliberado y expreso, al paso que 
éstos son tácitos, espontáneos y ordinariamen- 
te inconscientes, obra no del solo cuerpo elec- 
toral, sino de la colectividad entera, y, por 
tanto, más directos, y consiguientemente más 

orgánicos (1 ). 

El sistema legislativo del rejerénclum es un 
como eslabón intermedio entre la democracia 
directa del tipo de la «landsgemeinde» suiza (Gla- 
ris, Appenzeli, Unterwald, Uri), del tipo del 
«town» norteamericano (Nueva Inglaterra, Mas- 
sáchusseis) y el régimen parlamentario del tipo 
británico, que teóricamente es también el nues- 
tro. En ia democracia directa, la consulta ó sumi- 
sión al pueblo que e! referéndum significa .es 
innecesaria, porque el cuerpo de electores que 
había de aprobar ó repudiar la ley propuesta por 
una Comisión ó Asamblea legislativa es la Comi- 
sión legislativa misma, elabora el proyecto y lo 


(O Me he limitado á un esquema sirtíplicísimo de esta tras- 
ceadental institucidn, que un orador ilustre califica de la «refor- 
ma política acaso más original de cuantas se han introducido 

en las Constituciones modernas» (Moret), porque eso basta para 

mi propósito, pero es sabido que no todas las leyes se sorae- 
en a \oto directo de Jos electores, ni sobre esto se sigue un 
criterio uniforme en todos los cantones, ni es Suiza «el único país 

1 í' i? í^t^réndum es practicado. Pueden verse exposicione.s 
‘ 6 a a< a.s tí extractos extensos en obras de Lavelaye, Seiguobos, 
í^onnut, überhuIUer, ¿fizerauue. Moret, etc 
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aprueba ó hace ley simultáneamente, en un solo 
acto; ó si existe referéndum, éste es interior, 
como un mero trámite en el proceso de dicha 
elaboración y sanción, según acontece en Es- 


Esa forma de gobierno directo, en que los ciu- 
dadanos ejercen personalmente la soberanía, sin 
el intermedio de ningún mandatario ó intérprete, 
regidor, concejal, ayuntamiento, diputado, etc., 
ha sido general en nuestra Península, aplicada á 
la gobernación de los municipios (1), y sigue 
rigiendo, según antes insinué, en los lugares, 
pueblos ó parroquias que no forman por sí solos 
municipalidad, de gran número de provincias de 
la Península, especialmente las septentrionales. 
La jurisdicción que compete por costumbre á la 
asamblea general de vecinos (llamada también 
concejo de vecinos, ó sencillamente concejo) es tan 
varia, en su límite, como la del Estado nacional, 
abarcando todas las funciones de la vida pública, 
es asamblea legislativa (formación de las Orde- 
nanzas y revisión anual del «libro de pueblo», que 
es decir, modificaciones y adiciones á las Orde- 

7 


(1) Ignoro si en Vizcaya se ha extendido alguna vez á más 
de una localidad. Nace la duda del Eigiüente pasaje de Castillo 
de Bovadilla, en ySU Política para corregidores, lib. 111, cap. 8, 
§§ 18 y 3Í1; Amberes, 1750, págs. 122 y 12. : «En las pequeñas 
villas, costumbre hay de. ¡untarse el pueblo para algunas cosas 
señaladas; y en el Corregimiento de Vizcaya, de que es cabeza la 
villa de Bilbao, se junta y congrega para algunas ocasiones en el 

campo do íí-t-ea el d‘"boí de Garnica,» 
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nanzas, cuando éstas y el libro corren separados); 

6S 6j6CUtlVíi (clCU6rdoS SBUIRURÍOS p&rs. Ir 3pllC3,- 

cióii circunstancial de lo dispuesto ó acordado en 
el libro de pueblo sobre trabajos cooperativos, 

aprovechamientos comunales, reparto de tributos, 
contabilidad, etc.); y es judicial (absolución ó con- 
dena de los acusados por el guarda como infrac- 
tores de las Ordenanzas, del libro de pueblo y de 
los acuerdos semanales, ó imposición de multas 
en su caso). Aquí he de concretarme al procedi- 
miento seguido por el concejo de vecinos en cuan- 
to asamblea deliberante, que es lo que interesa 
más particularmente al objeto de la presente dis- 
quisición. 

Según algunas Ordenanzas inéditas que tengo 
á la vista (1), pertenecientes á Casomera, Pino, 
Llamas y Cabañaquinta, pueblos del municipio de 
Aller (Asturias), reuníase el concejo ó asamblea 
de vecinos, convocados á campana tañida, con 
objeto de nombrar una comisión de cuatro veci- 
nos, ordinariamente ancianos y que habían ejer- 
cido la regiduría, para que declarasen las costum- 
bres observadas en el gobierno de la localidad, 
cuyo traslado escrito se había perdido ó se había 
deteriorado y hecho ilegible, ó bien «para añadir 
á dichas Ordenanzas los capítulos que convengan 
para el régimen de esta parroquia, sin perjuicio 
á ios lugares comarcanos». Citábase á éstos para 


(1) De la, Cüitíccióu Pedregal, citada auteriormeiite. 
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que, si lo tenían á bien, mandasen dos delegados 
cada uno, los cuales se agregaban á la Comisión. 
Reunida ésta, bajo la presidencia del Juez ordina- 
rio del concejo (municipio) por S. M., iban los 
dichos ancianos declarando por ante el Escribano 
las costumbres que se observaban en el lugar 
sobre nombramiento de fieles regidores, avecin- 
damiento de forasteros, contabilidad de los fondos 
del pueblo, arreglo de caminos, nombramiento de 
soteros ó guardas, pesas y medidas, remate de la 
taberna y obligaciones del tabernero, pastos y 
ganados, reparación de los molinos y sus presas, 
prendadas, colados y cierros, rompimiento de las 
vegas, elección de toros padres, traslación de 
ganados á ios puertos, disfrute de sierras, entrada 
de ganado en los castañares, corta de leñas y 
robles, contagios de ganados, cultivos obligato- 
rios, policía de calles, casas, ríos, fuentes y ace- 
quias de riego, depósito de ordenanzas, etc., etc. 
Seguidamente, convocábase de nuevo á los veci- 
nos en concejo, por el medio acostumbrado de la 
campana; y á presencia de todos, el Escribano 
daba lectura, en alta voz, de cuanto la Comisión le 
había dictado, «por si tenían que añadir ó quitar». 
Enterado ya el concejo, procedíase á votar; y se 
lee en la relación oficial del acto: «los vecinos 
dicen á una voz las consienten (las Ordenanzas) 
en todo y por todo y quieren y consienten se 
guarden y cumplan como en ellas se contiene»; ó 
bien: «ninguno fué contra ninguno de dichos 
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capítulos y constitucioiiGS^ consintiéndolos y dán- 
dolos por bien hechos, excepto Lope Diez el viejo, 
que dijo no ser costumbre hablar con tanta corte- 
sía al fiel ni quitársele la montera». Sobre esto, el 
Juez interponía su autoridad, aprobando las tales 
Ordenanzas para que valiesen é hicieran fe donde 
fuesen presentadas, en juicio y fuera de él; se 
daba un traslado á los fieles regidores, y la matriz 
pasaba al protocolo del Escribano, como un auto 
ó escritura cualquiera, á fin de prevenir extravíos 
y asegurar la autenticidad. 

Las Ordenanzas de que he extraído esta reseña 
abreviada son del siglo xvfi y del xvni: el proce- 
dimiento observado en ellasdebía ser antiquísimo, 
á juzgar, v, gr,, por el modo cómo fueron redac- 
tadas las Ordenanzas provinciales de la villa de 
Monterreai de Deva en 1394 (1). Ignoro loque 


(1) Eu la de Santa María; concurrencia de cuatro ma- 

gistrados de la villa (alcalde, preboste, jurado y fiel); presencia 
tí pueblo, convocado al efecto en la forma acostumbrada;— 
{«efltaiido í juntados otra gente, qw podía ser ¿a mat/or parte de la 
dicha vtUa é de sa tierna é Jurisdicciones..,» «todos ellos de un acuer- 

oeconsentimieuto, después de haber habido muchos tratados 
wu ^ coDLejos entre nosotros sobre las Ordenanzas, etc.., 

etüos acordado é acordamos de hacer estos capítulos é leyes 

cuales queremos que de aquí adelante sean 

ttVmitinü^^*!. ^ ordenanzas en Ja dicha villa é su tierra é 

napa rn i*' ^-^oiamente, asistencia del escribano del concejo 

tieiíi id tí ímordadüs naciesen revestidos de auten 

vísio>it><t *^^*®*^*^ 'Colección de Ce'dulas, caría.s'p«íea¿t’.s’,?>ro- 

zaltízl t’ ^i^r' í^owínezas VtiHconffadas [T. Gon- 

zález], i. Jii, Madrid, im, págs. m-2ÜZ.) 
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se practica actualmente en Asturias (1); pero en 
la región septentrional de la provincia de León, 
lindante con la asturiana, el «libro de pueblo» 
se somete á revisión directa del vecindario todos 
los anos, y el procedimiento observado en ella es 
análogo al que acabo de exponer, salvo que no 
toman parte alguna, y ni siquiera asisten al acto, 
representantes de la autoridad central, provincial 
ó municipal. He aquí cómo lo describe, con refe- 
rencia al pueblo de Canseco, el Sr. D. Elias 
López Moran, concienzudo expositor de las cos- 
tumbres del Norte deLeón: «En la primera reunión 
de las que celebran anualmente los vecinos de 
Canseco, nombran una Comisión, compuesta de 
varios de los más competentes y conocedores de 
las costumbres del pueblo, para que redacte el 
proyecto de libro, reglamento ú ordenanza que ha 
de regir hasta igual fecha del año siguiente. Esta 
comisión es siempre bastante más numerosa que 
la nombrada en los concejos (juntas ó reuniones) 
ordinarios para dictaminar sobre el acuerdo sema- 
nal. Reúnese en la casa del Común cuantos días 
son necesarios para discutir y redactar el men- 
cionado proyecto. Luego que le han aprobado, 
sea por unanimidad ó por mayoría — (las varia- 
ciones introducidas de un año para otro son pe- 


(1) El señor Pedregal, aunque hace referencias á la materia 
(Derecho consuetudinario de España, por varios autores, t. II cit., 
págs. llü-lll), no aíirma nada concretamente sobre el particular. 
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queñas) — , el alcalde de barrio convoca á concejo 
á todos los vecinos, tocando ai efecto tres veces la 
campana, como mandan las Ordenanzas. Reuni- 
do el concejo, se da lectura del proyecto por uno 
de los de la Comisión. Se discute con todo el dete- 
nimiento conveniente, pero yendo derechos al 
grano, no empleando más palabras que las preci- 
sas para hacerse entender y ciñéndose á la cues- 
tión, sin baldías divagaciones... Terminada la 
discusión, el proyecto se aprueba tácita ó expre- 
samente, con ó sin modificaciones, y se firma por 
todos los vecinos. Desde aquel instante, los artícu- 
los consignados en el libro son definitivos y obli- 
gatorios y nadie piensa en controvertir su efica- 
cia. Aunque alguno ó algunos vecinos estén en 
desacuerdo respecto de tales ó cuales puntos, con 
la mayoría, no dejan nunca de firmar; si no lo 
hiciesen, se les separaría los ganados de las vece- 
ras, no aprovecharían los pastos de las fincas de 
los demás vecinos, tendrían un conflicto cada día. 
n el mismo libro, á continuación de las firmas 

de los vecinos, se lleva la contabilidad de los 
fondos del pueblo» (1). 

Análogo procedimiento siguen en sus asambleas 
or manas, celebradas todos los domingos al salir 

^ lado de la iglesia, con objeto 
acor ar sobre la ejecución de lo dispuesto ó 


PS&S- 278-:í7ÍJ. Deredto consueivdinario de España, t. L 
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concordado en el libro de pueblo ó reglamentar 
circunstancialmente el pormenor que en éste no 
tuvo cabida, ó deliberar y acordar sobre puntos 
que no habían sido previstos en él. «Terminadas 
todas las reclamaciones respecto de la imposición 
de multas, ó de lo que ellos llaman prendas, el 
alcalde de barrio designa una Comisión de cinco 
vecinos para que emita dictamen acerca del acuer- 
do qn® regir durante la semana entrante. 

Retíranse los nombrados, á cumplir su misión, á 
un lugar apartado unos cuantos metros. Allí pro- 
ponen, discuten y convienen lo que juzgan más 
conveniente, y cuando todos están conformes, 
vuelven al seno del concejo. El alcalde de barrio 
impone entonces el silencio que se había inte- 
rrumpido, y uno de los de la Comisión, el más 
caracterizado, se levanta y dice; «Los acordadores 
hemos convenido en...»; y expone verbalmente 
lo que les ha parecido y proponen: adónde han 
de ir á pastar durante la semana las vacas, 
las caballerías, las ovejas, los corderos, las ca- 
bras, etc.; cuáles pagos y terrenos comunes que- 
dan abiertos ó derrotos^ y cuáles cerrados ó coios^ 
durante la misma, precisando si la prohibición se 
extiende á todos ó no más que á determinados 
ganados; en qué coios pueden pastar las parejas 
de los que tienen la casa ó parte de ella en cons- 
trucción y los toros y los terneros, reses para las 
cuales siempre existen estos privilegios; si ha 
llegado el tiempo oportuno, acuerdan el día ó días 
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en que han de ir los vecinos todos á recoger y 
repartir la lena de los montes de haya y roble, 
y aquellos otros en que se ha de proceder al arre- 
glo de los caminos vecinales; determinan cuándo 
han de entrar los ganados en las fincas particula- 
res abiertas ó no cercadas, después de recogidos 
los frutos; cuándo se han de bajar las caballerías 
de los puertos y en qué forma se han de guardar; 
y, en suma, todo aquello cuyo acuerdo es de oca- 
sión y por esto no está determinado en el «libro 
de pueblo» ni en las ordenanzas. Si no hay nadie 
que hable en contra, el dictamen se aprueba des- 
de luego; si hay alguno ó algunos que quieran 
exponer algunas consideraciones, hacen las que 
estiman oportunas, contestando alguno de los de 
la Comisión ú otro vecino cualquiera que crea 
que lo propuesto es lo que más interesa. Si hay 
algo que la mayoría estima inaceptable, se des- 
echa; si alguna enmienda es considerada como 
oportuna, pasa á formar parte del proyecto de 
acuerdo. Discutido éste suficientemente, se pro- 
cede á la votación. — Seguidamente, entra el con- 
cejo en el período de las peticiones ó proposicio- 
nes. Uno de los que tienen fincas en un pago, 
pide que los demás que también las tienen arreglen 
con él el camino rural que conduce á aquéllas, 
determinando el día en que el arreglo ha de ha- 
cerse; otro pide que se limpie la acequia que sirve 
para el riego de un conjunto de prados, á lo que 
han de concurrir todos y sólo los dueños; solicita 
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otro que los comuneros de un molino reformen la 
presa y el puerto que han de suministrar fuerza 
motriz para que aquél muela con más desahogo, 
ó que practiquen las reparaciones que en el moli- 
no sean necesarias, etc., etc. (Llegado el día, si 
alguno de aquellos á quienes incumbe deja de 
concurrir á la prestación del servicio, se le impo- 
ne una multa en beneficio de los fondos del Co- 
mún. El que hizo la petición ó proposición es el 
encargado de dirigir ios trabajos, de llevar lista y 
de denunciar ante aquél á los que faltaron.) — El 
acuerdo y las peticiones ó proposiciones los con- 
signa por escrito la Comisión nombrada (es ei 
acta de la sesión del concejo en funciones de poder 
legislativo); reuniéndose para ello los vocales en 
la «casa del pueblo». Una copia de este escrito ó 
acta, á que ellos llaman el acuerdo^ la fijan en 
el sitio público de costumbre, para que por este 
medio de promulgación llegue á conocimiento de 
todos. Esa copia la recoge el guarda al oscurecer 
del mismo domingo, y á ella se atiene para des- 
empeñar su cometido» (1). 

No debía diferenciarse gran cosa de éste el pro- 
cedimiento seguido en las ciudades, mientras con- 
servaron su forma de gobierno por el voto popu- 
lar directo (2); pero sus Ordenanzas apenas 


(1) Eti la misma obra Derecho Gonsiisiudinario^ t. 11, págiuaa 
280 - 281 . 

r2) Bovadilla hace constar que en su tiempo correspoiulía ya, 
por costumbre, á los regidores el poder deliberante en lasciuda- 

9 
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suministran detalles más que sobre el modo de 
convocar al vecindario, á voz de pregón (1). Las 
de Huesca consagran el principio, que diríamos 
constitucional, de que todo ciudadano con casa 
abierta en la ciudad «puede proponer lo que qui- 
siere, y se aya de deliberar sobrello lo hacede- 
ro» (2). 

Aplicado ya no á una reducida localidad, sino á 
la nación, ha existido quizá un rudimento de refe- 
réndum en la España visigoda, determinando una 
forma especial de Gobierno, peculiar de aquel 
pueblo, intermedia entre la monarquía parlamen- 
taria y la monarquía pura, y que en todo caso 
lleva implícito el reconocimiento de que para la 
validez de la ley se requiere su previa aceptación 
por parte del pueblo. Así, por ejemplo, en el caso 
del llamado Breviario de Aniano, compilación he- 


des y jugares populosos, sin que fuera necesario reunir en con- 
cejo al vecindario. (PoUlica para Corregidores cit. , págs, 122 y 127.) 

(1 ) Véase como ejemplo las Ordinaciones de la ciudad de Zara- 
goza CQiicediú-d& por Carlos II (Zaragoza, 1603, págs. 37 y 103); 
sobre el orden de la eonvocatoria del concejo, 

(2) Ovdinaciones del Regimiento de Huesca impresas por man- 
dado del Consejo y Concejo en el año 1587; Huesca, 1587, páginas 
66*68, ordenanzas que principian «JDeí Concejo, Por quanto, etc •— 
Además de los ciudadanos, teuíaa derecho de proponer, ó sea de 
iniciativa, el Justicia, el Prior y los Jurados. En concejo había 
de tratarse y acordarse todo lo concerniente á enajenaciones y 
cambios de términos, montes, aguas, derechos, privilegios, pre- 
rrogativas, bienes sitios, arrendamientos, etc., como, en general, 
cualfjuier otra cosa que pareciese convérwente proponer «sobre 

el regimiento y bien común de la dicha ciudad y co ii ser vacio n 
del patrimonio*. 
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cha por disposición del rey Alarico en el año 605, 
una Comisión de Codificación (jui'ísperitoruin etc.) 
llevó á cabo la obra, y el rey la refirió al clero y 
al pueblo, haciéndola aprobar por los obispos 
y los diputados de las provincias (oenerahiliam 
episcoporiim vel eíectorum provincialium noisiro- 
ram rohoravít adsensas) (1); algo parecido á lo que 
son de hecho nuestras modernas Cortes, ajenas 
prácticamente á todo derecho de iniciativa, y aun 
de veto, reducidas en sustanciá á aprobar lo que 
les propone el Gobierno. En los Concilios de To- 
ledo, el rey pide para ciertos decretos el placel ó 
aceptación del clero y del pueblo, en la siguiente 
forma: «Et ideo, si placel omniíms^ qui adesiis, 
haec tertio reiterata sententía, veslrae rocis eam 
consensu firmale. Ab universo clero populo 
dictum est: qui contra hanc vesiram definitionem 
presumpserit, anathema sit» (2). 

Desde otro punto de vista, distinto del legisla- 
tivo, un respetable hombre público ha indicado 
recientemente la conveniencia de introducir en 
la constitución de nuestro país la revisión ó exa- 


(1) Fernández Guerra é Hinojosa,. IHHoria de España desde la 
imasión de los pueblos germ 'micos hasta la ruina de la Monarquía 
visigoda, t. 11, págs. 342-3ÍÍ 




ASI se lee en ios coiicihos IV, XV I y otros: véase Cotlecíio 
«wa;. de Aguirre, t. III, pág. 780, y t. IV, pág, 331.-Gf. Martí- 
íiez Marina, Teoría de las Cortes, primera parte, cap, il, § 11. 

populo veo yo expresado el brazo de los procuradores o 
representantes de las provincias; los mismos electi provinciales 
*^61 «commonitoriurn» que precede al Breviario de Aniano. 
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men directo por el pueblo de los actos del Parla- 
mento, como un freno para los excesos y abusos 
del Poder y medio al propio tiempo de evitar ia 
falsificación del sufragio, de crear costumbres 
públicas, de dar un criterio seguro á la Corona 
para resolver las crisis más difíciles y «cortar 
muchas de las corruptelas que se han ido for- 
mando á la sombra de los Gobiernos constitucio- 
nales» (1). 


(1) El 8r. Marques de la Vega de Armijo, en Discursos laidos 
ante la Real Academia de Ciencias Morales yJ^olUicas en la recep 
cióu pública del Exemo Sr. D. Fernando de León y Castillo el 2G 
de enero de ISyii; Madrid^ isíxí, págs. 5(101. 


LA IGNOKANC^IA Día, "DETIECHO 


133 


V 

AUTONOMÍA Y COSTUMBRE LOCAL 

Lo expuesto hasta aquí arroja la siguiente con- 
clusión: que no son derecho vivo, que no son 
derecho positivo las reglas jurídicas que el pue- 
blo no ha elaborado y puesto en vigor por vía de 
costumbre, ó que el pueblo no prohijó en un prin- 
cipio por vía de aceptación, tácita ó expresa, ó 
que ha dejado caer en desuso. Corolario: derecho 
que la colectividad social no conozca, no ha po- 
dido ser consentido, introducido ó prohijado por 
ella; de consiguiente, no le obliga, aun siendo 
del género llamado imperativo ó prohibitivo; de 
consiguiente, carece de valor para suplir las de- 
ficiencias ó la falta de expresión de las volunta- 
des individuales, aun siendo del género llamado 
supletorio. Propiamente, ni siquiera puede lla- 
marse derecho; al menos, derecho positivo. 

En este punto se levanta una objeción, á pri- 
mera vista formidable. Aun dado que la conclu- 
sión sea cierta, resulta ineficaz para el efecto de 
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sustituir el régimen legal imperante en materia 
de conocimiento é ignorancia del derecho por 
otro más racional, porque no existe posibilidad 
de hacerla práctica; si se trata de aceptación re- 
- flexiva. el referéndum es impracticable en colec- 
tividades tan extensas, de cuerpos legales tan 
abultados y de actividad legislativa tan febril 
como son, por punto general, las nacionalidades 
modernas; si se trata de elaboración directa por 
vía de costumbre, se producirán reglas consue- 
tudinarias locales, ó á lo sumo regionales, pero 
no podrán producirse normalmente reglas con- 
suetudinarias de observancia general en la na- 
ción, que puedan recibirse como expresión de la 
voluntad de todos los nacionales ó de la mayoría 
de el!os, y aplicarse, por tanto, como ideal posi- 
tivo á la determinación de las voluntades pre- 
suntas. 

Adviértase, empero, que la primera de estas 
dos supuestas imposibilidades que diríamos físi- 
cas, no lo ha sido en la República Helvética ni en 
la Norteamericana, por la circunstancia de ha- 
llarse ambas seccionadas interiormente en diver- 
sidad de Estados autónomos de no gran extensión 
y dotados de ia facultad de legislar cada uno 
para sí con entera independencia de los demás, 
así en materias civiles como administrativas y 
penales (i). Idéntica solución «autonomista» y 


(I) I reg^úütase Laveleye si el referéndum podría ser adop- 
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«federal» (valgan los términos) habían ideado 
hace más de seis siglos los autores del código 
castellano de Partidas y de la compilación de 
Fueros de Aragón, para desatar la otra aparente 
imposibilidad, erigiendo en primero de los crite- 
rios legales para la interpretación de las volun- 
tades individuales la costumbre local. «E aun ha 
otro poderío muy grande [la costumbre], que pue- 
de tirar las leyes antiguas que fuessen fechas 
antes que ella;... é esto se deve entender quando 
la costumbre fuesse usada generalmente en todo 
el reino;... mas si la costumbre fuesse especia f 
estonce no desataría la ley sino en aquel logar tan 
solamente do fuesse usada>y: así se expresa el pri- 
mero de los dos nombrados cuerpos legales (Par- 
tida I, tít. 2, ley 6). El fuero aragonés «de iis quae 
dominus Rex» reconoce validez á las costumbres 
locales y de distrito lo mismo que á las genera- 
les, «.usus et consuetudines tam pariieularia quam 
generaliay>\ y en el orden de prelación, los intér- 


tado con fruto eu otros países, y dice no se debe echar en 
olvido que Suiza se halla en condiciones excepcioiialmente 
ventajosas para esta forma de Gobierno. «El país está dividido 

en un gran número de Estados autónomos, donde las votaciones 

son mucho más fáciles y menos temibles que en un país dilatado. 
La competencia del poder -federal es muy limitada; tiene muy 
pocas leyes y reglamentos que hacer; asi es que se ofrece á la 
totalidad del pueblo suizo muy raras ocasiones de emitir su 
voto. Es en las landfigemeindes y eu los municipios donde el 
pueblo suizo está acostumbrado, desde la Edad Media, á gober- 
narse á sí mismo.* fLe gouvernemenl tians la democratiej t. II, 
Parts, 1891, pág. IGG.) 
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pretes, como Suelves y Sessé, colocan á aquéllas 
delante de éstas, declarando que «la costunabre 
local prevalece sobre la general y deroga el fuero, 

sin ser derogada por él» (1). 

Así lo reclamaba imperiosamente la lógica. 
Desde el momento en que se reconoce á los indi- 
viduos, como un derecho natural, la facultad de 
legislar para sí, con entera independencia de las 
leyes del Parlamento (lex conti^acius; <,<pacto8 
vencen leyes»; standum est chartae; pacta sunt 
servanda; lex tesiameníi, etc.), ¿á título de qué le 
sería negada ó retenida á la entidad municipio, 
que es también persona natural y tan sustantiva 
como el individuo, como la familia, como la na- 
ción, y, por tanto, tan soberana en su esfera como 
cada uno de ellos en la respectiva propia? 

«Cuando uno, al ejecutar un acto ó contraer 
una relación de derecho, ha guardado silencio 
acerca de ella, se presume, y la presunción es 
lógica, que, consciente ó inconscientemente, su 
intención fué que se rigiera por las mismas 
reglas, por los mismos usos, á que la generalidad 
obedece en aquel orden de relaciones ó de actos. 
Pero ¿qué generalidad?... ¿qué mayoría? ¿La ma- 
yoría de sus compatricios, los españoles? ¿La 
mayoría de sus comprovincianos, supongamos 

(1) Suelves, Cornejos ó Decisiones, S'emiceüturia coiis. 42, 
Sessé, necisíofte.<! áe ¿os Tribunales, n. 413; cít. por Dieate, Diccio- 
nario del Derecho civil aragonés, Madrid, 1869, v.“ Costumbre, 
pag. 158. 
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los aragoneses ó los castellanos? ¿La mayoría de 
sus convecinos? Evidentemente que lo que quiso 
es lo que estos últimos practican: l.°, porque lo 
que éstos practican, es seguro que lo conocía, y 
lo que practica la mayoría de Aragón ó de Casti- 
lla ó de España es casi seguro que le era desco- 
nocido: cualquier aragonés os dirá qué es lo que 
más se acostumbra en la localidad donde ha naci- 
do y vive, ó en su valle; pocos sabrán cuál es la 
más seguida en su provincia; 2.°, porque el muni- 
cipio es un círculo, como más inmediato, más ín- 
timo que la provincia ó que la nación, y por lo 
mismo su influjo es mayor sobre los actos de la 
familia y del individúo, que antes obedecen al es- 
píritu y á las costumbres que se forman en el seno 
de esas personalidades colectivas que denomina- 
mos municipios, que al espíritu y á las costum- 
bres de la provincia ó de la nación. Consecuencia 
lógica de esto es que, cuando en una localidad 
exista una costumbre diferente de la que practica 
la mayoría de la provincia ó de la nación (ó diga- 
mos de la forma supletoria consignada en el Có- 
digo), la presunción de que tal vecino de aquella 
localidad que nada dijo, entendió someterse á la 
costumbre general de la provincia introducida en 
el Fuero ó Código, deja de ser presunción racio- 
nal y lógica: lo lógico en tal caso es presumir que 
lia regla que admitió tácitamente para aquella re- 
lación de derecho es la usual en el círculo de sus 
parientes y convecinos, porque sólo ella le era 
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iricrénita y connatural, ésa la que veía practicar 
todos los días, con ésa estaba familiarizado, y 

acaso ésa sólo le era conocida. 

»¿Qué quiere decir esto? Pues quiere decir que 

debe reconocerse á las costumbres locales un va- 
lor de preferencia respecto de la costumbre admi- 
tida como supletoria por el Código, o mas claro, 
para determinar el criterio con que deben inter- 
pretarse las voluntades presuntas, supuesto un 
régimen de libertad civil como la razón lo pide y 
el Fuero aragonés lo consagra y lo recomienda, 
debe establecerse el siguiente orden de prelación: 
í.% la charla, es decir, la voluntad de los particu- 
lares manifestada, en título escrito, contrato, tes- 
tamento, etc.; la costumbre local;Z\ la costum- 
bre general, escrita en el Código en calidad de 
derecho supletorio. 

»Nace esto, en primer lugar, de que estas 
costumbres observadas por la mayoría de una 
comarca extensa, nación ó provincia, nunca son 
universales, siempre quedan fuera de su imperio 
algunas localidades, municipios ó cantones, los 
cuales, por circunstancias especiales, se rigen 
por una costumbre diferente: así, el derecho de 
viudedad foral introducido como ley supletoria en 
el Fuero aragonés, no es usual en el Alto Aragón: 
la distribución de los bienes por partes iguales 
entre los hijos, vigente por derecho de Castilla 
como ley supletoria, no rige en las montañas de 
Galicia: el sistema de gananciales y dotal de Par- 
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tidas no se practica en el valle de Viceo (provin- 
cia de Santander) ni en varios municipios de Ex- 
tremadura, que se rigen por un fuero idéntico al 
derecho de Portugal. Fúndase, en segundo lugar, 
aquel orden de prelación, en lo que yo llamaría 
suídad política de los municipios y cantones, en 
el carácter de Estados igualmente soberanos y 
autárquicos que él Estado nacional, que les co- 
rresponde en derecho civil con más razón aún 
que en el político y administrativo. Fuera de las 
relaciones de derecho necesario que afectan á la 
esencia de cada institución, ó como decimos, «al 
derecho natural y á las buenas costumbres», cuya 
salvaguardia suprema compete hoy á la nación, 
nada tiene que ver ésta con el derecho civil de las 
localidades; es incompetente para regularlo. Las 
fronteras que separan á Aragón de Castilla, la 
provincia de Zaragoza de la de Huesca, el distrito 
municipal de Barbastro del distrito de Castejón, 
no son en lo político y en lo administrativo del 
mismo género que las fronteras que separan la 
provincia de* Huesca del departamento de los Ba- 
jos Pirineos, ó el distrito municipal de Canfranc, 
fronterizo de España, del distrito municipal de 
Urdax, fronterizo de Francia; pero en lo civil son 
idénticos en absoluto, porque Canfranc ó Ayerbe 
ó' Huesca ó Zaragoza, como personas sociales, que 
poseen un espíritu propio, una personalidad pro- 
pia, intereses propios y propia historia, indepen- 
dientemente de las relaciones políticas, morales 
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é históricas que los ligan á Castilla y los desligan 
de Francia,— respecto de Castilla misma, 6 de 
Aragón, ó de las provincias y municipios colin- 
dantes, son tan autónomos como respecto de los 
departamentos y municipios franceses, y no es 
menos incompetente la nación Española 6 la pro- 
vincia Aragonesa ó la Castellana que otra nación 
ó provincia cualquiera, para imponer á la aldea 
más humilde de Castilla ó de Aragón, ni siquiera 
con carácter de ley supletoria, cuánto menos en 
calidad de ley imperativa, un sistema de constitu- 
ción de bienes ó un régimen de sucesión que sea 
contrario á sus sentimientos, á sus tradiciones, 
á sus hábitos, á sus intereses tal vez. Podréis 
imponérselo por la fuerza, legisIa¡dore^s y gobier- 
nos, porque tenéis autoridades, tribunales, poli- 
cía, fuerza pública; pero sabed que, al hacerlo 
así, negáis las condiciones esenciales de su exis- 
tencia; desconocéis, pisoteáis eso que constituye 
su ser todo; negáis, por tanto, su sér mismo. Esa 
provincia ó esa localidad á quien imponéis un 
derecho extraño á ella, deja de ser sujeto libre, 
deja de ser sujeto moral, lo despojáis de^su per- 
sonalidad para convertirlo en una cosa. Y cuando 
estamos á punto de acábar con toda sombra de 
despotismo en lo político, no es razón consentir 
que el despotismo se refugie en lo civil, seme- 
jante á la planta maldita de la leyenda que retoña 

en los aires y en las aguas cuando se la erradica 
de la tierra. 
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»Las legislaciones modernas lo reconocen así 
en el hecho de establecer ese orden respecto de 
algunas instituciones jurídicas; pero, poco conse- 
cuentes consigo mismas, cuando llegan á otras 
instituciones, infringen ese mismo principio pa- 
sando directamente de la charla, esto es, de lo es- 
tablecido por la libre voluntad de los particulares, 
al derecho supletorio del Código, sin hacer esta- 
ción en la costumbre local. El Código de Comercio 
español ordena al juez que interprete la voluntad 
de los contrayentes, primeramente, por el pacto; 
en defecto de éste, por los usos de la localidad á 
que pertenecen; y últimamente por el articulado 
del Código. La ley de 0 de abril de 1842 declara 
que ni el dueño puede desalojar al arrendatario 
ni éste dejar el predio, sin que se avisen previa- 
mente con la anticipación acordada por ellos en 
el contrato, y si nada habían acordado, con la 
que se hallase adoptada por la costumbre general 
del pueblo, y en otro caso con ía de cuarenta dias 
que el legislador considera más admitida ó más 
general, erigiéndola por esto en regla supletoria. 
Podría multiplicar los ejemplos hasta lo infinito, 
en nuestra propia legislación y en las extran- 
jeras. Y ahora pregunto yo: Si se observa el prin- 
cipio en las compraventas y en ios arrendamien- 
tos, ¿por qué se infringe en los testamentos y en 
los contratos matrimoniales? Porque, una de dos; 
ó el principio es falso, y debe desecharse de lo 
menos como se desecha de lo más; ó, por el con- 



MANUALES SOLER 


trario, es verdadero y debe aplicarse á lo más 
como se aplica á lo menos. De no hacerlo así, se 
falta á la justicia y á la lógica juntamente, y se 
subvierten las mássagradas relaciones de la vida. 
En 1807, el Tribunal Supremo denegó un recurso 
de casación que se fundaba en una costumbre 
local sobre el plazo para el aviso que precede al 
desahucio, sólo porque el artículo 6.® del decreto 
de 1813 tuvo la mala inspiración de fijar como 
plazo uniforme un año, sin acordarse para nada 
de las costumbres locales: ¿qué gusto especial, 
qué dañado empeño se tiene en mortificar y cau- 
sar perjuicios á los particulares, en intervenir 
en sus asuntos domésticos, en gobernar sus rela- 
ciones privadas por un derecho artificial ó exóti- 
co, y no por el derecho de su vecindad, que es su 
propio derecho, y lo que es peor, en favorecer la 
mala fe deí que se rebela contra la costumbre 
local, que tácitamente habían aceptado uno y otro 
corno supuesto necesario, y últimamente, en regir 
ios actos de los miembros de una localidad que 
no litigan, por un rasero diferente que los actos 
de los que litigan? Porque reparad bien la conse- 
cuencia inmediata de atropellar las costumbres 
locales en las leyes: á pesar del decreto de 1813 y 
e todos los decretos del mundo, es evidente que 
rigen y seguirán rigiendo en las localidades los 

plazos consuetudinarios para todos los vecinos, 
nenos para aquellos entre quienes se promueva 
uestion y sea llevada á ios tribunales: la regla 
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consuetudinaria seguirá en vigor, sostenida por 
la buena fe, y únicamente el que tenga la desgra- 
cia de tropezar con un hombre de mala voluntad 
sufrirá el rigor de otra ley más desventajosa que 
aquella de que habia partido como de un supuesto 

tácito para su contrato» (1). 

* 


Sobre este tema de la costumbre local rne pro- 
pongo volver, si el tiempo y Irs fuerzas asisten, 
desarrollando la doctrina que dejo someramente 

esbozada. 


(n De mi libro La Libertad civil y el Congreso de Jurisconsultos 
Aragoneses. (Biblioteca jurídica de Autores españoles, vol. Xl; 
Madrid, 1883; págs. 190 á 194A 
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VOCABULARIO 

de las palabras técnicas contenidas en este tomo 


Abog'ado, — Eí que de- 
fiende en justicia a las per- 
sonas que necesitan su ayu- 
da, ya en lo civil, ya en lo 
criminaJ. 

I 

Acracia. — Palabra com- 
puesta de dos voces g’rieg as: 
ct, partícula privativa, y 
kratos. que sig’niíica fuerza, 
Seg'ún esta e t i in o 1 o g i a , 
acracia quiere decir íiin 
fuerzan, y con tal nombre 
se designa una escuela que 
tiene por principio la nega- 
ción de toda autoridad, esto 


es, que la sociedad humíina 
puede vivir siu leyes. 

Acrata, — Partidario de 
lá acracia. 

Ad referendum. - Dis- 
posición o ley liocdia a con- 
dición de ser aprobada |)or 
el superior. — En la diploma- 
cia, ad referendmn expre- 
sa toda negociación hecha 
a reserva de i a aprobación 
del gobierno en cuyo nom- 
bre se negocia.— En Suiza, 
en matei% constitucional. 


4 


se liaiía cu pffU'tica el rpfe- 
re}\ihn}i. {tucífo (jue todo 
proví'ctu jvreenii izado por 
uiui de las Cámaras federa- 
les. cC .-ouiere a la aproba- 
ción del pueblo. 

Aforismo . Sentencia 
breve v doctrinal 

4 

Anarquía. -- Estado de 
uií pueblo que no tiene, jefe, 
o pueblo en oue reina el 
desorden. 

Anarquía, en el sentido 
aciual. desiíi’na como la 

-tí- 

] )al a b ra a n anfuism o, un 
sisíeiaa pflifico y social en 
el cual el individuo podría 

<ieson volverse libremente, 

* 

seo'ón sus derechos natura- 
les y en el que la sociedad 
podría vivir .sin «•obieruo 
central. 

Anarquismo. — Sistema 

político sesfiin el cual, la so- 
ciedad podría g“obernarse 
sin »:‘^ibienio estáljlecido. 

«■ 

Anatema . — 

inente siirniHcaba la víctima 
inmolada a cada divinidad. 
Hoy la palabja anatp^wa 
ucsi«'na el hombre sepa- 
rado del consorcio de Jos de- 
más hombres y siempre en 
mal sentido. í,o más fre- 
cuente es aplicarla ala sen- 
Huícia que avvoU de una 


comunidad relÍ¡>'iosa a los 

que se proinincian contri 
ella. 

Andectia. Conjunto de 
personas que .se reúnen 
para trabajar «ra tu i ta men- 
te en las tierras del vecino 
que lo solicita por razones 
perentorias; no suelo pasar 
de un (lia y se recomjíensa 
sin más interés (¡iie la ma- 
nutención, sin implicar la 
reciprocidad de servicios. 
La aiKÍecha es propia de 
Asturias. 



Antinomia. -Contradic- 
ción entro dos leyes o eiitre 
dos disposiciones de una 

misma lev. 

■1 

I 

Asociación. — Reunión 
de varias personas para un 
fin común. 

r .L 

Autarquía. — Sinóninu> 
de i a palabra sel f goberné- ■ 
nient (¿»nbierno por si mis- 
mo), con la cual los ingdeses 
designan el sistema de go- 
bierno en el que ios ciuda- 
danos no abandonan ai j'o- 
der central más que los 
asuntos que están por enci- 
ma de sus propias fuerzas. 

Auto. — Decreto judicial 
dado en causa civil o cri- 
minal. 


N 


Autonomía. — Facultad 
(juc el país COI K|uisi ador 
deja a los iiaisos conquista- 
dos, o el poder central a las 
provincias de una nación, 
para que se goliienicn y 
administren sus asuntos in- 
teriores conforme a sns pro- 
[tias leyes, 

I 

Autoridad, —Derecho o 
poder de mandar y de ha- 
cerse obedecer. 

Autoritarismo . Ca- 
rácter de lo que es au tari to- 
rio; de lo que se funda úni- 
camente en la autoridad. 
A veces es sinónimo de des- 
potismo. 

Bilbilitano. — Lo que 

pertenece a Calatayud o el 
natural de esta ciudad, 
que antiguamente se llama- 
ba iUihiíiH. 

Biología. Ciencia de 
la vida en general o de los 
seres vivientes, 

Oaesar, rex sni juris. 

— El César, rey por derecho 
propio. 

Capitulación.— En de- 
recho designa nn escrito o 
un acta que contiene capi- 
tuios o articnlos. 

Caput.— Conjunto de de- 


rechos (pie coiistiiuían la 
personalidad del cimladano 
romano. 

Casación. Acto jurídi- 
co por el cual una sentencia 
es casada o anulada. 

* 

Casuista. - Dícese del 
que c.xpoiie casos prácticos 
de cualquiera ciencia moral 
o jurídica y especialmente 
de teología mural. 

Ciudadano . — Persona 
(pie goza del derecho de 
ciudadanía en una comiiui- 
dad política. Miembro de un 
EstadtK 

« 

Civilista. - Que profesa 
o tiene con oei miento del de- 
recho civil. 

Coacción . — Violencia 
contra el libre arbitrio. Vio- 
bmeia que se hace a alguna 
persona j)ara ¡lue tliga o 
ejecute alguna cosa contra 
su voluntad. 

Códig^o. Conjunto de 
leyes y do constituciones 
que rigen un [vais. Con- 
junto do leyes (pie rigen 
una matíuda especial, por 
ejemplo, coiligo rural. 

Código civil. -C on junto 
de leyes civiles de nn país. 


Códig^o militar. — Cou- 
jiiitto de leyes que se reHe* 
reii a los ejércitos de mar y 
de í i erra. 

Coetáneo. — I.)icüse de 
las personas y de aigunas 
cosas que viven o coinci- 
den en una inisma edad o 
tiempo. 

Comiso. — Equivale a 
coníiscación; pena por la 
cual la ])ersona que comer- 
cia en géneros prohibidos o 
evade el pago de impuestos 
referentes a objetos derermi- 
nado?., jiierde estos objetos. 

Commnnitas. - Comu- 
nidad: el [jueblo 

Connatural. Propio v 
Címíormo a la naturaleza 
dei viviente. 

Constitución , — i,ey 

fundamental de un Estado, 
discutida y aproiíada por 
los ro)n-(*sentantcs de una 
nación, reunidos en Corte'í 
También se llama carta 

Consuetudinario. J,o 

que es do costumbre. 

Consuetudo tacite in- 
íormat contraotum. J^a 

costumbre ini’onna tácita- 
ínente el contrato. 


Contrato.- !>íuq o 

venio entre personas o enti- 
dades jurídicas sobre uiui 
cosa, a cuyo cunipliuiioiuo 
pueden ser obligadas. 

Costumbre. — Práctica 

muy usada, que lia adquiri- 
do fuerza de lev. 

Cum inteutione solum 
experiendi quomodo ta 
lix lex a populo recipia- 
tur. — Soiainente con in- 
tención de saber, de qué 
manera recibiría el ])ueblo 
semejante ley. 

Berecho. Facultad de 

Itacer alguna cosa, de go- 
zar de ella, de disponer de 
ella, de pretenderla, do exi- 
girla, de/ renunciar a ella, 
si se quiere, ya sea que 
esta íacuitad resulte natu- 
ralmente de las relaciones 
que se establecen entre las 
personas, o sea que se ten- 
ga solamente del pacto so- 
cial, de las Ie\ es positivas 3' 
de ios convenios partícula- 
— Facultad que tiene 
toda persona de hacer lodo 
aquello que no se opone a 
las leyes. 

Berecho civil. — Con- 
junto de Ie\’es propias de los 
miembros de la nación que 
las ha hecho y jn-ornnlgado 


Tal es el conce pí o histfírico 
del (Iciecho cívAL Hov se 

I 

eniidean estas palabras ¡)ara 
designar el conjunto de le 
que tienen por objeto e.l 
interés particular de los in- 
dividuos. El dereclio civil 
es, i)ues, el derecho privado. 

Berecho .consuetudi- 
nario.— Conjunto de leyes 
quQ''en su origen no fueron 
escritas, sino que se han es- 
tablecido por el cnnseuri- 
miento tácito del pueblo, 
esto es, por el uso general, 
por hi costumbre. 

Berecho natural. 

Conjunto do reglas hasailas 
en oí buen sentido v en la 
equidad y Cjue se inqíonen 
al legislador. El derecho 
natur¿il es in\ arialíle. 

Berecho positivo . 

Derecho establecido i)or el 
poder social eu cada pue- 
blo. Oiíicre del )iafur<A en 
que puede ser cambia dn 
por la autoridad tpie lo lia 
establecido. 

Berecho ptiblico.- I)e- 
reciio establecido para la 
utilidad común de los pue- 
blos considerados como 
cuerpos políticos. 

Berecho romano . — 


jb’UniÓH de Ins princijóns 
di' dereciio cnu* esta)>an en 
\'Ít^’or en ('! )mel)lo i’oniano, 
y ináí5 e'}»ecial mente, con- 
jniilo (bí compilaciune.^ y 
(b' leyes publiradas por .1 ns- 
tiniano. 

Berechos reales. -De- 
reclios que según las leyes 
de! Esi ado, perteuecfMi e,\- 
clu.>i vamente al soberano. 

Besnetudo.- Desuso 

Digestor. - Colección de 
dm'reios del dereciio roma- 
no in*cha por orden del mii- 
perador J u.síiniann, por diez 
y siíUc* juristas. .Se compone 
de cincuenta libros. 

Doctrinario. I’artida.- 

rio de una doctrina. Nom- 
bre común do todos los par- 
tidos políticos que niegan 
la posibiiiibui lie una políti- 
ca de princijiios v creen 
necesarias las transaccio- 
nes entre doctrinas o|nies- 
tas [iMj'a la marciia del go- 
bierno. 

Bolo. Engaño, fraude, 

A 

simulación. En los delíto.s. 
la |)bma deliberación; en 
los contratos, la. intenci' n 
astuta y maliciosa con que 
s(' ('jecutaii. 


s 


de los seres orsáuicos v Ick 
na.-L.isas y remos peqrie- renóineiios ,le la viiia, ' 


nos. 


Enfeudar.- iJar en fen^ 

do al^ún Estado, territorio 
o cindad. 


Escalio. 

donada, que 
labor. 


Tierra aiian- 
antes fné de 


Foro. -.Sitio donde se oyeu 
y se sentencian Jas caucas. 

Fuero. - Privileg-io o 
exeneión que se concede a 
alguna provincia o región 
o a, ciertas clases sociales. " 


Etica. Ciencia de la 
moral . 

Et lex facta est, - Y la 

ley queda hecha. 

Exótico. — Díceso do lo 

que es extraño en un país, 
de lo que proviene del ex- 
tranjero. 

Federación.— Unión de 

arios E-stados. 

Fetiche. - Oíjjoto cual- 
quiera que recibe culto su- 
persticioso; un palo, una 

mina, una piedra, etc., pue- 
den ser íetiches. 

Feudo. -Esiiecie de con- 
trato en que el rey u oti*o 
personaje cedía a ala’ún 
siibdito posesiones, lionnres, 
etcétera. 

Fisiologría. Ciencia 
que estudia las funciones 


Oerontocracia . — Go- 
bierno con Hado a l os ancia- 
nos. 

Gleba feudal.— Suelo al 

cual estaban sujetos. Jos 
siervos. 

Go ahead . — Locución 
inglesa, que signiHca; ¡Ade- 
lante! 

Hipoteca. — Finca que 
queda afecta y obligada 
fiara la seguiadcid deJ pago 
de algún crédito. 

Homeopático. Perte 
necieiite o relativo a la ho- 
Dieopatía y sistema curativo, 
que consiste en tratar las 
enfei'medades con medí ca- 
rne utos suministrados en 
dosis minimas. 

Ig^uorantia juris nemi- 
nem exousat. — l^a igno- 

CD 

r/i.iicia de las leves a nadie 

Kt 

excusa. 


4 


0 


Ig’orr otes, — Indios de la 
isla de Luzóii, en las Filipi- 
nas, inozcla de tagalos., chi- 
nos y Japones, en su mayor 
parte salvajes. 

Inculpata tutela. -De- 
fensa inculpable. 

Inédito.— Se dice de ios 
escritos no publicados aún, 
no editados. 

Ingénito.— Significa «no 
engendrado», y se dice do 
las cualidades connaturales 
o nacidas con uno mismo. 

i 

In-pace. — En pa^i. En 
otro tiempo dábase el nom- 
bre de m paot al lugar en 
que se encerraban o empa- 
redaban ciertos religiosos. 
Por tal motivo, a todo lu- 
gar secreto se le aplica la 
denominación in pace. 

Inri. — Palabra que re- 
sulta de la unión de Jas ini- 
ciales de lentia Nazavemui 
Jiex ludaeorum (Jesús Na- 
zareno, Rey de los judíos) y 
que se emplea en el sentido 
de escarnio. 

Insidia.s strnitis. — 

Tramáis emboscada.s. 

Ipso jure. Locución la- 
tina que deiiota que una 


cosa cnmsla por la ](‘v 
misma. 

Jurídico. Lo que sí' 

liace en jusiicia; Jo ipio 
está en las formas v en los 

u 

usos de la justicia. 

Jiirisconsulto. El que 

está versado en la ciencia 
del derecho y do las leyes. 
Generalmente se emplea 
esta palabra para designar 
a los que han adquirido 
cierta rcfnitación en esta 
ciencia, 

Juris et de jure. De 

derecho y ¡jor derecho. 

« 

Jurisprudencia.— Cien- 
cia del dereclio.-— Conjunto 
de resoluciones del Tribu- 
nal Supremo respecto a 
cuesl iones de derecho, qui^ 
han sido controvertidas. 

Jurista. — El que coiioce 
las cuestiones de derecho. 

Laxo. - Significa «flojo», 
y suele aplicarse a Ja moral 
relajada, como p. ej., a los 

cutS w ¿HÍa X . 

Legesiion receptae ab 
initio vel postea desue- 
tudine sublatae, non 
obligant. Leyes no reci- 
bidas desde un principio o 


qu<^ jíosíorioniuMUt' iifin 
Ctiido t'íi íícsusu. )fo oldi- 

íraii. 

-Tt 

Legrislador. — Por.-'ona 
quf díi lí*yo>. iine tiarr Iiíp 

leyo' jiara un pueblo. 

Leg^ista, — P"í que cono- 
ce laís íeycs n se ocupa en el 
estudio (le ellas. 

Leguleyo . - Persona 

que se tiene por letri-sta. sin 
títulos |)ara ello. 

-I- 

Letrado, Hombre ins- 
truido on las bellas letras; 
pero ji-eneraímeiite se dice 
co m o sin ú n i m o d t* o boga do . 

Léxico. -Diccionario de 
i a leimaia a'rieíi'a, v |)or ex- 

1,7^ 1 t. 

tensión, diccionario de cual- 
quier idioma. 

Ley . Keg'l a o bl i o-a r orí a 
o necesaria. 

Ley sálica, — [>ey que 
excluye del trono a las mu- 
jeres. 

Libertario. — Pajtidario 

de la nbei-tad absoluta, de 
la abolición de toda lev 
y de todo ^'obierno. 

Lites y CLuistíones. - 

Pleitos y cuestíoue.s. 


Litigante.— So dice dc¡ 
qU(í pleitea. 

Litigio. -- Pleito, aiter- 
cación en juicio. 

Lorra. — Práctica de de- 
recho COI iSTie Indina rio por 
la cual se aporta al dueño 
de un caserío a.i)oiios, ove- 
jas o maderas, cuando le 
faltan, lo cual es una mani- 
festación de solidaridad en- 
tre los vecinos.-, Está en uso 
en Vi zea va. 

i- 

Mancomunidad. — Ac- 
ción y efecto de mancomu- 
nar. esto es, de unir dos o 
HUIS personas sus fuerzas y 
sus caudales para algiiu bu. 

Microbio. — Significa 
«vida pequeña», y con esta 
palabra se designan seres 
que únicamente se ven con 
el inicrosco[>io y que se di- ' 
videii en diversos grupos 
con arreglo a .su forma: bac- 
terias, bacilos, vibriones, 
etcétera, 

Nemini jus ignorare 
licet. —A nadie le es‘ permi- 
tido desconocer el derecho 


Neolítico. —Nombre del 
periodo más reciente de la 
edad de la piedra. 


Onus cameloTum. Ha 

carga de los camellos. 

Pacto comiso. — Cláu- 
sula que anula una venta 
en el caso en que el compra- 
dor lio haya satisfecho el 
precio dC/ venta en los pla- 
zos convenidos. 

■ 

Pacto de retro. - Carta 
de g’racia, ello es que uno 
vende una cosa a condición 
de que si a tal plazo 110 lia 
devuelto el precio estipula- 
do, queda la cosa en pose- 
sión del comprador^ pero en 
cuanto el vendedor devuel- 
ve el precio, vuelve a reciy 
perav la linca o cosa vendi- 
da en virtud del pacto 
expresado o deveclio de re- 
traer, que es lo mismo, 

Faidooraoia. — Gobier- 
no e 1 i manos de niños; go- 
bierno en el 0|ue el Parla- 
mento degenera en un lu- 
giw de juego. 

Patógeno.— Se aplica a 
lo relativo al principio de 
las enfermedades. 

Persona jurídica . — 

Toda persona, o toda colec- 
tividad de personas, capaz 
de poseer derechos y de es- 
tar sometida a obligaciovies 
es una persona, jaridica. 


Pleito. - t'‘oni ienda , di- 
ferencia. disputa judicial 
entre do.s o más personas, 
que se llaman parles lífi- 
ga.ntes. 

Policía. Cuerpo de 
a g e 1 1 1 es (; 1 1 c a v g a d o s d 1 

mantenimiento dcl orden, 

Pragmática. - I .ey que 

sólo se diferenciaba de los 
reales decretos en la fórmu- 
la dé su ])ul>licación - Acto 
público que es a la vez obra 
de una asamblea y de un 
soberano. 

Prevaricación. Trai- 
ción de los intereses cpie- 
uno está obligado a defen- 
der. — Faltar a su deber, 
cuando se trata dé fiiucio- 
11 arios púlilicos. 

Propedéutica. Ense- 
ñanza pre])aratoria. 

Recurso- — Acción que 
queda a la persona (‘onde- 
uada en juicio, para recu- 
rrir a un tribunal superior. 

Selfgovernment. — 

nónimo de anfarqiiía, que 
sigaiiiica gitbierno por si 
mismo. 

Sermo plebeius. — Len- 
guaje vulgar. 


Simplicitati popuU.— 

•Sencillez dol pueblo. 

Siuite párvulos veiil- 
re ad uael. - - Dejad ipu* los 

niños veiiií'an a mi. 


Tagalo . 

u 


Nombre de 
na raza, iiulío.ena de Füipi; 

ñas. cj lie habita en la isla de 

inr/oiu so consideran como 
aborígenes, o sea, primeros 
habí tan tes. 


Si populus acceptave- 
sit. — Si el juieblo acepta. 

Soberanía. — Calidad de 

soberano, autoridad supre- 
ma. Seg'úu unos, la. sobera- 
nía reside en el Kstado; se- 
gún otros, ia soberanía 
pertenece, cu ('fecto, al Es- 
ta (lo : pero r e p r e.se 1 1 tado 
éste jior el conjunto de ciu- 
dadanos. De todos modos la 
soberanía está limitada por 
los derechos del hombre. 

Status juris. - Estado 
de derecho. 


Teólogo, — cuio estudia 

o profesa ia. taologia, ciencia 
cjue trata de Dios y do sus 
atributos y perfecciones. 

Terapéutico,— Pertene- 
ciente o relativo a. la tera~ 
péutica, luivte de la medied- 
Míi epui enseña los preceptos 
y remedios para el trata- 
miento de lais enfermedades. 

Tutela. — Carga impues- 
ta a una persona, conforme 
a la lev, v en virtud de la 

É • 

cual cuida de la persona y 
de los id enes de un menor. 


Súbdito. — Pci ’sona so- 
metida a la autoridad de un 
soberano. 

Suprema potestas. — 

Suprema potestad, sobe- 
ranía. 

•k 

Supremas princeps. 

Principe supremo. 


Usus et oonsuetudines 
tam particular i a quan» 
generalia. — Usos' y cos- 
tumbres, así particulares 
como generales. 

Vi sayo - Natural de las 
islas Visayas de) Archipié- 
lago Filiijino- Es más coiiúm 

decir visaya. 
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